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n este libro el lector encuentra las razones que justifican las políticas de 

Estado en torno al combate contra la corrupción. Este inaplazable 

compromiso se configura en torno a la creación y puesta en marcha del 

Sistema Estatal Anticorrupción en el Estado de Veracruz.

En estas páginas, bajo la coordinación editorial de Francisco Montfort 

Guillén, coinciden las plumas de profesionales como Yolli García Álvarez, 

Lorenzo Antonio Portilla Vásquez, Jesús Homero Flores Mier, Benjamín 

Vargas Salazar, Andrés Cruz Ibarra, Pedro José María García Montañez, 

Ramón Tomás Alfonso Figuerola Piñera, Juan José Sierra Álvarez, Marcia 

Baruch Menéndez y Raymundo Vera Santos

No sólo se trata del frontal combate a la corrupción, sino de transformar 

nuestro tiempo y nuestro espacio en un ámbito propicio para el desarrollo 

humano que merecemos las mujeres y los hombres del siglo ���.

E El Sistema Estatal Anticorrupción es la 

instancia de coordinación entre las 

autoridades de todos los órdenes de 

gobierno competentes en la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, 

así como en la fiscalización y control de 

recursos públicos.

Iniciativa de Decreto para establecer las 

bases de creación del  Sistema Estatal 

Anticorrupción y  la coordinación del 

Sistema Nacional Anticorrupción 

El Sistema Estatal tiene por objetivo 

establecer principios, bases generales, 

políticas públicas y procedimientos para 

la coordinación entre las autoridades de 

todos los órdenes de gobierno en la 

prevención, detección y sanción de faltas 

administrativas y hechos de corrupción, 

así como en la fiscalización y control de 

recursos públicos.

Ley del Sistema Estatal Anticorrupción
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Francisco Montfort Guillén

En el sector empresarial ha sido socio fundador, gerente 
y director de diversas empresas y asociaciones civiles. Ha 

tenido una destacada participación en el sector público 
como asesor y funcionario. En el ámbito político se ha 

desempeñado como Consejero Ciudadano en la Junta Local 
del Instituto Federal Electoral, Presidente de la Comisión 

Estatal Electoral del Estado de Veracruz-Llave y Secretario 
Ejecutivo del Instituto Electoral Veracruzano, entre otros.

Es Investigador del Instituto de Investigaciones y Estudios 
Superiores de la Universidad Veracruzana e Investigador 
del Consejo Científico del Instituto Internacional para el 

Pensamiento Complejo (IIPC). 

En su actividad editorial fundó y dirigió diversos órganos; 
ha sido miembro de importantes consejos editoriales y 

organismos no gubernamentales. Cuenta con numerosas 
publicaciones. Es Articulista, comentarista y editorialista en 

revistas nacionales e internacionales, diarios locales, radio y 
televisión desde 1988.

Como Jefe de la Oficina de Programa de Gobierno, a 
traves de la Dirección Jurídica, coadyuvó con la Oficina del 

Gobernador en la creación de la Ley Anticorrupción en 
2017. En conjunto con la Contraloría General del Estado 

se elaboró el Decálogo de los Servidores Públicos del 
Gobierno del Estado así como videos difundidos en redes 

sociales y medios de comunicación.

Creó el Consejo Consultivo de Gobierno Abierto de la 
Oficina de Programa de Gobierno, que tiene como objetivo 

proponer mejores prácticas de participación ciudadana para 
la implementación de la política digital del Estado, en materia 

de datos abiertos y el diseño de indicadores específicos.
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Innovación Institucional 
frente a la corrupción

La corrupción es un fenómeno tan antiguo como la humanidad. No obs-
tante, es imperativo encontrar en la ley, en el orden, en la regulación, un 

equilibrio que vaya dando paso a sociedades más conscientes de la nece-
sidad de la transparencia, la honestidad y la justicia.

Las cosas indiscutiblemente han cambiado. A lo largo de la historia la idea 
de Estado y de gobierno se ha ido transformando. Estamos frente al diseño 
de una nueva forma de hacer la política. Todos estamos llamados a ser ob-
servadores, fiscalizadores, a asumir cada quien su propia responsabilidad. 
Estamos llamados a la auto-reflexión y al auto-gobierno.
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De aquí la importancia de reflexionar al mundo, en el contexto del tiempo 
que nos toca vivir y asumir una nueva perspectiva ética, que esté acorde 
precisamente a nuestra época, a los nuevos problemas y escenarios. Hoy por 
hoy los principios no se negocian. Por eso hay que redenominar al mundo y 
a las cosas del mundo, encontrar el nuevo acomodo y sitio a los conceptos; 
ajustarlos a los nuevos usos y necesidades.

Redenominar parece un asunto trivial, sin embargo no lo es. Estamos lla-
mados a la tarea de resignificarnos, de asumir nuevos contenidos y sentidos 
a las acciones. La corrupción llenó de herrumbre a la maquinaria del Estado 
y de la sociedad en su conjunto. Se gastaron las formas, se agotaron los 
recursos para contener las malas prácticas que se generalizaron, que se nor-
malizaron, que inundaron todos los sectores de la sociedad. En un proceso 
mimético, cada actor en el escenario asumía su parte y jugaba su papel en 
una cadena de descomposición social, de corrupción, de componendas. 
Cada quien encontró un modo, su propia letra de cambio en el mercado 
de la corruptela normalizada y sistematizada. Por un lado se estiraba una 
prebenda y otro lado había una mano presta para recibirla, para exigirla. 
Había quien vendía y había quien compraba; había quien tenía y quien 
pedía. Sociedad, Estado y Empresa como una trilogía inextricablemente re-
lacionada perdieron los límites y las fronteras de sus campos de acción ética, 
para fundirse en un amasijo que ya no es fácil entender. Ese es el status 
para iniciar a combatir la corrupción, que terminó por agotar a todos sus 
actores en esta cadena de degradación de las estructuras, de lastre para el 
desarrollo, de confusión para el devenir.

En este contexto, es inaplazable innovar, cambiar, refrescar nuestras vi-
siones y volver a pensarnos, recuperarnos. Este libro es un esfuerzo que 
busca nuevas perspectivas y alcances innovando, viendo desde otro ángulo, 
echando dos pasos para atrás para volver a ver el horizonte. Aquí se reúnen 
las voces de expertos en el tema de la corrupción desde la perspectiva de 
las instituciones del Estado y se proponen reflexionar, aportar soluciones, 
descubrir nuevos recursos en beneficio del combate al terrible cáncer que 
corroe las estructuras del Estado, de la sociedad y de los prestadores de 
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bienes y servicios. Por estas razones, este libro lleva como título Innovación 
Institucional frente a la corrupción.

Antes las luchas eran cuerpo a cuerpo, a tomar las calles, a gritar más fuerte. 
Hoy la lucha es diferente, tiene que ser diferente y los colectivos tienen que 
terminar de asumirlo. Hoy la lucha es estar informado, es autoformarse va-
lores nuevos basados en la convivencia pacífica y en el adecuado desarrollo 
de todas las personas; la nueva lucha es darse cuenta que el tiempo cambió 
y el Estado como institución también.

Hoy día los ciudadanos se tienen que gobernar, autogobernarse con base en 
valores personales. Han quedado atrás las épocas del Ejecutivo que no tra-
baja, que reparte y con complacencia testifica la distribución de las dádivas. 
El reto hoy es asumir y reconocer que el Estado ha restringido su ámbito de 
acción y se dan paso la sociedad y la empresa. Hay nuevas reflexiones en 
torno. Un poder ahora expresado en tres dimensiones, el Estado, la gente 
y la empresa.

Si la corrupción no acaba quizá esté implicada la posibilidad de que la so-
ciedad y la empresa se mantienen en una inercia que le impide al Estado 
acabar con la corrupción, como si fuera un asunto sólo de su competencia. 
En este contexto en que asumimos que la corrupción es sólo un asunto de 
Estado, se busca cambiar y cambiar, y las elecciones dan un viraje rotundo, 
inesperado, irracional o simplemente viraje. Un fenómeno electoral que 
busca acabar  con la corrupción como por arte de magia.

Es hora de reflexionar las razones por las cuales la corrupción persiste, qué 
está haciendo cada ciudadano y cada empresa, cuando sólo se señala al 
Estado de corrupto. Ahora mismo recuerdo un clásico de nuestras letras, 
del Siglo de Oro, enormemente disfrutado, reflexionado: “hombres necios 
que acusáis a la mujer sin razón, sin ver que sois la ocasión de lo mismo que 
culpáis”. Sor Juana, nuestra, un clásico no se muere nunca ni pierde actua-
lidad; siempre entraña una nueva razón para estar vigente. Hoy el Estado 
corrompido, abatido, que necesariamente debe reforjarse, clama porque 
todos seamos consecuentes con la búsqueda común de la justicia.
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La sociedad sigue forzando al Estado para las dádivas, la empresa sigue 
alargando las prebendas para la asignación de contratos, el Estado sigue 
jugando en esta triada. Hay que empezar por reconocer los ámbitos de cada 
cuál y analizar qué esta haciendo cada cual.

Se están realizando enormes esfuerzos institucionales para transparentar al 
Estado, para evidenciar, para generar pruebas, para abrirlo en canal y ver 
su intestino funcionamiento. Sin embargo, ésta es una tercera parte del 
cuerpo infectado por la peste de la corrupción. La improbidad y el dete-
rioro generalizado han llevado a las estructuras del gobierno a la necesidad 
de desnudarse. Urge la recomposición de la improbidad y el deterioro del 
Estado a través de la innovación institucional; esa es la consigna.

En las tareas de la recomposición de las estructuras del Estado especialistas 
y extraordinarios profesionales están enfocando sus talentos en el diseño, la 
creación, la aplicación y la reflexión de estrategias que se aglutinan en torno 
a la composición del Sistema Estatal Anticorrupción.

De esta forma, celebro la coincidencia en estas páginas de profesionales 
de la talla de Yolli García Álvarez, Lorenzo Antonio Portilla Vásquez, Jesús 
Homero Flores Mier, Benjamín Vargas Salazar, Andrés Cruz Ibarra, Pedro José 
María García Montañez, Ramón Tomás Alfonso Figuerola Piñera, Juan José 
Sierra Álvarez, Marcia Baruch Menéndez y Raymundo Vera Santos.

Cada uno de ellos tiene una trayectoria brillante, que ha forjado con es-
fuerzo, dedicación e indudables talentos personales. Su experiencia en 
torno al quehacer del Derecho como disciplina y como una línea rectora del 
Estado, da forma a estas perspectivas y retos del Sistema Anticorrupción. 
Estas son las perspectivas de ellos, los retos son de todos.

En esta edición hemos incorporado la colección de carteles que muestran el 
Decálogo del Servidor Público del Gobierno del Estado de Veracruz, para la 
Administración Estatal 2016-2018. Esta colección se produjo por la Oficina 
de Programa de Gobierno en coordinación con la Contraloría General del 
Estado. Estos carteles presidieron las oficinas de las diferentes dependencias 
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del Estado, como parte de las innovaciones institucionales a las que estamos 
llamados para combatir la corrupción, en todos los niveles.

De este modo, introduzco al lector en este encuentro con las razones que 
justifican las políticas de Estado en torno a este inaplazable compromiso, 
no sólo del frontal combate a la corrupción, sino de transformar nuestro 
tiempo y nuestro espacio en un ámbito propicio para el desarrollo humano 
que merecemos las mujeres y los hombres del siglo xxi.

 � Francisco Montfort Guillén
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Yolli García Álvarez

Licenciada en Derecho por la Universidad Nacional 
Autónoma de México y Maestra en Derecho Electoral por 
la Universidad de Xalapa, es autora de diversos artículos y 
trabajos de investigación publicados en medios especiali-

zados en materia electoral y de transparencia.

Es fundadora del Centro de Capacitación Judicial Electoral 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF) y de la Escuela Judicial Electoral. Se desempeñó 
como Secretaria de estudio y cuenta y como Secretaria 

instructora en la Sala Superior del TEPJF. 

En 2005 fue nombrada por el Senado de la República, a 
propuesta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
para ocupar por ocho años el cargo de magistrada de la 

Sala Regional correspondiente a la tercera circunscrip-
ción plurinominal electoral, con sede en la ciudad de 

Xalapa, Veracruz.

Comisionada Presidenta del Instituto Veracruzano de 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, 

fue elegida para coordinar la Región Sureste de Órganos 
Garantes y posteriormente a nivel nacional.
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Instituto Veracruzano 
de Acceso a la Información 
y Protección de Datos 
Personales, la importancia 
de su participación 
en el desarrollo del Sistema 
Estatal Anticorrupción

 � Yolli García Álvarez

Me es grato contribuir en este esfuerzo editorial, impulsado por la 
Oficina de Programa de Gobierno del Estado de Veracruz, que sentará 

las bases para la debida comprensión y descripción de los proyectos y obje-
tivos que buscan responder al reclamo legítimo de la sociedad en general, 
que es el combate a la corrupción mediante la instauración del Sistema 
Estatal Anticorrupción.
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Antes de plasmar el papel que desempeñará el Instituto Veracruzano de 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en la implementa-
ción del Sistema Estatal Anticorrupción, es pertinente señalar algunas consi-
deraciones que dan origen al mencionado Sistema; de esa manera se contará 
con una mejor perspectiva con respecto a su importancia y la participación 
del órgano garante local de transparencia.

En principio, debe tenerse presente cuál es el significado de la palabra co-
rrupción. En ese sentido, y de acuerdo con la organización internacional no 
gubernamental denominada Transparency International, la corrupción es 
el mal uso del poder encomendado para obtener beneficios inapropiados 
(Merino, 2018: 19).

La corrupción engloba numerosas conductas, los que la ejercen de manera 
cotidiana o los que la cultivan como forma de vida e intentan ocultar sus 
huellas y desaparecer el cuerpo del delito (Casar, 2016: 11).

Así, debemos partir del hecho de que el crecimiento y comportamiento activo 
de los individuos ha provocado que en ciertos aspectos cotidianos se generen 
conductas por las que se pretende adquirir ventajas indebidas respecto de 
otros agentes de participación social, propiciando actividades de corrupción.

La administración pública en todos sus niveles, de manera desafortunada, 
también se ha visto invadida por situaciones que tienen como desenlace 
actos de corrupción.

A lo largo de muchos años, en nuestro país se generó una cultura de acep-
tación tácita de hechos de corrupción, pues era común que la ciudadanía 
que necesitaba, por ejemplo, realizar algún tipo de trámite ante cualquier 
entidad pública, adicional a los requisitos que las disposiciones adminis-
trativas aplicables establecían para ese trámite específico, motu proprio el 
ciudadano otorgaba una dádiva, que bien podría ser en especie o de carácter 
económico; todo con el ánimo de garantizar la resolución satisfactoria del 
trámite o la reducción de los tiempos de respuesta.

Ese tipo de conductas propiciaron que algunos trabajadores dejaran de lado 
la parte sustantiva del servicio público, misma que implica que cualquier per-
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sona que desempeñe alguna labor en un ente gubernamental procure que 
ésta se desarrolle con profesionalismo y honradez.

Ahora bien, como se estableció al inicio, la administración pública –en la 
mayoría de sus niveles– ha sido permeada por actos o hechos de corrupción. 
Prueba de ello es que de acuerdo con la Encuesta Nacional de Calidad e 
Impacto Gubernamental (ENCIG) 2017, publicada por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía en el año 2017, la tasa de población que tuvo contacto 
con algún servidor público y experimentó al menos un acto de corrupción fue 
de 14,635 por cada 100,000 habitantes a nivel nacional; y el porcentaje de 
personas que consideran que los actos de corrupción son frecuentes o muy 
frecuentes a nivel nacional alcanza el 91%.

Un dato adicional para tener en cuenta es que, en 2017, el costo total como 
consecuencia de la corrupción en la realización de pagos, trámites o solici-
tudes de servicios públicos y otros contactos con autoridades, fue de 7,218 
millones de pesos, lo que equivale a 2,273 pesos por persona afectada.

Desafortunadamente, lo que expreso en los dos párrafos anteriores no sólo 
se presentó durante 2017, sino que el fenómeno de la corrupción ha estado 
presente en nuestra sociedad durante varios lustros; así, ante ese panorama, 
diversos sectores de la sociedad civil detectaron que si bien existen institu-
ciones públicas cuya actividad preponderante es la vigilancia y fiscalización 
del uso de recursos públicos, éstas se encontraban fragmentadas. De ahí 
que existiera la necesidad de crear un sistema en el que tengan participación 
instituciones encargadas de la transparencia y rendición de cuentas.

Producto de esas inquietudes, el 27 de mayo de 2015 fue publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Es por medio de esta reforma constitucional que se esta-
blece el Sistema Nacional Anticorrupción, como la instancia de coordinación 
entre las autoridades de los órdenes de gobierno competentes en la preven-
ción, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos.
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Bajo ese esquema, el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos indica las bases de funcionamiento a las que debe su-
jetarse el Sistema Nacional Anticorrupción. El citado numeral dispone que 
el Sistema Nacional contará con un Comité Coordinador, integrado por los 
titulares de la Auditoría Superior de la Federación; la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción; la Secretaría del Ejecutivo Federal, responsable del 
control interno; el presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; 
el presidente del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales; un representante del Consejo de la 
Judicatura Federal y otro del Comité de Participación Ciudadana, el cual debe 
conformarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribu-
ción a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción.

Esas instancias habrán de planificar, diseñar y promover políticas públicas, 
determinar mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actua-
lización de información estratégica; diseñar metodologías e indicadores para 
la evaluación de las políticas públicas; establecer lineamientos y mecanismos 
de coordinación y colaboración con los sistemas locales anticorrupción y con 
autoridades de fiscalización y financieras; realizar informes, emitir recomen-
daciones y supervisar el cumplimiento de las mismas.

Ahora bien, de la reforma constitucional citada se expidieron o reformaron 
en su caso, diversos cuerpos normativos; son los siguientes:

Disposición normativa Observación

Ley General del Sistema 
Nacional Anticorrupción

Es una nueva ley.

Ley General de Responsabilidades 
Administrativas

Es una nueva ley.

Ley Orgánica del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa

Es una nueva ley.

Ley General de Contabilidad 
Gubernamental

Esta ley ya existía, por 
lo que sólo se reformó.

Ley de Coordinación Fiscal
Esta ley ya existía, por 
lo que sólo se reformó.
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Disposición normativa Observación

Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de la República

Esta ley ya existía, por 
lo que sólo se reformó.

Ley de Fiscalización y Rendición 
de Cuentas de la Federación

Es una nueva ley.

Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal

Esta ley ya existía, por 
lo que sólo se reformó.

Código Penal Federal
Este código ya existía por 
lo que sólo se reformó.

Bajo ese marco normativo es que se regula actualmente el Sistema Nacional 
Anticorrupción.

En el entendido de que el Sistema Nacional Anticorrupción, por definición, es 
la instancia de coordinación entre las autoridades de los órdenes de gobierno 
competentes, resultó necesario que se armonizaran las legislaciones en las 
entidades federativas, a efecto de sentar las bases de una adecuada coordi-
nación a nivel estatal.

Así, el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave –después de que el máximo 
órgano jurisdiccional de este país anulara el primer intento de armonización– 
se vio en la necesidad de efectuar las adecuaciones pertinentes para contar 
de manera paulatina con un marco normativo armonizado y con un Sistema 
Estatal Anticorrupción. Con base en lo anterior, el 2 de octubre de 2017 se 
publicaron en la Gaceta Oficial del Estado diversas reformas a la Constitución 
Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave en materia de combate 
a la corrupción.

El Decreto de Reforma, en el artículo 67 Bis de la Constitución Política local 
estableció al Sistema Estatal Anticorrupción como la instancia de coordina-
ción entre las autoridades estatales y municipales competentes en la preven-
ción, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos, mismo 
que mantendrá una adecuada coordinación con el Comité Coordinador del 
Sistema Nacional Anticorrupción; asimismo, participará, colaborará y asistirá 



24 |

en sus funciones al Sistema Nacional Anticorrupción, en los términos pre-
vistos por la ley.

En el propio Decreto se señala que el Sistema contará con un Comité 
Coordinador, que estará integrado por los titulares del Órgano de Fiscalización 
Superior del Estado de Veracruz; de la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción y de la Contraloría General; por el presidente del Tribunal Estatal 
de Justicia Administrativa; el presidente del Instituto Veracruzano de Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales; un representante del 
Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado y otro del Comité de 
Participación Ciudadana.

De manera posterior, el 21 de noviembre de 2017, se publicó en la Gaceta 
Oficial del Estado la Ley 348 del Sistema Estatal Anticorrupción de Veracruz 
de Ignacio de la Llave.

Dicha ley indica que el Sistema Estatal tiene por objeto establecer principios, 
bases generales, políticas públicas y procedimientos para la coordinación 
entre las autoridades de los Entes Públicos en la prevención, detección 
y sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como en la 
fiscalización y control de recursos públicos. Es una instancia cuya finalidad es 
establecer, articular y evaluar la política estatal en la materia.

Asimismo, dispone que el Sistema se conforma por los integrantes del Comité 
Coordinador y por el Comité de Participación Ciudadana.

Con base en el artículo 10 de la citada ley, son integrantes del Comité 
Coordinador:

I. El presidente del Comité de Participación Ciudadana, quien lo presidirá;
II. El titular del Órgano de Fiscalización Superior del Estado;
III. El titular de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción;
IV. El titular de la Contraloría General;
V. Un representante del Consejo de la Judicatura;
VI. El comisionado presidente del Instituto Veracruzano de Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales; y
VII. El presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
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Por otra parte, la ley del Sistema Estatal Anticorrupción dispone que el ser-
vicio público en el Estado se regirá por los principios rectores de legalidad, 
objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, 
eficacia, equidad, transparencia, economía, integridad y competencia por 
mérito.

Bajo ese esquema, puede advertirse la necesidad de participación y coordina-
ción de las entidades públicas que integran el Comité Coordinador. Previendo 
esa situación, el legislativo veracruzano instauró en la Ley 348 la figura de 
la Secretaría Ejecutiva, organismo público descentralizado que funge como 
órgano de apoyo técnico del Comité Coordinador.

Esa Secretaría Ejecutiva estará integrada por el Órgano de Gobierno; la 
Comisión Ejecutiva, que será el órgano auxiliar de la Secretaría Ejecutiva; el 
secretario técnico y el Órgano Interno de Control.

El Órgano de Gobierno que se menciona en el párrafo precedente a su vez 
se integra por los miembros del Comité Coordinador y será presidido por el 
presidente del Comité de Participación Ciudadana.

Por su parte, la Comisión Ejecutiva se integra por el Secretario Técnico y el 
Comité de Participación Ciudadana, con excepción del miembro que funja en 
ese momento como presidente del mismo.

De acuerdo con la normatividad en consulta, el Secretario Técnico ejerce la di-
rección de la Secretaría Ejecutiva y, entre otras atribuciones, está facultado para:

•	 Realizar estudios especializados en materias relacionadas con la pre-
vención, detección y disuasión de hechos de corrupción y de faltas ad-
ministrativas, fiscalización y control de recursos públicos por acuerdo 
del Comité Coordinador;

•	 Administrar la Plataforma Digital que establecerá el Comité 
Coordinador, en términos de esta ley y asegurar el acceso a las mismas 
de los miembros del Comité Coordinador y la Comisión Ejecutiva;

•	 Integrar los sistemas de información necesarios para que los resultados 
de las evaluaciones sean públicas y reflejen los avances o retrocesos en 
la política estatal anticorrupción; y
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•	 Proveer a la Comisión Ejecutiva de los insumos necesarios para la ela-
boración de las propuestas a que se refiere. Para ello, podrá solicitar 
la información que estime pertinente para la realización de las activi-
dades que le encomienda la ley, de oficio o a solicitud de los miembros 
de la Comisión Ejecutiva.

Por otro lado, el artículo 49 de la Ley 348 del Sistema Estatal Anticorrupción de 
Veracruz de Ignacio de la Llave establece que el Comité Coordinador emitirá 
las bases para el funcionamiento de la Plataforma Digital Estatal que permita 
cumplir con los procedimientos, obligaciones y disposiciones señaladas en la 
Ley General, la Ley 348 y la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, atendiendo a las necesidades de 
accesibilidad de los usuarios, dando cumplimiento a las bases y lineamientos 
que emita, en su caso, el Comité Coordinador.

Por otra parte, el artículo 50 de la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción 
establece los sistemas por los cuales se integrará la Plataforma Digital Estatal:

Como puede advertirse, la función del Secretariado Ejecutivo resulta de vital 
importancia, debido a que será a la vez técnica y estratégica. Así, es factible 
que para cumplir con sus atribuciones, establezca convenios de colaboración 
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con instancias que generan y custodian información clave para la detección 
e investigación de comportamientos atípicos por parte de funcionarios, em-
presarios y entes que realizan operaciones con el gobierno. A su vez, debe 
contar con las capacidades para procesar y colocar información de manera 
oportuna para localizar círculos y/o redes de corrupción, generar un sistema 
de alertas y realizar un trabajo de inteligencia que sirva de insumo para las 
investigaciones y recomendaciones.

Esa información debe considerar los alcances y congruencia respecto de la 
que se publique por parte de las entidades de orden público, con base en la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General 
de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, Ley 
875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave y Ley 316 de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave; máxime que los sistemas que conforman la Plataforma Digital Estatal 
contienen datos personales diversos, algunos de ellos pueden ser públicos y 
otros, por el contrario, ameritarían su clasificación.

Ahora bien, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
en su artículo 1° que en el país todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esa Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte; asimismo, que las normas relativas 
a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo 
en todo tiempo a las personas la protección más amplia; y que todas las auto-
ridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

Así, uno de los derechos fundamentales, tutelado por la Constitución General, 
es el del derecho de acceso a la información; en ese sentido, el artículo 6° 
en su apartado “A”, fracción III, señala que toda persona –sin necesidad de 
acreditar interés alguno o justificar su utilización– tendrá acceso gratuito a la 
información pública.
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Por otra parte, tanto en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto 
de San José” –instrumentos jurídicos internacionales signados por el Estado 
Mexicano– se reconoce el ejercicio pleno del derecho humano de acceso a la 
información, en el sentido de establecer que toda persona tiene el derecho 
de buscar, investigar y acceder a información por cualquier medio lícito.

Con base en ello, el derecho humano de acceso a la información permite 
a la sociedad en general ejercer mecanismos de control democrático y de 
rendición de cuentas.

Bajo la perspectiva del principio de progresividad que rige en materia de 
derechos humanos, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la tesis “Principio de progresividad de los derechos humanos. Su 
naturaleza y función en el Estado Mexicano” ha establecido que dicho prin-
cipio implica tanto gradualidad como progreso; señalando que la gradualidad 
se refiere a que, generalmente, la efectividad de los derechos humanos no 
se logra de manera inmediata sino que conlleva todo un proceso que supone 
definir metas a corto, mediano y largo plazo. Por su parte, el progreso implica 
que el disfrute de los derechos siempre debe mejorar.

De lo anterior, si tenemos que el disfrute de los derechos humanos siempre 
debe mejorarse, es obligación del Estado Mexicano promoverlos de manera 
gradual y progresiva, mediante la implementación de las transformaciones 
necesarias en la estructura económica, social, política y cultural; garanti-
zando que todas las personas disfruten de sus derechos humanos, incluido el 
derecho de acceso a la información.

En ese sentido, el derecho de acceso a la información es preponderante en la 
implementación del Sistema Estatal Anticorrupción, toda vez que mediante 
su ejercicio se puede efectuar la revisión de documentos, a efecto de prevenir 
o detectar actos de corrupción.

En razón de lo anterior, el artículo 37 de la Ley 348 del Sistema Estatal 
Anticorrupción de Veracruz de Ignacio de la Llave señala que en la integra-
ción, atribuciones y funcionamiento del Sistema Estatal, éste tendrá acceso a 
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la información pública necesaria, adecuada y oportuna para el mejor desem-
peño de sus funciones.

Es esa disposición normativa a partir de la cual podemos vislumbrar el 
papel que desarrollará el Instituto Veracruzano de Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales en la implementación del Sistema Estatal 
Anticorrupción.

Así, además de cumplir con las facultades y atribuciones que señalan la 
Constitución Política del Estado, la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y demás normati-
vidad aplicable, el órgano garante local deberá:

a. Impulsar el ejercicio del derecho de acceso a la información, un arma 
fundamental para combatir la corrupción.

b. Realizar gestiones que promuevan el uso de la tecnología para hacer 
más accesible el derecho a saber.

c. Fomentar la realización de ejercicios de gobierno abierto que generen 
participación social, co-creación local y amplíen el acceso a datos que 
contribuya al combate a la corrupción.

d. Gestionar la incorporación de estudios académicos en materias rela-
cionadas con transparencia, rendición de cuentas, gobierno abierto y 
otras que sean afines a una cultura del servicio público ético, respon-
sable e impermeable a la corrupción.

e. Promover el manejo adecuado y responsable de los archivos públicos, 
proceder indispensable para la revisión de las acciones de gobierno.

f. Apoyar en el proceso de armonización en materia de archivos en el 
Estado.

g. Brindar capacitación y asesoría permanente a servidores públicos para 
que la profesionalización inhiba acciones contrarias a la norma.

h. Aprovechar las virtudes de la Red Local por una Cultura de Transparencia 
en el Estado de Veracruz para expandir los ideales de la transparencia y 
del combate a la corrupción.
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i. Mantener coordinación con los sujetos obligados para el seguimiento 
de directrices o procedimientos necesarios en el combate a la 
corrupción.

j. Promover y exigir el cumplimiento de obligaciones de transparencia, 
para que esto permita a la sociedad tener acceso a información que 
ayude a distinguir posibles actos de corrupción.

k. Atender las denuncias ciudadanas que se presenten por el incumpli-
miento de las obligaciones de transparencia.

l. Incentivar la publicación de información de transparencia proactiva y 
de interés público para ampliar el radio de acceso de los ciudadanos.

m. Acrecentar el cumplimiento de las resoluciones de recursos de revisión 
para que el derecho a saber esté garantizado.

n. Hacer notar las incongruencias entre la información que se propor-
ciona al responder a solicitudes de información y la de las obligaciones 
de transparencia.

o. Emitir criterios garantistas y pro persona que abonen a la máxima 
publicidad.

p. Realizar exhortos y/o imponer las medidas necesarias para hacer cum-
plir las leyes de la materia.

q. Vincular a las instancias pertinentes para consolidar una efectiva etapa 
de prevención del delito.

r. Tomar en consideración las temáticas e inconformidades planteadas 
por la sociedad respecto al actuar de los sujetos obligados, para 
que sean valoradas en el marco de los trabajos del Sistema Estatal 
Anticorrupción.

s. Compartir información con los integrantes del Sistema Estatal 
Anticorrupción que coadyuve al cumplimiento de sus funciones.

t. Poner a disposición del Sistema Estatal Anticorrupción el Sistema de 
Notificaciones del Instituto para establecer cualquier comunicación 
con los sujetos obligados.

u. Trabajar de manera coordinada con el Sistema Nacional de 
Transparencia para aumentar y hacer más sólidos los aportes de los 
órganos garantes.

v. Contribuir a la difusión de acciones que realice el Sistema Estatal 
Anticorrupción.
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w. Brindar apoyo para permitir la conectividad entre los sistemas elec-
trónicos de información a los que tiene acceso el IVAI y la Plataforma 
Digital Estatal que se establezca al respecto.

x. Las demás que sean necesarias.

Lo anterior en términos de que la información funciona como herramienta 
para evaluar a las instituciones y es un mecanismo para la rendición de 
cuentas. Aunado a que el marco normativo en materia de transparencia 
dispone que por cuanto hace a la información que constituye obligaciones 
de transparencia será puesta a disposición de los particulares por cualquier 
medio que facilite su acceso, dando preferencia al uso de sistemas computa-
cionales y a las nuevas tecnologías de la información.

De igual manera, con las acciones referidas se podrá asegurar que los ciuda-
danos conozcan y opinen en relación a las decisiones de política pública que 
los impactarán; así como para que los sujetos obligados dispongan de la evi-
dencia necesaria para informar a los ciudadanos de sus actos y actividades; 
tomar medidas y dictar disposiciones contra la corrupción.

Como puede advertirse, al ser el derecho de acceso a la información un de-
recho humano, siempre debe potencializarse, pues ha sido criterio reiterado 
que el ejercicio de este derecho permite el ejercicio de otros; por tanto, la 
progresividad en su aplicación representa un beneficio para la colectividad. 
Es así que el Estado, por conducto de sus instituciones, como es el caso de 
este órgano garante, debe velar por la materialización de esa circunstancia; 
es decir, generar aquellas para que en plenitud se disfrute ese derecho.

Derivado de lo anterior, el Instituto Veracruzano de Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales, en su calidad de órgano garante, mediante 
sus actuaciones y resoluciones debe erigirse como una entidad de partici-
pación activa en el Sistema Estatal Anticorrupción; máxime si se toma en 
consideración que el Sistema requiere tener acceso a información pública 
adecuada y oportuna para el desempeño de sus atribuciones.

En razón de ello, debe incentivarse en los sujetos obligados la generación de 
datos abiertos, los cuales deben ser entendidos como los datos digitales de 
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carácter público, disponibles en línea, que pueden ser usados, reutilizados y 
redistribuidos por cualquier interesado.

De conformidad con el artículo 3, fracción V, de la Ley 875 de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de 
la Llave, los datos abiertos deben contar con las características de ser acce-
sibles, de libre uso, en formatos abiertos, gratuitos, integrales, legibles por 
máquinas, no discriminatorios, oportunos, permanentes y primarios.

Por medio de estas estrategias, se establece una nueva cultura de comuni-
cación y un modelo organizativo, toda vez que se estimula una cultura de 
cambio en la gestión y prestación de servicios públicos.

Así, en la medida en que se otorgue un empoderamiento al ciudadano y 
la función pública se desarrolle con base en estándares de transparencia, 
la democracia participativa se fortalecerá; por tanto, debe aprovecharse el 
uso de nuevas tecnologías de la información a partir de la conformación e 
implementación de plataformas digitales (González, 2017: 22).

En ese sentido, tanto la Plataforma Digital del Sistema Nacional Anticorrupción, 
Plataforma Digital Estatal del Sistema Estatal Anticorrupción y la Plataforma 
Nacional de Transparencia deberán funcionar en plena coordinación, toda 
vez que presentan algunas coincidencias en la información que se puede 
conocer en cada una de ellas; ejemplo de lo anterior es que una de las 
obligaciones de transparencia que se publica en la Plataforma Nacional 
de Transparencia es la contenida en la fracción XII del artículo 70 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, consistente en la 
información en versión pública de las declaraciones patrimoniales de los ser-
vidores públicos que así lo determinen. Por su parte, la Plataforma Digital del 
Sistema Nacional Anticorrupción y la Plataforma Digital Estatal del Sistema 
Estatal Anticorrupción contemplan entre los sistemas que la conforman el de 
evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presenta-
ción de declaración fiscal (El Sistema Nacional Anticorrupción y sus Vínculos 
con el Sistema Nacional de Transparencia, 2018: 43).

Aunado a ello, no debe pasarse por alto que el propio artículo 50 de la Ley 
General de Sistema Nacional Anticorrupción señala que los integrantes del 
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Sistema Nacional y de los sistemas locales promoverán la publicación de la 
información contenida en la plataforma en formato de datos abiertos, de 
conformidad con la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública y demás normatividad aplicable (ídem).

Sin duda, la instauración tanto del sistema nacional como del estatal anti-
corrupción representa un gran avance en la implementación de políticas 
públicas tendentes a combatir y erradicar la corrupción en todos los ámbitos 
de gobierno.

La materialización de esos sistemas debe fortalecerse con la actuación activa, 
congruente, imparcial, objetiva, profesional y certera de cada una de las 
entidades públicas que los conforman.

El Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales tiene una labor importante, a efecto de conseguir los objetivos 
del Sistema Estatal Anticorrupción, toda vez que –como especialista en ma-
teria de transparencia y acceso a la información– debe orientar y apoyar al 
propio en Sistema en la obtención y publicación de información necesaria 
para el cumplimiento debido de su función; por lo que asume el compromiso 
y trabajará arduamente en establecer canales de coordinación y cooperación 
institucionales, con todas las entidades inmiscuidas en el Sistema Estatal 
Anticorrupción, en favor de Veracruz y sus instituciones.

La vía para combatir la corrupción es que las instituciones públicas sean 
transparentes; por lo que debe darse seguimiento a todas las actividades que 
desarrollen en el ámbito de sus atribuciones, que incluye desde los nombra-
mientos de funcionarios hasta la sanción por sus acciones, pasando por la 
evaluación de la toma de decisiones y el debido manejo de recursos públicos.

Los sistemas nacionales de transparencia y anticorrupción tendrán como 
principal reto la coordinación y el trabajo vinculado; por lo que, tanto el 
órgano garante nacional como el local de transparencia deben fungir como 
interlocutores para solventar las dificultades que pudieran surgir respecto a 
criterios y lineamientos relativos a la información que deberá publicarse en 
esos sistemas y en la Plataforma Nacional de Transparencia.
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De esta manera, se podrá contar con información congruente y concreta por 
medio de la cual se pueda prevenir y, en el mejor de los casos, erradicar actos 
de corrupción en las entidades públicas.

Con el Sistema Estatal Anticorrupción se inicia un camino cuyo objetivo debe 
ser la modificación de conductas que contravengan las finalidades originarias 
del servicio público. Así, se podrán generar las bases de una administración 
pública eficiente y cuyo valor preponderante sea la transparencia de sus actos 
y la máxima publicidad de la información que genera o posee, en beneficio 
de la sociedad, que debe ser partícipe de las decisiones que las entidades 
públicas lleven a cabo y vigilar la efectiva aplicación de recursos públicos.

La corrupción afecta el desarrollo de las sociedades democráticas, debe 
afrontarse de manera certera y erradicarla. No será una labor fácil, pero 
actuando en estrecha colaboración entre los integrantes del Sistema Estatal 
Anticorrupción se contará con una estructura normativa e institucional para 
lograrlo.
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Reflexión sobre el papel 
que se desempeñará 
con la puesta en marcha 
de los Sistemas Estatales 
Anticorrupción

 � Lorenzo Antonio Portilla Vásquez

Hemos escuchado y leído diversos temas de corrupción, actos que en 
cualquier ámbito se identifican, ya sea social, político, deportivo, aca-

démico, religioso y en los sectores público y privado; pero ¿qué lo provoca? 
En gran medida los elementos que favorecen estos actos son el poder, 
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dinero, ventajas, beneficios personales o de un grupo selecto, entre otros. 
Pero, ¿cómo combatir este problema que daña tanto a la sociedad?

Empezaré con una breve reflexión desde el punto de vista del sector público 
y en qué medida, los Sistemas Estatales Anticorrupción trabajarán para 
combatirlo y fortalecer, con su trabajo, la credibilidad de las instituciones 
públicas.

El Instituto Mexicano para la Competitividad A.C. (IMCO) y el Centro de 
Investigación y Docencia Económicas (CIDE) indican que los costos de la co-
rrupción han afectado todos los aspectos relevantes de la sociedad (Casar, 
2015) como lo muestran los siguientes datos:

Costos económicos

•	 Inversión: Hasta 5% menor en países con mayor corrupción (FMI).
•	 Ingreso de las empresas: Pérdida de 5% de las ventas anuales (Ernst 

& Young).
•	 Piratería: Pérdida de 480 mil empleos al año (CEESP).
•	 Producto Interno Bruto: 2% del PIB (WEF), 9% (Banco de México, 

Banco Mundial y Forbes), 10% (CEESP).

Costos políticos

•	 Insatisfacción con la democracia:
a. Sólo 37% apoya a la democracia.
b. Sólo 27% se encuentra satisfecho con la democracia  

(Latinobarómetro, 2013).

Crisis de representación

•	 91% no confía en partidos políticos.
•	 83% no confía en legisladores.
•	 80% no confía en instituciones del sistema judicial (Barómetro Global 

de la Corrupción, Transparencia Mexicana).
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Costos sociales

•	 Bienestar: 14% del ingreso promedio anual de los hogares destinados 
a pagos extraoficiales (Transparencia Mexicana).

•	 Violencia: Existe una correlación positiva entre corrupción y niveles 
de violencia (Institute for Economics and Peace).

Prácticamente parte del detrimento en el bienestar social tiene como con-
secuencia la corrupción, pero ¿qué es la corrupción? El gobierno federal la 
define como: “Corrupción: Consiste en el abuso del poder para beneficio 
propio. Puede clasificarse en corrupción a gran escala, menor y política, 
según la cantidad de fondos perdidos y el sector en el que se produzca” 
(SFP, 2013).

Por su parte, el Banco Mundial adopta el siguiente axioma: “Es el abuso 
del poder público para el beneficio privado”, mientras la Convención de las 
Naciones Unidas encuadra también el abuso en el sector privado, conside-
rando que el acto de corromper está ligado a los antivalores, es decir, a lo 
no aceptado por la sociedad (González, s/f: 51).

Castellanos Mottola entiende por corrupción: “La desviación de bienes y 
recursos con un uso legal o formalmente previsto, por lo general de ca-
rácter público, hacia fines y beneficios personales” (2016:1).

Como se observa en estas definiciones, el abuso del poder y la búsqueda 
de un beneficio propio son características principales que dan forma a la 
corrupción, expresada a través del enriquecimiento inexplicable, sobornos, 
tráfico de influencias, nepotismo, entre otros. En nuestro país de acuerdo 
con lo que indica el Índice Global de Corrupción 2017, publicado por 
Transparencia Internacional, México se ubica en la posición 135 de 180 
respecto a los temas de la percepción de la corrupción, registrando una 
caída respecto al estudio de 2016. De 100 puntos posibles, donde 100 es 
el país mejor evaluado en cuanto a corrupción y 0 el peor, México obtuvo 
apenas 29 puntos (TI, 2017) mientras que en 2016 había conseguido 30, lo 
cual indica que nuestro país se encuentra como uno de los peores países 
en América Latina.
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Esto origina una pregunta fundamental: ¿por qué existe la corrupción? 
Hemos leído y escuchado distintas fuentes que enfocan esta problemática 
desde una perspectiva cultural, luego entonces, ¿los mexicanos somos 
corruptos por naturaleza? Considero que debemos fomentar entre los 
niños y los jóvenes la ética en su actuar, razón por la cual, en mi opinión, el 
mexicano no es corrupto por naturaleza, y lo explico:

Nacimos en un país que tiene historia, raíces y antepasado, conocemos 
nuestro origen, sabemos de las luchas armadas que enfrentaron mexicanas 
y mexicanos contra invasores extranjeros para ser lo que hoy como país 
somos, libres y soberanos; que esta frase no le guste a más de dos, porque 
haya otros intereses políticos, económicos y sociales, ya es otro tema que 
no comentaré en este artículo. Existe corrupción porque se ha abusado 
del poder público haciendo uso indebido del poder, ejemplo de ello, se 
visualiza cuando servidores públicos obtienen ingresos derivado del au-
mento en costos de materiales utilizados en la construcción de las vías 
de comunicación; en los procesos de licitación de bienes y servicios con 
especificaciones que sólo un proveedor puede cumplir; en la contratación 
de personal por compromisos más que por requerimientos de trabajo y así 
podría seguir enunciando casos. Éstas y otras situaciones, desde mi punto 
de vista deben inhibirse, ya que afectan la correcta gestión pública.

En lo particular, remontándome a mi infancia, en la clase de civismo los 
maestros nos enseñaban a respetar tanto a nuestros mayores como lo 
ajeno y a conducirnos en la vida con rectitud; esto no quiere decir que no 
se lleve a cabo actualmente, ya que lo que nos enseñaban en la escuela era 
complemento de la formación recibida en nuestro hogar; en mi caso, direc-
tamente de la instrucción de mi madre. Considero que el mayor ejemplo 
que podemos recibir de rectitud y respeto es de nuestros padres, ni más 
ni menos, quienes nos transmitieron la forma de educar a nuestros hijos, 
misma que se replicará de generación en generación.

Cuando hablamos del tema de corrupción, inmediatamente lo vinculamos 
con un determinado grupo de poder; sin embargo, este comportamiento es 
palpable en todos los grupos sociales, en el actuar cotidiano, por ejemplo, 
al ofrecer dinero para un trámite, comprar una calificación, obtener ven-
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tajas a través del trabajo que se desempeña, y así podría seguir enunciado. 
Por ello, estoy convencido de que la base de los principios éticos, es la 
educación.

Regresando al tema del sector público, predicar con el ejemplo es una res-
ponsabilidad del actuar de las Entidades de Fiscalización Superior Locales 
(EFSL). En la medida en que se cumpla a través de sus colaboradores, 
actuando con honestidad, responsabilidad, compromiso y cumplimiento 
de la normatividad, empezando con el Titular de la Entidad Fiscalizadora, la 
credibilidad del trabajo de las EFSL se fortalecerá ante la sociedad.

Vivimos tiempos en que la comunicación es inmediata, las redes sociales 
y el internet juegan un papel importante en la difusión de lo que hacemos 
o dejamos de hacer; en ocasiones fortalecen a las instituciones públicas 
y en otras las debilitan. Lo mismo sucede con los ciudadanos o con los 
servidores públicos en lo individual. Por lo tanto, debemos de conducirnos 
con rectitud y respeto en todo momento, lugar o circunstancia.

Tener un trabajo y un salario, compromete a desarrollar la actividad en-
comendada de una manera profesional. Sin embargo, a algunos esto no 
les resulta suficiente y se conducen de una manera deshonesta, buscando 
obtener un beneficio económico sin trabajar adecuadamente, y para ello 
rompen con toda norma, principios, códigos y, finalmente, con la dignidad 
humana.

Hoy en día los actos de corrupción son mayores, inclusive se sofisticaron 
para que cada vez sea más complicado identificarlos: falta de control, 
segregación de responsabilidades, simulación de operaciones, entre 
muchos más ejemplos. Esto ha obligado a emitir normas más severas para 
combatir, contener, disminuir y, de ser posible, erradicar estos actos del 
comportamiento humano.

Combatir la corrupción no es tarea fácil, porque los involucrados han ido en 
incremento y somos muchos los actores que debemos contribuir para erra-
dicar este problema, desde la familia en la educación que sin duda alguna 
es la base del comportamiento humano, la formación en las entidades 
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educativas, las políticas y programas de los sectores públicos y privados, la 
ética y profesionalismo de los diversos medios de comunicación.

Max Kaiser, Director Anticorrupción del IMCO señala doce comporta-
mientos que se consideran como actos de corrupción (IMCO, 2015:123): 1) 
Soborno, 2) Malversación o peculado, apropiación indebida u otras formas 
de desviación de bienes por un funcionario público, 3) Tráfico de influen-
cias, 4) Abuso de funciones, 5) Enriquecimiento ilícito, 6) Blanqueo del 
producto del delito, 7) Obstrucción de la justicia, 8) Colusión, 9) Extorsión, 
10) Simulación (absoluta y relativa), 11) Utilización de información falsa y, 
12) Nepotismo, clientelismo o favoritismo.

Me atrevo a decir que si tenemos identificados los actos de corrupción, 
por muchos que estos sean, vamos un paso adelante, porque sabemos a 
qué nos enfrentamos; y si asumimos la responsabilidad que a cada uno 
nos corresponde, aunado al compromiso para cambiar comportamientos, 
identificar y dar a conocer cualquier acto de corrupción del que se conozca 
se podrá hacer frente a este fenómeno.

Estoy convencido de que no se nace corrupto, el comportamiento se 
aprende de lo que se ve, entonces, es nuestro compromiso que si nos 
enfrentamos a un hecho deshonesto se desapruebe y se denuncie.

La corrupción hace mucho daño al país, porque crea desconfianza, dis-
trae recursos que deben ser destinados al desarrollo económico y social, 
estimula conductas abusivas que desaniman el esfuerzo por superarse y 
luchar de manera correcta por un objetivo, esto quebranta el principio de 
legalidad y lastima el sistema democrático.

Debo señalar que, en México, diversas Asociaciones, Instituciones y 
Entidades Públicas, han establecido mecanismos para combatir los actos 
de corrupción, como son campañas al interior para fomentar los valores 
éticos y morales. Ejemplo de ello, es el caso de las Entidades de Fiscalización 
Superior Locales, toda vez que la Asociación Nacional de Organismos de 
Fiscalización Superior y Control Gubernamental, A. C. (ASOFIS), determinó 
que la Auditoría Superior de la Federación (ASF), al frente de la presidencia 
de la ASOFIS, debía adoptar y adaptar la Herramienta para la Autoevaluación 
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de la Integridad de las Entidades Fiscalizadoras Superiores (IntoSAINT), dise-
ñada por la Corte de Cuentas de los Países Bajos, para facilitar al personal de 
las Entidades de Fiscalización, identificar las vulnerabilidades a la integridad 
en su entidad, evaluando el nivel de madurez de los sistemas de control in-
terno vinculados con la integridad, emitiendo, en su caso, recomendaciones 
con el propósito de mejorar su gestión en este tema.

Es decir, a través de esta herramienta, el personal de la institución identi-
fica las áreas con mayor riesgo, sensibles de cometer actos de corrupción, 
para a partir de ello, diseñar recomendaciones que fortalezcan las medidas 
preventivas y de control que disminuyan dicho riesgo. La base de ello es 
contar con una política de integridad, acompañada de códigos de ética y 
de conducta, los cuales deben ser puestos en práctica, evaluados y crear 
conciencia del impacto que se tiene al salir de este marco normativo. Esta 
tarea debe tener eco en las demás entidades públicas, para ello, se han 
compartido estos modelos a los entes fiscalizables para que sean adop-
tados y se promueva la integridad en su interior.

Como el ejemplo que he citado, existen más acciones que se están ha-
ciendo al respecto; sin embargo, debo reconocer que estos avances han 
sido de manera aislada, por lo tanto, los resultados se han presentado de 
la misma forma, siendo necesario coordinar y crear una sinergia entre las 
diferentes instituciones encargadas del control y fiscalización para poten-
cializar el combate a la corrupción.

Con la finalidad de combatir la corrupción y de homologar la norma-
tiva a nivel internacional derivado de los tratados en los que México es 
parte, se creó el Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), reformándose 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para dar paso a 
la promulgación de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 
como una política de Estado que encare de manera frontal este flagelo. El 
Sistema contará con un Comité Coordinador el cual será presidido por un 
ciudadano de reconocido prestigio en temas de transparencia, rendición 
de cuentas y combate a la corrupción.

El que lo presida un ciudadano permite que las voces de la sociedad sean 
escuchadas y atendidas, además de recibir sus sugerencias, comentarios, 
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dudas e inclusive reclamos debidamente fundados y motivados. La respon-
sabilidad que tendrá quien preside el Comité Coordinador, no es tarea fácil, 
porque los reclamos serán muchos, pero la veracidad de los hechos que se 
presenten, deben ser comprobados para poder actuar dentro de un marco 
legal y no atender intereses de unos cuantos.

En el Comité Coordinador participan instituciones representadas por:

•	 El Secretario de la Función Pública.
•	 El Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.
•	 El Comisionado Presidente del Instituto Nacional de Transparencia, 

Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.
•	 El Fiscal Especializado en Materia de Delitos Relacionados con 

Hechos de Corrupción.
•	 El Representante del Consejo de la Judicatura Federal.
•	 El Auditor Superior de la Federación.
•	 El Representante del Comité de Participación Ciudadana, que fungirá 

como Presidente del Comité Coordinador.

Además del Comité Coordinador, el Sistema Nacional Anticorrupción se 
conforma de otros componentes como lo es el Comité de Participación 
Ciudadana que está integrado por cinco ciudadanos de reconocido pres-
tigio y como lo señalaba en líneas anteriores, uno de sus integrantes 
presidirá el Comité Coordinador; otro componente es el Sistema Nacional 
de Fiscalización, eje rector y pieza fundamental del SNA, el cual será 
presidido por el titular de la Auditoría Superior de la Federación y por el 
titular de la Secretaría de la Función Pública, quienes trabajarán de manera 
conjunta para emitir políticas públicas en temas de fiscalización, control 
interno, cursos de capacitación, intercambio de experiencias, entre otras 
actividades. También participarán las Entidades de Fiscalización Superior 
Locales y las instancias de Control Interno de las entidades federativas. Un 
cuarto componente serán los Sistemas Locales Anticorrupción que serán a 
semejanza del SNA, es decir, un espejo en sus integrantes y en sus activi-
dades y objetivos.

El Sistema Nacional Anticorrupción ya se encuentra en funciones aunque 
aun no se ha designado al Fiscal Especializado en materia de delitos re-
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lacionados con hechos de corrupción, ni tampoco a los Magistrados que 
estarán al frente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. Cierto, 
se encuentra en funciones, pero no al cien por ciento. No obstante, esto 
no impide que se emitan reglas y políticas que deben aplicar los Sistemas 
Locales; un ejemplo es cómo deben presentarse las declaraciones de situa-
ción patrimonial, por mencionar un dato.

El Sistema Nacional Anticorrupción establece que las entidades federa-
tivas constituyan los Sistemas Locales Anticorrupción, razón por la cual el 
Honorable Congreso del Estado de Veracruz, en octubre de 2017, reformó 
la Constitución local en materia de combate a la corrupción, para poste-
riormente promulgar la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción (SEA), a 
semejanza del SNA.

El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia responsable de emitir 
políticas públicas y sumar esfuerzos para combatir y erradicar actos de 
corrupción. También contará con un Sistema Estatal de Fiscalización (SEF) 
que será presidido de manera dual por el titular del Órgano de Fiscalización 
Superior del Estado y por el titular de la Contraloría General; también lo 
integrarán los titulares de los Órganos Internos de los municipios. Todos 
los entes públicos deberán apoyar en todo momento al SEF para la imple-
mentación de mejoras en la fiscalización de los recursos públicos estatales 
y municipales.

Forma parte también del Sistema Estatal, el Comité de Participación 
Ciudadana que estará conformado por cinco ciudadanos de probidad y 
prestigio que se hayan destacado por su contribución a la transparencia 
y rendición de cuentas o el combate a la corrupción. En este momento se 
encuentra en la etapa de selección de sus integrantes.

Nuestro país ha definido una nueva etapa en la lucha contra la corrupción, 
por lo que el Sistema Nacional Anticorrupción, así como los locales, habrán 
de sumar y coordinar esfuerzos desde el ámbito de su competencia, respe-
tando las esferas de acción, y actuando en temas de prevención, detección 
y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así 
como en la fiscalización y control de los recursos públicos.



48 |

La sociedad tiene grandes expectativas en los resultados de los Sistemas 
Nacional y Estatal Anticorrupción, y en Veracruz se está actuando; sin 
embargo, el combate de este fenómeno no es cosa menor, se requiere de 
todas las partes involucradas: entes fiscalizables, fiscalizadores internos 
y externos, legisladores, investigadores, instituciones educativas, medios 
de comunicación y la sociedad para que actuemos de manera coordinada, 
respetando los ámbitos de competencia de cada instancia.

La Ley 348 del Sistema Estatal Anticorrupción de Veracruz, define la ac-
tuación que debemos desarrollar quienes conformaremos el Sistema; para 
ello, el trabajo institucional y comprometido, aunado a un marco normativo 
robusto, perfiles plenamente definidos para ocupar un cargo público y el 
comportamiento ético, darán los resultados esperados, sobre todo recu-
perar la confianza de la sociedad en la labor de las instituciones públicas.

No obstante, debemos tener presente que un marco normativo plenamente 
definido, no es garantía para obtener los resultados esperados, sino el cum-
plimiento con las leyes en estricto apego a lo establecido y con justicia.

La ciudadanía espera y exige cambios, así como resultados de la lucha contra 
la corrupción y este es el reto más importante al que todos nos enfrentamos, 
pues sólo con hechos lograremos construir y mantener la confianza y la parti-
cipación activa de los ciudadanos. De ahí que sea imperativo que se asuma y 
fomente la sensibilidad y una postura contra la defraudación y la corrupción, 
tomando conciencia de los efectos que esto ocasiona.

Hoy en día, un aspecto por demás interesante y que contribuye a esta 
lucha es la transparencia en las instituciones, ya que en la medida con que 
se hagan públicas las actividades e información que generan, el riesgo de 
actuar fuera de un marco normativo disminuye. Pero, por otro lado, debe 
existir el compromiso social de hacer un adecuado uso de la información 
que se brinde, porque la honestidad no es única del sector público. Lo 
señalaba párrafos anteriores, la corrupción también lo es actuar para un 
beneficio propio dañando instituciones o servidores públicos.

Cierto, este combate contra la corrupción llevará tiempo, pero es funda-
mental que se dé continuidad a las acciones hasta hoy realizadas, que hayan 
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brindado resultados, incorporándose además otras medidas que aporten al 
cumplimiento de los objetivos que plantean los Sistemas Nacional y Estatal 
Anticorrupción. De esta forma, la prevención, integridad, mayor participación 
de la sociedad, controles internos eficientes, mayores facultades de fiscali-
zación de los recursos públicos, mejora en la administración de la justicia y 
abatir la impunidad, para disminuir el nivel de percepción, deben ser ele-
mentos que asumiremos cada actor público, político y social involucrado.

Desde la Institución que tengo el honor de representar, estamos haciendo 
lo propio; para ello, se expidió el 18 de diciembre del año pasado, la Ley 
Número 364 de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, que atiende las reformas de la Constitución 
local en materia de fiscalización superior y combate a la corrupción.

Con este marco normativo se apuesta a una mayor garantía de las fun-
ciones que desempeña el Órgano de Fiscalización Superior del Estado 
(ORFIS), particularmente las relacionadas con la auditoría, la investigación 
y la substanciación de los procedimientos de fiscalización, toda vez que los 
cambios principales se dieron en:

•	 Eliminar los principios de posterioridad y anualidad.
•	 Fiscalizar, en caso de denuncias fundadas, durante el ejercicio en 

curso; así como ejercicios anteriores al de la cuenta pública en 
revisión.

•	 Iniciar el procedimiento de fiscalización desde el primer día hábil al 
año siguiente del ejercicio fiscal.

•	 Ampliar las facultades para fiscalizar el destino y la aplicación de la 
deuda pública.

•	 Fortalecer los mecanismos de coordinación entre la ASF y el ORFIS.
•	 Contribuir con el Sistema Estatal de Fiscalización mediante las 

acciones derivadas del Sistema de Evaluación y Fiscalización de 
Veracruz (SEFISVER).

Estoy consciente de que ésta es la labor que al ORFIS nos toca aportar, 
pero para lograr el verdadero combate a la corrupción se necesita de 
mucho más; de cimentar principios básicos en el hogar como el respeto y 
la honestidad; se requiere también de cambios en la educación para que 
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ésta sea de calidad; de construir propuestas reales para el combate a la 
pobreza; generar las condiciones de seguridad necesarias para motivar la 
inversión económica en nuestro estado y país, lo que también permitirá 
generar empleos con sueldos dignos.

Hemos dado un paso para esta suma de esfuerzos; y en el Estado de 
Veracruz, con el Sistema Estatal Anticorrupción, estoy seguro de que, en un 
plazo razonable, se verán los primeros resultados de estos cambios, para 
que la sociedad recupere paulatinamente la confianza en la labor de las 
instituciones públicas.
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Combate a la corrupción 
para fortalecer el Estado 
de Derecho en México

 � Jesús Homero Flores Mier

Resumen

La corrupción es un problema que han padecido varios Estados, durante 
varios años. Sin embargo, en México es urgente combatirla, para acelerar 

el desarrollo de nuestro país, la lucha contra la corrupción significa también la 
búsqueda de la realización de los derechos humanos y el logro subsecuente 
del fortalecimiento del Estado de Derecho en México.

Palabras clave

Corrupción, derechos humanos, impunidad, Sistema Nacional Anticorrupción, 
transparencia, libertad de expresión, Estado de Derecho.

Sabemos que erradicar la corrupción es una labor compleja, una tarea nada 
sencilla. Desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, 
en 1789, ya se consideraba un problema. A la letra, dicho documento esta-
blecía que “Los Representantes del Pueblo Francés, constituidos en Asamblea 
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Nacional, considerando que la ignorancia, el olvido o el menosprecio de los 
derechos del Hombre son las únicas causas de las calamidades públicas y de 
la corrupción de los Gobiernos…” (Declaración de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano, 1789).

No obstante y como nos es palpable, los buenos intereses de aquellos 
representantes del pueblo francés no evitaron que este problema siguiera 
desarrollándose a lo largo del tiempo.

Al día de hoy, Luigi Ferrajoli ha establecido que éste es un problema del 
Estado moderno; sus palabras, retomadas por Rafael Aguilera y Rogelio 
López, ambos profesores de la Universidad Autónoma de Nuevo León y co-
nocedores del tema establecen que:

Es inevitable señalar que, en la actualidad, el Estado moderno sufre 
una crisis sistémica, la cual ha sido desarrollada a partir de dos ver-
tientes por el autor florentino como una crisis del Estado y la razón 
jurídica: “una crisis de legalidad que permea a través de un sistema 
de corrupción en la administración pública, una crisis del Estado 
social y una crisis del Estado nacional. (Aguilera y López, 2011: 12)

Considerando lo anterior, se puede comprender que desde hace siglos la co-
rrupción es un conflicto para el Estado, y es por ello que durante años se han 
instrumentado esfuerzos para visualizar, resolver y erradicar dicho problema, 
a partir de la Revolución Francesa una de las épocas más importantes para la 
humanidad, pues, en palabras de Habermas: “No hay prácticamente ningún 
otro acontecimiento histórico que pueda compararse”. (Habermas, 1989)

Es importante considerar que, como lo comparten Aguilera y López, la corrup-
ción no es una situación de conflicto exclusiva del Estado Mexicano, sino una 
crisis sistémica en general del Estado moderno. Hay que recordar también 
que, como lo establecían los representantes del pueblo francés, menospre-
ciar los derechos del hombre es causa de la corrupción de los gobiernos.

Luego entonces, es importante establecer que un logro en la tarea de com-
bate a la corrupción es un éxito para el fortalecimiento del Estado de Derecho, 
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debido a que la lucha contra la corrupción significaría también la búsqueda 
del respeto de los derechos humanos, pues como expone José Burneo:

La vigencia de los derechos humanos requiere el funcionamiento 
pleno de la democracia, del desarrollo económico integral y soste-
nible, del imperio de la justicia y de una ética pública respetuosa 
de la dignidad e igualdad de los seres humanos y de los pueblos. El 
corolario es, entonces, que la prevención y la lucha contra la corrup-
ción crearán condiciones favorables y facilitarán la realización de los 
derechos humanos. (Burneo, 2009:12)

Es por ello que el Sistema Nacional Anticorrupción, sus homólogos locales, así 
como cada organismo, parten de los mismos, son un eslabón importante en 
el fortalecimiento de México como un Estado constitucional democrático. La 
pregunta obligada sería entonces, ¿cómo lograrlo?

Concepto de corrupción

A fin de lograr un desarrollo certero de este tema, es pertinente plantear un 
concepto del cual partir. En el caso del término “corrupción”, encontramos 
algunas particularidades, y es que si bien, a nivel internacional existen la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUCC), y la 
Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC), ninguna ha desarro-
llado el concepto como tal, pero sí identifican una serie de actos que pudieran 
clasificarse como hechos constitutivos de dicha acción.

A nivel nacional, la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, adolece 
de la misma situación, al igual que la Ley del Sistema Anticorrupción del 
Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual tiene el mismo inconveniente.

No obstante, al no encontrar un instrumento jurídico aplicable al cual recu-
rrir para citar la definición de corrupción, optamos por la que acuña de la 
asociación Transparencia Internacional que, en su glosario Anticorrupción, la 
define como un “Abuso del poder para beneficio propio. Puede clasificarse 
en corrupción a gran escala, menor y política, según la cantidad de fondos 
perdidos y el sector en el que se produzca”. (TI)
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Esta definición puede considerarse como la más usada, retomada incluso por 
la Secretaría de la Función Pública de la administración federal actual.1

Sin embargo, pese a que en los anteriores instrumentos jurídicos compartidos 
no encontramos la palabra corrupción ampliamente conceptualizada, ello no 
es impedimento para ocuparse de mitigar, atacar y socavar este problema ya 
que sus efectos se padecen y son palpables, es decir, es un hecho real y, lo 
que sí se tiene claro en los cuerpos normativos anteriores es, quiénes pueden 
ser los participantes, qué hechos la constituyen y cuáles son las muchas y 
variadas consecuencias que se derivan y afectan a todos.

Consecuencias de la corrupción

En la resolución 1/18 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), este organismo internacional considera que la corrupción: “Es un 
complejo fenómeno que afecta a los derechos humanos en su integralidad 
–civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales-, así como 
al derecho al desarrollo; debilita la gobernabilidad y las instituciones demo-
cráticas, fomenta la impunidad, socava al Estado de Derecho y exacerba la 
desigualdad”. (CIDH, 2018)

A decir de la resolución de la CIDH, la corrupción afecta los derechos hu-
manos en su integralidad, además de socavar el Estado de Derecho, una idea 
no muy distante, pero sí más clara, de lo que la Asamblea Nacional de Francia 
redactaba en 1789.

En el caso de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, los 
llamados DESCA, según Anne Peters, son los más afectados.2 Los funcionarios 
deberían preguntarse, ¿qué hacer para ir debilitando este problema que 
afecta en tal dimensión al Estado? Al respecto, la misma Dra. Anne Peters3 

expresa que:

1  Véase más en: https://www.gob.mx/sfp/documentos/definicion-de-corrupcion
2  Veáse más en: https://www.baselgovernance.org/sites/collective.localhost/files/publications/
corruption_and_human_rights_spanish.pdf
3  Directora del Instituto Max Panck de Derecho Público Comparado y Derecho Internacional en 
Heidelberg, Alemania. Es profesora en las universidades de Heidelberg, Freie Universität, en Berlín y Basilea, 
Suiza; y vicepresidenta de la junta del Instituto de Gobernanza de Basilea.
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…las obligaciones de proteger los derechos humanos parecen ser todavía más 
relevantes que las obligaciones de cumplir. En principio, tales obligaciones 
están dirigidas a las tres ramas de gobierno. Obligan al poder legislativo a 
promulgar leyes efectivas; al poder ejecutivo, a asumir medidas administra-
tivas efectivas; y al poder judicial, a comprometerse con procesos legales 
efectivos. (Peters, 2015: 15)

Es decir, sin dejar de reconocer que existen obligaciones para el Estado existen 
obligaciones más allá de proteger,  la atención a este problema es imperante 
en este momento. Partimos de ahí para dar una primera atención y respuesta 
para combatir la corrupción.

Impunidad y corrupción

La palabra impunidad la encontramos comúnmente relacionada con el 
vocablo corrupción, y es que pudiéramos considerar que aquélla motiva el 
crecimiento de ésta. Para la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas (CDHNU), la impunidad es:

La inexistencia de hecho o derecho, de responsabilidad penal por 
parte de los autores de violaciones, así como de responsabilidad civil, 
administrativa o disciplinaria, porque escapan a toda investigación 
con miras de su inculpación, detención, procesamiento y, en caso de 
ser reconocidos culpables, condena a penas apropiadas, incluso a la 
indemnización del daño causado a sus víctimas. (UDLAP, 2018:25)

Lo que debería considerarse respecto a esto, según el Índice Global de 
Impunidad (IGI) 2017, elaborado por la Universidad de las Américas de 
Puebla, es que México se encuentra en el lugar 4 de 69 países evaluados, en 
donde entre más cerca del primer lugar, el país refleja más altos niveles de 
impunidad.4

La importancia que debemos darle a la impunidad en el combate a la corrup-
ción es la que establece la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), en su resolución 1/17 denominada Derechos Humanos y Lucha 
contra la Impunidad y la Corrupción, en la que dicta que “La lucha contra 

4  Véase más en: http://www.udlap.mx/cesij/files/IGI-2017_esp.pdf
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la corrupción guarda una relación inequívoca con el ejercicio y disfrute de los 
derechos humanos. La impunidad impulsa y perpetúa los actos de corrupción”. 
(CIDH, 2017)

No obstante, para el caso de México en específico se encuentra el Informe 
de la Situación de derechos humanos en México que elabora la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos derivado de su visita in loco del 2015, 
de la cual respecto al tema dicta

…niveles de impunidad, que históricamente se han mantenido altos 
en México, perpetúan la violencia ya que los actores que la cometen 
no sufren las consecuencias de sus actos… Además, la impunidad y 
la corrupción menoscaban la confianza de la ciudadanía en las auto-
ridades, lo cual también genera impunidad que exacerba el clima de 
violencia… (CIDH, 2015)

En lo anterior destaca la relevancia del trabajo contra la corrupción, pues 
resulta alarmante el efecto que produce la fórmula de la impunidad más 
corrupción, cuyo efecto es disminuir la confianza en las autoridades, lo que 
deriva en más impunidad, situación que a su vez, al no encontrar castigo, 
desemboca en más corrupción, creándose un complicado círculo vicioso. 
Debido a ello, para que la lucha contra la corrupción pueda llegar a ser 
efectiva, uno de los temas punteros debería ser el ataque a la impunidad.

Transparencia y corrupción

Otro de los puntos importantes a considerar es el estudio de la relación que 
existe entre la transparencia y la corrupción, ya que se estima que entre 
mayor transparencia, menor será la incidencia de corrupción.

La importancia de lo anterior es tal, que en la misma Convención de las 
Naciones Unidas contra la corrupción,  la transparencia es abordada desde el 
prefacio y en los artículos 5, 7, 9, 10, 12 y 13.

En los mencionados artículos, se hace alusión a la transparencia en el Capítulo 
II Medidas preventivas tanto en el sector público como en el privado, así 
como en la búsqueda de la participación ciudadana.



 |  61

Innovación Institucional frente a la corrupción  |  Perspectivas y retos del Sistema Anticorrupción

Lo anterior, pone en relieve la importancia que para la comunidad interna-
cional tiene la transparencia en el combate contra la corrupción, por lo menos 
desde el citado instrumento internacional, el cual está suscrito y ratificado 
por el Estado Mexicano.

Además no es ninguna coincidencia que la asociación más reconocida en la 
lucha contra la corrupción se llame, Transparencia Internacional.

Libertad de expresión y corrupción

En el combate a la corrupción es de gran importancia también que se salva-
guarde el derecho a la libertad de expresión, especialmente en el momento 
en el que se conozca de un posible acto de corrupción, para que se pueda 
denunciar o dar inicio a una investigación, sin que eso signifique poner en 
riesgo la vida o la integridad.

Lo anterior se encuentra sustentado en lo que la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos expone, en su Resolución 1/18, denominada Corrupción 
y Derechos Humanos, en la que expresa que “…es fundamental crear un 
ambiente libre de amenazas para el ejercicio de la libertad de expresión de 
quienes investigan, informan y denuncian actos de corrupción y que la segu-
ridad de las personas que se involucran en denuncias contra la corrupción”. 
(CIDH, 2018)

Para poder combatir acertadamente la corrupción, hay que asegurar la 
libertad de expresión tanto para quienes hacen del conocimiento de las 
autoridades un posible hecho de corrupción, así como también para quienes 
lo investigan.

Este punto, expuesto a los Estados miembros como propuesta contra la co-
rrupción, es considerado en la misma resolución como un eje fundamental 
contra la corrupción.5

Corrupción en México

Transparencia Internacional es una asociación que se describe como un mo-
vimiento global que comparte una visión: un mundo donde el gobierno, las 

5  Transparencia, acceso a la información y libertad de expresión, nombre del eje propuesto por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su resolución 1/18 en la cual se desarrolla.
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empresas, la sociedad civil y la vida cotidiana de las personas se desarrollen 
sin corrupción. Cada año elabora un reporte que ha nombrado como Índice 
de Percepción de Corrupción. En él clasifica 180 países y territorios, según 
los niveles percibidos de corrupción en el sector público según expertos y 
empresarios, usando una escala de 0 a 100, donde 0 es altamente corrupto 
y 100 es muy limpio.6

En el Índice de Percepción de Corrupción de 2017, México obtuvo como cali-
ficación 29/100, quedando en el lugar 135 de los 180 países clasificados,7 por 
debajo de países como Sierra Leona, Nepal, Irán, Egipto, El Salvador, Cuba, 
Colombia y demás,8 calificación que debiera alarmarnos.

Aunado a lo anterior, la referida asociación presenta en el documento “Las 
personas y la Corrupción: América Latina y el Caribe”, el cual se efectúa 
con información recolectada entre mayo y diciembre del 2016, datos que 
explican nuestro mal resultado en el Índice anteriormente señalado. Pues 
en dicho análisis México resulta ser en América Latina, el país que expone 
notoriamente los más graves índices de corrupción en la prestación de servi-
cios públicos. De igual manera, se establece que México es uno de los países 
en los que menos de la mitad de los ciudadanos sostienen que denunciar la 
corrupción es socialmente aceptable. Además, en las conclusiones se com-
parte que en función de las respuestas dadas por los ciudadanos, México, 
República Dominicana, Perú, Colombia y Venezuela tienen el peor resultado, 
debido a que reciben calificaciones negativas en cuatro de los cinco indica-
dores evaluados. A la letra el documento establece que:

En estos países, los índices de soborno son elevados, se percibe 
un alto grado de corrupción policial y los ciudadanos tienen una 
perspectiva negativa tanto de los esfuerzos gubernamentales contra 
la corrupción como de la merma en el nivel de corrupción durante 
los 12 meses anteriores. Esto sugiere riesgos de corrupción, reales 
y apremiantes en estos países, y exigirá que todos los niveles del 
gobierno y la sociedad civil actúen en forma conjunta. (TI, 2017)

6  Véase más en: https://www.transparency.org/news/feature/corruption_perceptions_index_2017
7  Véase más en: https://www.transparency.org/country/MEX
8  Véase más en: https://www.transparency.org/news/feature/corruption_perceptions_index_2017
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Estos datos ofrecen un panorama, sobre el peso que representa el problema 
de la corrupción en México. Al respecto ¿qué hace el Estado Mexicano ante 
tan altos niveles de percepción de corrupción, teniendo presente sus conse-
cuencias, así como los temas relacionados con él mismo?

Sistema Nacional Anticorrupción

Como es bien sabido, el 27 de mayo de 2015 se realizaron reformas, adiciones 
y derogaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM), en materia de combate a la corrupción. Entre ellas, se destaca la 
efectuada al artículo 133 de la CPEUM, en el cual se establece el Sistema 
Nacional Anticorrupción (SNA) como instancia coordinadora entre autori-
dades de todos los órdenes de gobierno competentes, con cuatro ejes de 
lucha contra la corrupción: El primero, un combate desde la prevención; el 
segundo, desde la detección; el tercero, desde la sanción de responsabili-
dades administrativas y hechos de corrupción; y el cuarto eje mencionado es 
el combate desde la fiscalización y control de recursos públicos.

En el referido artículo 113 se mencionan también las bases mínimas para que 
el Sistema Nacional Anticorrupción funcione. De esta forma, en su fracción I 
se establecen las instituciones que formarán al Comité Coordinador del SNA, 
plasmando a la letra lo siguiente:

El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado 
por los titulares de la Auditoría Superior de la Federación; de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la secretaría del 
Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el presidente 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; el presidente del 
organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución; 
así como por un representante del Consejo de la Judicatura Federal 
y otro del Comité de Participación Ciudadana; (CPEUM, artículo 113, 
base I, 2015)

Es importante resaltar que esta fracción contempla siete organismos que 
formarán parte del sistema creado para el combate a la corrupción. El hecho 
de que sea multidisciplinario, hace constar que se tiene presente el hecho 
de que, como se mencionó con anterioridad la corrupción es un problema 
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que corroe, cuyas consecuencias son múltiples y afectan una diversidad de 
derechos.

Por ello, es importante reconocer que el Comité de Participación Ciudadana 
es un organismo de gran relevancia por ser un ente conformado por ciu-
dadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la 
rendición de cuentas o el combate a la corrupción, marcando de esta manera, 
la pauta para este ambicioso sistema, en virtud de sus importantes respon-
sabilidades en el ritmo y exigencia del trabajo que se requiere para su buen 
funcionamiento.

En el decreto que hace posible la creación del conocido SNA, en su segundo 
transitorio, se otorgó al Congreso de la Unión el plazo de un año para aprobar 
las leyes generales necesarias para su establecimiento. En cumplimiento de 
lo anterior, se publica la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, la 
cual a su vez, de igual manera en su segundo transitorio, establece un año 
para que el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades fede-
rativas se armonicen normativamente con ésta, dando inicio las entidades 
federativas, a las labores en la materia.

En el caso del Estado de Coahuila de Zaragoza hace efectivas las reformas cons-
titucionales, publicando el 14 de julio del 2017 reformas a su Constitución en 
materia de combate a la corrupción, creando el Sistema Anticorrupción del 
Estado. En esta entidad federativa se publica la Ley del Sistema Anticorrupción 
del Estado de Coahuila de Zaragoza que, en cumplimiento de las bases mí-
nimas establecidas en el artículo 113 de la CPEUM, dicta como integrantes 
de su Comité Coordinador en su artículo 10, al Presidente del Consejo de 
Participación Ciudadana, quien lo presidirá; al titular de la Auditoría Superior 
del Estado, al titular de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de 
Corrupción del Estado, al titular de la Secretaría de Fiscalización y Rendición 
de Cuentas, al Presidente del Consejo de la Judicatura, al Presidente del 
Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, y al Presidente 
del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza. Y así como 
Coahuila, las demás entidades federativas se dedicaron a hacer lo propio.9

9  Véase más en: http://sna.org.mx/SistemasLocales.html
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Lo anterior, refleja el esfuerzo que certifica cómo con el Sistema Nacional 
Anticorrupción el Estado Mexicano busca dar una respuesta a una multipli-
cidad de efectos que tiene la corrupción, y responde a las primeras obliga-
ciones de proteger, que promueve la Dra. Anne Peters.

El mismo SNA y sus homólogos en cada entidad federativa, incluyen al or-
ganismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución Federal, 
con el objeto de que desde su experiencia, su participación en este Sistema 
Anticorrupción tenga incidencia sobre todo en la disuasión y prevención de 
la corrupción, como lo maneja la mencionada Convención de las Naciones 
Unidas Contra la Corrupción.

Atendiendo a los ejes expresados en el artículo 113 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, las demás instituciones de prevención, 
detección, sanción de los hechos de corrupción, así como la fiscalización 
y control de recursos públicos recaen en demás organismos parte, con las 
facultades y obligaciones que se les confiere.

Igualmente es importante resaltar, que este SNA es una respuesta a lo que 
demanda la Organización de las Naciones Unidas a los Estados Parte, me-
diante los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en específico con el objetivo 
16.5, denominado Reducir sustancialmente la corrupción y el soborno en 
todas sus formas.10

Es indudable que el Estado Mexicano ha trabajado en hacer lo posible por dar 
inicio a un Sistema Anticorrupción ambicioso. Debido a eso, se han levantado 
muchas expectativas al respecto; es por ello que cada institución parte del 
Sistema Nacional Anticorrupción, así como sus homólogos locales, están obli-
gados a mostrar un nivel de compromiso de igual o mayor tamaño del reto; y 
es que desde el inicio, como se ha demostrado, ya es un desafío.

Consideraciones finales

La labor que tienen los organismos encargados de la lucha contra la corrup-
ción en el Estado Mexicano no es menor; es, en palabras de Kofi A. Annan, 

10   Véase más en: http://www.mx.undp.org/content/mexico/es/home/post-2015/sdg-overview/goal-16.html
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exsecretario General de las Naciones Unidas, una tarea para eliminar uno de 
los principales obstáculos para el desarrollo.

La corrupción en México es entonces, como en muchos Estados modernos, 
un obstáculo que corroe y que se ha padecido desde épocas remotas, un pro-
blema para el cual el Estado Mexicano ha lanzado un proyecto notable con el 
que pretende combatir, mediante un trabajo multidisciplinario, las diferentes 
aristas en las que permea este conflicto ante el que nos encontramos. En el 
mismo, se han reunido instituciones que podrán encargarse de la fiscalización 
y control de recursos públicos, así como detectar y sancionar la corrupción, 
además de agrupar al organismo garante encargado de procurar la transpa-
rencia de información.

Este problema se ha visto impulsado por la impunidad, misma que ha tenido 
un crecimiento paralelo y dificulta aún más esta labor. Este debería de ser 
uno de los temas a tratar con mayor insistencia y fuerza, para no vernos 
enganchados en el círculo vicioso que producen en conjunto la corrupción 
y la impunidad. Una de las propuestas que se tiene al respecto, es el forta-
lecimiento de los sistemas de justicia, en razón de que, según la Universidad 
de las Américas de Puebla, nuestro país tiene cuatro veces menos jueces y 
magistrados que el resto del mundo, por lo que existe un déficit tanto en 
los estados, como en el ámbito federal.11 He aquí un área de oportunidad 
para estudiar y hacer propuestas en la búsqueda de medidas para combatir 
la impunidad.

Asimismo, no hay que dejar de lado la importancia de la prevención ni las 
propuestas de educación para que la población conzoca lo que ocasionan 
los actos corruptos, ya que es mucho más barato concientizar que poner a 
trabajar la maquinaria gubernamental en la detección y sanción, por decir 
lo menos, y menos difícil que padecer todos los efectos que dicho problema 
conlleva. Se debe tener presente que solo la suma de voluntades de la so-
ciedad y del gobierno podrá mitigar la corrupción, impulsar el desarrollo del 
país, mejorar la calidad de vida de los mexicanos y, consecuentemente, lograr 
fortalecer al Estado Mexicano como un Estado de Derecho.

11  Véase más en: http://www.udlap.mx/igimex/assets/files/2018/igimex2018_ESP.pdf
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El sistema anticorrupción del 
estado de Querétaro y su 
Fiscalía Especializada en el 
Combate a la Corrupción

 � Benjamín Vargas Salazar

A partir de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en mayo de 2015, para crear e implementar el Sistema 

Nacional Anticorrupción y su correlativo en cada entidad federativa han 
existido diversas complicaciones.

Para nadie es desconocido a nivel federal –hasta el momento en que se escribe 
este artículo-  aún no se cuenta con el Fiscal Especializado en el Combate a la 
Corrupción; diversos estados de la República aun no tienen implementado su 
sistema anticorrupción. Las causas de estas condiciones pueden ser de orden 
multifactorial, desde polarizaciones de carácter político hasta situaciones 
coyunturales, como cambios en las diversas administraciones.
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Lo que es un hecho es que el pasado 19 de julio, feneció el plazo para que 
todas las autoridades implementaran su sistema anticorrupción. Es innegable 
que solo pocas entidades cumplieron con tal encomienda.

Dicho lo anterior, en el presente artículo, se comparte la experiencia del 
estado de  Querétaro, el primero en el país en implementar su sistema anti-
corrupción, incluso 22 días antes de que se cumpliera el plazo que marcaba la 
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción.

A lo largo de este trabajo, se documenta la construcción del andamiaje 
jurídico que permite dar solidez al sistema local anticorrupción del Estado 
de Querétaro, así como la conformación de los órganos que lo integran, ha-
ciendo una puntualización en todo lo relativo a la Fiscalía Especializada en el 
Combate a la Corrupción y su ámbito de competencia, lo cual es importante 
porque de esa manera vamos a esclarecer también el ámbito de competencia 
de cada uno de los órganos que integran el Sistema Anticorrupción y el 
Comité Coordinador de éste.

Después de haber hecho algunas reflexiones, formularé algunas conclusiones 
sobre el combate a la corrupción,  en específico sobre el papel y naturaleza de 
la Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción.

El sistema Anticorrupción

Antes de entrar en materia, es bueno presentar, brevemente, un contexto de 
cómo la corrupción ha sido un lastre que aqueja a nuestra sociedad desde 
ya varias décadas, y la falta de acciones contundentes, ya no digamos para 
erradicar, sino para mitigar las conductas y efectos de la corrupción.

¿Qué debemos entender por corrupción? Es la práctica que consiste en hacer 
abuso de poder, de funciones o de medios para sacar un provecho económico 
o de otra índole.

Al hacer una revisión de la diversa legislación penal, se puede advertir que 
nuestro país aún se encuentra en la etapa de clasificar actos de corrupción 
entre los particulares; hasta este momento, los tipos penales, todavía re-
quieren la participación de un servidor público, es decir, que el tema de la 
corrupción siempre está ligado a funciones y recursos  de carácter público.
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Por eso es muy importante lo que se pretende con el sistema anticorrupción, 
que ya no solamente se investigue y se sancione a los servidores públicos, sino 
que el brazo de la justicia se extienda para sancionar a aquellos particulares 
involucrados en casos de corrupción. Sin duda, este es el primer paso para 
que en el futuro cualquier acto de corrupción sea sancionado, se encuentre 
involucrado o no un servidor público o los recursos del erario.

Durante muchos años, desde las contralorías, los órganos fiscalizadores e 
incluso los organismos protectores de derechos humanos se han realizado 
esfuerzos para combatir la corrupción. Entonces, ¿por qué a pesar de esto, 
la corrupción no se contiene? ¿Qué diferencia existe entre los esfuerzos ya 
mencionados y la implementación del Sistema Anticorrupción?

La diferencia entre el Sistema Anticorrupción y otros esfuerzos es que ahora se 
inserta la participación ciudadana desde la ley; es decir, dentro de los órganos 
de mayor relevancia en el sistema se encuentra el Comité de Participación 
Ciudadana, una parte fundamental porque no sólo es una representación 
ciudadana, sino que además el presidente de ese Comité también es el 
presidente del Comité Coordinador de todo el Sistema, el órgano de mayor 
importancia en donde convergen todas las instituciones que interactúan en 
el sistema. Esto es de gran trascendencia por su carácter inédito ya que por 
primera vez son los ciudadanos quienes coordinan y dirigen los trabajos y las 
políticas en materia de combate a la corrupción.

Me parece que ese ha sido el gran logro de llegar a conformar un sistema an-
ticorrupción, el trabajo conjunto de seis instancias oficiales y una ciudadana, 
y que sea ésta quien coordine los trabajos.

El reto de coordinarse

La estructura jurídica y organizacional está dada; ahora, uno de los grandes 
retos que tendrá el sistema es lograr la perfecta articulación y coordinación 
entre todos sus integrantes, específicamente de aquellos que conforman el 
Comité Coordinador, porque a final de cuentas, el Sistema Anticorrupción 
no es otra cosa que un mecanismo de Coordinación entre las autoridades 
de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección 
y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así 
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como la fiscalización y control de recursos públicos. (Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos)

Una verdadera coordinación no se lleva a cabo únicamente en el papel, es 
decir, no solamente porque lo dice la ley, sino que ésta debe ser una convic-
ción en la voluntad de las personas que se encuentran a cargo de las institu-
ciones. Por lo tanto, considero que el mayor reto del sistema anticorrupción 
se encuentra en esa articulación y coordinación de instituciones. Hago un 
pequeño paréntesis para señalar que es básico el intercambio de información 
para que las investigaciones resulten eficaces.

La importancia de un marco legal adecuado

La sociedad debe conocer qué es, en qué consiste la corrupción y sus efectos 
negativos, pues es importante no solamente señalarla, sino profundizar en 
sus causas y consecuencias.

Por otro lado, es importante mencionar que no siempre se puede tener 
certeza de cuántos y cuáles son los actos que pueden ser constitutivos de 
corrupción. Según el Instituto Mexicano para la Competitividad A. C. (IMCO), 
existe un problema para identificar un comportamiento como un acto de 
corrupción, porque muchas veces las conductas no están bien definidas o 
tipificadas en la ley. De ahí la importancia de un marco jurídico adecuado que 
establezca con claridad cuáles con los actos de corrupción y su respectiva 
consecuencia. (IMCO, 2015).

Contar con un marco legal adecuado se traduce en certeza no sólo para el 
ciudadano, sino también para quienes ejercen una función pública. Además, 
el tener herramientas legales permite también contar con buenos resultados 
en las investigaciones que se tramiten, de cualquier naturaleza.

En el caso del estado de Querétaro, de manera muy intensa se trabajó en 
el aspecto legislativo, para tener en tiempo y forma todas las disposiciones 
secundarias que la norma constitucional ordenaba y que se acotan en la Ley 
General del Sistema Nacional Anticorrupción.

En este sentido, en Querétaro, se ha entrado en una dinámica muy positiva al 
momento de construir el marco jurídico, que dé sustento para una actuación 
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contundente en el combate a la corrupción. A continuación procedo a men-
cionar la legislación que en el Estado de Querétaro, la LVIII Legislatura emitió 
para que opere el Sistema Estatal Anticorrupción.

El 21 de diciembre de 2016, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno 
del Estado de Querétaro “La Sombra de Arteaga”, la reforma a la Constitución 
Política del Estado de Querétaro, en la que se cimentaron las bases de una 
sólida estructura normativa del sistema estatal anticorrupción en Querétaro. 
Destaco los aspectos más relevantes:

•	 La facultad de la Legislatura de elegir a los Magistrados del Tribunal de 
Justicia Administrativa.

•	 La Legislatura del Estado de Querétaro designa a los titulares de los 
órganos internos de control.

•	 La Fiscalía General de Estado contará, entre otros órganos, con la 
Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción.

•	 La Legislatura del Estado se encargará de la designación del Fiscal 
Especializado en el Combate a la Corrupción, así como de su remoción.

•	 El Titular de la Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción 
durará en su encargo nueve años.

•	 El Titular de la Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción 
presentará un informe anual ante la Legislatura del Estado.

•	 Se dota de mayores facultades a la Entidad Superior de Fiscalización.
•	 Se crea el Tribunal de Justicia Administrativa, dotado de plena 

autonomía.
Posteriormente a esta reforma constitucional, el 18 de abril de 2017, en 
el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro “La Sombra de 
Arteaga”, se publicó el siguiente  paquete de reformas:

•	 Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas del Estado de 
Querétaro.

•	 Ley del Sistema Estatal Anticorrupción del Estado de Querétaro.
•	 Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Querétaro.
•	 Ley que reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial del Estado de Querétaro.
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•	 Ley que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro en materia de combate a 
la corrupción.

•	 Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 
Querétaro.

•	 Ley que reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la Ley para el 
Manejo de los Recursos Públicos del Estado de Querétaro.

•	 Ley que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica 
de la Fiscalía General del Estado de Querétaro.

•	 Ley que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica municipal del Estado de Querétaro, en materia de combate 
a la corrupción.

•	 Ley que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de 
Seguridad para el Estado de Querétaro y la Ley de la Secretaría de 
Seguridad Ciudadana del Estado de Querétaro.

Todo este andamiaje jurídico permitirá realizar  de una mejor manera los es-
fuerzos de prevención, investigación y sanción de los hechos de corrupción.

La Fiscalía Especializada en el Combate a la 
Corrupción del Estado de Querétaro

El Ministerio Público conduce las investigaciones, coordinando las Policías 
y los servicios periciales durante la investigación, es decir, la figura del 
Ministerio Público es quien constitucionalmente tiene la encomienda de 
investigar y perseguir el delito. (Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos)

La Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción tiene un papel rele-
vante en el Sistema Anticorrupción, cuya naturaleza jurídica es peculiar, si se 
le puede llamar así, toda vez que tiene autonomía técnica y operativa para la 
investigación y persecución de los delitos que contemplen las disposiciones 
aplicables en materia de anticorrupción.

Es importante destacar que si bien la Fiscalía Especializada en el Combate a 
la Corrupción estará adscrita a la Fiscalía General del Estado de Querétaro, 
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cierto también resulta que su autonomía está garantizada, principalmente, 
por algunos aspectos que a continuación señalo:

•	 El titular de la Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción, no 
es nombrado por el Fiscal General del Estado de Querétaro, sino por la 
Legislatura, a través de un proceso abierto.

•	 El Fiscal Especializado en el Combate a la Corrupción deberá rendir 
un informe anual ante la Legislatura, generándose mecanismos de 
transparencia y rendición de cuentas.

•	 Otro aspecto sobresaliente de las facultades del titular de la Fiscalía 
Especializada en el Combate a la Corrupción es el hecho de poder 
designar al personal ministerial, pericial y policial,  y cualquier otro que 
se encuentre adscrito a la Fiscalía Anticorrupción, la facultad que está 
prevista para el Fiscal General.

•	 El proceso que la LVIII Legislatura del Estado propuso para designar al 
Fiscal Especializado en el Combate a la Corrupción fue abierto, trans-
parente e incluyente, porque cualquier persona que reuniera los re-
quisitos constitucionales previstos en la convocatoria pudo participar; 
pero además, todos los perfiles de las personas que se inscribieron 
fueron evaluados y analizados por la Junta de Coordinación Política, 
instancia en donde se encuentran reunidas todas las fuerzas políticas 
del Congreso Estatal.

El objetivo de comentar estas circunstancias es compartir con los lectores del 
presente, cómo se eligió al titular de la Fiscalía Especializada en el Combate a 
la Corrupción del Estado de Querétaro, y que en su caso, pueda servir como 
guía para aquellos estados que aún no nombran a su Fiscal Anticorrupción.

Un aspecto fundamental para contar con una Fiscalía Anticorrupción fuerte 
es que tenga autonomía en su actuación. Cito al Juez Baltazar Garzón, en 
una entrevista que se le realizó en febrero de 2015, justo a unos meses de la 
reforma constitucional que crea el sistema anticorrupción.

Una agencia anticorrupción sin independencia absoluta del Poder 
Ejecutivo y acceso a toda la información levantará siempre dudas. 
Tendría que avanzarse en la creación de una agencia independiente 
contra la corrupción, con un periodo de tiempo absolutamente in-
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dependiente y el acceso a cualquier información y habilidades que 
podrían derivar después en acciones por parte de los procuradores 
de justicia.

En este orden de ideas, en el Estado de Querétaro, desde el 30 de mayo 
del año 2016, se cuenta con una Fiscalía General totalmente autónoma. 
Este aspecto también ha permitido generar confianza ciudadana porque, 
como se ha expresado en líneas superiores, la designación y remoción del 
Fiscal Especializado en el Combate a la Corrupción no depende del Fiscal 
General, sino de la Legislatura del Estado; el proceso de designación del 
Fiscal Anticorrupción no es a propuesta de ningún titular, sino a través de 
un proceso abierto a la ciudadanía; la designación del personal de la Fiscalía 
Anticorrupción depende únicamente de su titular y, por último, la rendición 
de cuentas se hace ante la Legislatura del Estado.

Aspectos esenciales para 
el fortalecimiento institucional

Como primer punto, Querétaro cuenta ya con un marco de actuación, si-
guiendo los parámetros y lineamientos de la Ley General del Sistema Nacional 
Anticorrupción. Sin embargo, el marco legal del sistema estatal anticorrup-
ción requiere ser fortalecido conforme transcurre el tiempo; la practicidad 
obligará a ajustar, o bien, modificar otras tantas disposiciones normativas.

Un segundo punto para el fortalecimiento de la institución es que el marco 
legal permita la interacción y coordinación institucional. En el caso particular 
del combate a la corrupción, es preciso contar con disposiciones articuladoras 
que permitan un vínculo e intercambio de información.

El tercer punto para fortalecer a la institución, por supuesto que se relaciona 
con el factor humano, para ello es importante en primer lugar tener al frente, 
por ejemplo, de la Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción, a 
alguien con el perfil adecuado que sepa los procedimientos y además co-
nozca a la institución del Ministerio Público. Pero todo el demás personal que 
integrará la Fiscalía Especializada, por supuesto, que también debe poseer 
determinadas características que lo hagan idóneo.
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En ese orden de ideas, se debe hacer una selección muy cuidadosa  del 
personal sustantivo, es decir, fiscales, peritos y policías de investigación del 
delito. De esta manera, se evitarán situaciones de discrecionalidad; por ello, 
es importante establecer un mecanismo de selección, que privilegie las capa-
cidades y aptitudes de las personas.

Para tener parámetros de selección de personal adecuados, en el caso de la 
Fiscalía Anticorrupción de Querétaro, si bien el titular de la misma cuenta con 
facultades para designación del personal, era importante que esa decisión no 
fuera solamente de carácter unilateral; por ello, se creó una comisión, inte-
grada por el titular de la Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción, 
la Vicefiscalía de Derechos Humanos y Desarrollo Institucional, la Directora 
del Servicio Profesional de Carrera, el Director de Acusación, el Director de la 
Defensoría Penal Pública, un Presidente de Colegio de Abogados en el Estado 
y un representante ciudadano.

El ejercicio colectivo permitió escoger los mejores perfiles, hecho lo cual, 
el siguiente paso fue aplicar evaluación en control de confianza, como lo 
establece la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. El cien 
por ciento del personal que integra la Fiscalía Especializada en el Combate a 
la Corrupción fue aprobado en su evaluación en materia de control de con-
fianza pero, además, el titular tiene aprobada su evaluación ante el Centro 
Investigación y Seguridad Nacional (CISEN).

El cuarto supuesto es lo relativo a los recursos materiales y financieros. Hoy 
no se puede concebir una institución que no tenga el mínimo indispensable 
para llevar a cabo su función de una manera adecuada. En este rubro es im-
portante tener una buena planeación para contar con los recursos necesarios 
y ejercerlos de una manera responsable y racional.

Todo lo anterior, sería inútil si la institución no ejerce de manera eficaz y 
eficiente la función para la cual fue creada, entraríamos nuevamente en un 
círculo vicioso en el que la desconfianza ciudadana seguiría prevaleciendo. 
Se espera que la creación de la Fiscalía Especializada en el Combate a la 
Corrupción cumpla con su función y coadyuve en el fortalecimiento de la 
percepción y confianza ciudadanas.
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CONCLUSIONES

La corrupción no es un hecho aislado que surge de manera espontánea está 
arriagada en nuestra sociedad y en casi todo acto cotidiano de nuestra vida.

La corrupción encuentra más fortaleza ante la presencia de instituciones 
débiles, porque si éstas no actúan, generan desconfianza y en ese sentido se 
constituye un círculo vicioso en donde por mucho que se cometan actos de 
responsabilidad administrativa o hechos de corrupción, no van a ser denun-
ciados imperando, por consecuencia, la impunidad.

Actualmente, en el Estado de Querétaro se cuenta con un marco jurídico que 
integra a todas las instituciones encargadas de prevenir, detectar y sancionar 
las conductas de responsabilidad administrativa, de hechos de corrupción, 
así como aquellas que fiscalizan y controlan los recursos públicos. Este marco 
legal no sólo integra, sino que además articula y coordina a todas esas instan-
cias, lo que permitirá, sin duda, tener avances importantes en el combate a 
la corrupción.

Asimismo, la autonomía de la Fiscalía Especializada en el Combate a la 
Corrupción en el Estado de Querétaro, está garantizada por tres aspectos 
fundamentales:

•	 El nombramiento y remoción de su titular corresponde a la Legislatura 
del Estado y no al Fiscal General.

•	 La obligación de rendir un informe anual precisamente ante la 
Legislatura, como un acto de transparencia y rendición de cuentas.

•	 Facultades para designar a su personal, incluso para emitir su propia 
normatividad de conformidad con su ámbito de competencia.

La Fiscalía Especializada en el Combate a la Corrupción, al formar parte del 
Comité Coordinador, sin duda alguna, contribuirá con información importante 
para generar políticas públicas que permitan prevenir, investigar y sancionar 
no sólo los hechos de corrupción, sino también las faltas administrativas.
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Consideraciones 
acerca de las sanciones 
administrativas y penales 
en el Sistema Estatal 
Anticorrupción

 � Andrés Cruz Ibarra

La reforma constitucional del 27 de mayo de 2015, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, instauró el Sistema Nacional Anticorrupción y 

sentó las bases para los Sistemas locales; análogamente, el impacto de la 
implementación del SNA trajo como resultado la creación de un Sistema 
Estatal Anticorrupción, en conformidad con el Decreto número 343 que 
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave, publicado en 
la Gaceta Oficial del Estado de Veracruz el 2 de octubre de 2017.
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A partir de lo ordenado en la Constitución Política del Estado de Veracruz, 
el Poder Judicial participa en el Sistema Estatal Anticorrupción, a través del 
Consejo de la Judicatura en su carácter de órgano encargado de conducir la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera del Poder Judicial, con excep-
ción de las atribuciones que corresponden al Tribunal Superior de Justicia.

En ese tenor, el Consejo de la Judicatura de manera conjunta con las 
autoridades que conforman el Comité Coordinador del Sistema Estatal 
Anticorrupción, habrá de colaborar en el establecimiento de mecanismos de 
coordinación entre el Estado, los municipios y la Federación; así como diseñar 
y promocionar las políticas integrales en materia de fiscalización, control de 
recursos públicos y la disuasión de faltas administrativas; de igual forma 
coadyuvará en la implementación y mejoramiento de los procedimientos de 
prevención, investigación y sanción de hechos de corrupción, lo anterior me-
diante un amplio campo de medidas y acciones orientadas al fortalecimiento 
y profesionalización de los órganos facultados para ello.

El Sistema Estatal Anticorrupción visto en un esquema interinstitucional, se 
compone de tres etapas: la primera preventiva, que consiste en garantizar 
el derecho a la transparencia e información pública, a través del Instituto 
Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, 
la información actualizada y ordenada es clave para detener las conductas 
ilegales. La segunda etapa es relativa al control, vigilancia, la transparencia 
y la rendición de cuentas de las dependencias y los Entes fiscalizables; los 
encargados de esta medición son la Contraloría General y el Órgano Superior 
de Fiscalización del Estado; y, por último, la etapa sancionadora, que a su vez 
se divide en dos: por una parte el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa 
impone sanciones a las servidoras y servidores públicos estatales o munici-
pales y a los particulares por la responsabilidad administrativa correspon-
diente; y, por otro lado, el Poder Judicial se encarga de sancionar la responsa-
bilidad penal de los servidores públicos, si se tipifica alguna de las conductas 
ilícitas del catálogo de delitos por hechos de corrupción establecido en el 
Código Penal para el Estado de Veracruz.
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Continuando con este mismo orden de ideas, el Poder Judicial es autoridad 
competente para sancionar a servidores(as) públicos(as) que hayan incurrido 
en hechos de corrupción, con independencia respecto a las sanciones ad-
ministrativas que correspondan, esto quiere decir, que una misma conducta 
puede ser juzgada paralelamente en un Juzgado de Proceso y Procedimiento 
Penal Oral, como en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; lo anterior 
no se opone al principio non bis in idem establecido por el numeral 23 de 
nuestra Carta Magna, que medularmente dice lo siguiente: “Nadie puede ser 
juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o 
se le condene. Queda prohibida la práctica de absolver de la instancia”. (sic) 
En ese sentido, se consideraría violatorio del mandato constitucional senten-
ciar en ambas vías un mismo hecho; sin embargo, la misma Constitución, en 
el artículo 109 que regula las responsabilidades de los servidores públicos 
frente al Estado, establece: “Los procedimientos para la aplicación de las 
sanciones mencionadas se desarrollarán autónomamente. No podrán impo-
nerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza” 
(sic). Por lo tanto, una servidora o servidor público puede ser sujeto de varias 
responsabilidades y sancionado en distintas vías, como lo ha sostenido la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente tesis:

Sistema Estatal 
Anticorrupción

Prevención Control
y Vigilancia Sanción

IVAI
CGE, ORFIS, 

Órganos Internos 
de Control

TEJAV, FECC, 
PJEV (CJE)

Transparencia

Fiscalización a 
Cuentas Públicas

Penal

Evaluación del 
control interno Administra�vaContabilidad 

Gubernamental

Control
de Integridad

Acceso a la 
Información Pública

Auditoría 
Gubernamental
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Responsabilidades de Servidores Públicos. Sus modalidades de acuerdo 
con el Título Cuarto Constitucional

a. De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 108 al 114 de la 
Constitución Federal, el sistema de responsabilidades de los servidores 
públicos se conforma por cuatro vertientes: La responsabilidad polí-
tica para ciertas categorías de servidores públicos de alto rango, por 
la comisión de actos u omisiones que redunden en perjuicio de los 
intereses públicos fundamentales o de su buen despacho;

b. La responsabilidad penal para los servidores públicos que incurran en 
delito;

c. La responsabilidad administrativa para los que falten a la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en la función pública, y

d. La responsabilidad civil para los servidores públicos que con su actua-
ción ilícita causen daños patrimoniales. Por lo demás, el sistema des-
cansa en un principio de autonomía, conforme al cual para cada tipo 
de responsabilidad se instituyen órganos, procedimientos, supuestos y 
sanciones propias, aunque algunas de éstas coincidan desde el punto 
de vista material, como ocurre tratándose de las sanciones econó-
micas aplicables tanto a la responsabilidad política, a la administrativa 
o penal, así como la inhabilitación prevista para las dos primeras, de 
modo que un servidor público puede ser sujeto de varias responsabili-
dades y, por lo mismo, susceptible de ser sancionado en diferentes vías 
y con distintas sanciones.

En consecuencia, el Honorable Congreso del Estado efectuó ampliaciones a 
las hipótesis punitivas en el Código Penal para el Estado de Veracruz, que 
describe los requisitos para la configuración de las conductas reprochables. 
Ahora bien, las adecuaciones no involucran solo a servidores públicos, sino 
también a los particulares que incentiven la corrupción, pues son estos los 
que propician que los servidores y servidoras hagan mal uso de su encargo.

Así las cosas, a partir de la reforma del 21 de diciembre de 2017 al Código 
punitivo local, la normatividad penal se encuentra debidamente armonizada 
con el Sistema Nacional Anticorrupción. Este fortalecimiento del esquema 
normativo estatal está encaminado a combatir las prácticas indebidas en el 
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ejercicio público, de manera más eficiente, dotando de instrumentos jurí-
dicos a las autoridades del gobierno local. En este contexto, a continuación se 
puntualizan las adiciones y modificaciones destacadas al catálogo de delitos 
por hechos de corrupción del Código Penal para el Estado de Veracruz:

Delito Descripción Ejemplo

Ejercicio 
indebido 
o aban-
dono del 
servicio 
público

Lo comete quien desempeñe o acepte 
desempeñarse como servidor público 
sin cumplir con los requisitos que 
exige la ley o continúe ejerciendo las 
funciones de su empleo habiendo 
dejado de tener ese carácter con-
forme a la ley.

También el que ejerza atribuciones 
que correspondan a un empleo, 
cargo o comisión del servicio público, 
distinto para el que fue designado, así 
mismo cuando por sí o por interpósita 
persona, cuando legalmente le sean 
requeridos, rinda informes en los que 
manifieste hechos o circunstancias 
falsas o niegue la verdad en todo o en 
parte sobre los mismos; y teniendo 
obligación por razones de su empleo, 
cargo o comisión, de custodiar, vigilar, 
proteger o dar seguridad a personas, 
lugares, instalaciones u objetos, 
incumpliendo su deber, en cualquier 
forma propicie daño a las personas, o 
a los lugares, instalaciones u objetos, 
o pérdida o sustracción de objetos 
que se encuentren bajo su cuidado.

Lo constituye un presidente municipal que 
ordena la detención de un particular, por 
realizar alguna conducta que el presidente 
municipal consideró ofensiva; actuar que 
no es posible justificar y, por ende, resulta 
violatorio de derechos humanos el mandar 
arrestar a un particular simple y llana-
mente; en concreto contraviene el principio 
de legalidad y en todo caso corresponde a 
la policía y a la autoridad investigadora de-
tener a dicho particular; en este sentido se 
ejercieron atribuciones que corresponden a 
otro ente del servicio público.

Abuso de 
autoridad

El que ilegalmente ordene o ejecute 
un acto o inicie un procedimiento, 
en beneficio propio o ajeno o en 
perjuicio de alguien y lo estipulado en 
el numeral 318 del Código Penal del 
Estado.

Las fuerzas de seguridad, incurren en el 
abuso de autoridad cuando se apoyan en la 
violencia y hacen un uso desmedido de sus 
atribuciones. Un ejemplo de este tipo de 
situación aparece cuando la policía detiene 
a alguien sin justificación y no permite que 
el afectado se exprese o se defienda.

Fuente: Código Penal para el Estado de Veracruz. Dictamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones al Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave. 19 de diciembre de 2017.
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Delito Descripción Ejemplo

Simula-
ción de 
reintegro 
de 
recursos

El servidor(a) público(a) que autorice 
o realice el reintegro de recursos 
públicos a las cuentas bancarias aper-
turadas para el depósito de recursos 
financieros de carácter federal, estatal 
o municipal que le sean asignados 
al ente público, con la finalidad de 
resarcir el patrimonio público o sol-
ventar las observaciones que hayan 
sido determinadas por la Auditoría 
Superior, el Órgano de Fiscalización 
Superior del Estado, la Contraloría o 
cualquier otra autoridad que lo hu-
biere ordenado, y posteriormente los 
asigne o desvíe nuevamente a un fin 
distinto al que originalmente estaban 
reservados.

Al realizar la primera entrega de Informes 
de la Cuenta Pública 2016, la ASF señaló 
observaciones por tres mil mdp en el gasto 
federalizado de un Estado, una dependencia 
del ejecutivo de ese Estado no ejerció o no 
ofreció documentación comprobatoria que 
constate el uso debido de ciertos recursos.

El encargado de la administración de ese 
ente público estatal, ordenó reintegrar a la 
federación dichos recursos y así solventar la 
observación. Sin embargo posterior a dicho 
acto, la cantidad que debía reintegrarse se 
destinó para pagar a diversos proveedores. 
Por lo anterior, se tiene como no solventada 
la observación y en consecuencia se actua-
liza este tipo penal.

Fuente: Código Penal para el Estado de Veracruz. Dictamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones al Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave. 19 de diciembre de 2017.
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Delito Descripción Ejemplo

Desapa-
rición 
forzada 
de 
personas

Comete el delito de desaparición 
forzada de persona el servidor pú-
blico que realice, ordene, autorice, 
consienta, tolere, apoye o conozca 
de la detención o privación de la 
libertad de una persona y además 
incurra en una o más de las siguientes 
hipótesis: I. Se niegue a reconocer 
dicha detención o privación de la 
libertad; II. Omita dolosamente o se 
niegue a rendir informe sobre dicha 
detención o privación de libertad; 
III. Oculte o mantenga dolosamente 
el ocultamiento de la víctima; IV. Se 
niegue a informar sobre cualquier 
dato que tenga sobre la detención, 
la privación de libertad o el paradero 
de la víctima; y V. Dolosamente pro-
porcione información falsa o rinda 
informes falsos sobre la detención, la 
privación de libertad o el paradero de 
la víctima.

Será igualmente considerado como 
sujeto activo del delito de desapari-
ción forzada de persona, el particular 
que: I. Con la autorización, apoyo, 
tolerancia, o aquiescencia de algún 
servidor público realice alguna de 
las conductas descritas en el artículo 
anterior; y II. Intervenga con cualquier 
grado de autoría o participación en la 
comisión de alguna de las hipótesis 
descritas en el artículo anterior. Al 
particular que cometa el delito de 
desaparición forzada de persona, 
se le impondrá una pena de diez a 
veinticinco años de prisión y multa de 
quinientos a dos mil días de salario.

Se equipara al delito de desaparición 
forzada de persona el omitir entregar 
a su familia o a la autoridad a una per-
sona, viva o muerta, que haya nacido 
durante la privación de libertad de 
una mujer víctima de desaparición 
forzada de persona y se sancionará 
conforme a lo dispuesto en los dos 
artículos anteriores.

El Estado mexicano ha respondido a la 
obligación de suscribir instrumentos para 
combatir este delito como la Convención 
Interamericana de Desaparición Forzada, y 
ahora la inclusión de diversas hipótesis en 
los Códigos Penales busca desincentivar la 
comisión de este delito.

Un ejemplo de este sería, cuando un 
estudiante de Universidad es detenido 
arbitrariamente por elementos del cuerpo 
de seguridad pública del Estado, y éstos no 
rinden informe sobre dicha detención. En 
días posteriores lo liberan y lo encuentra 
su familia, con su salud física y mental 
afectada.

Fuente: Código Penal para el Estado de Veracruz. Dictamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones al Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave. 19 de diciembre de 2017.
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Delito Descripción Ejemplo

Incum-
plimiento 
del deber 
legal

El servidor público que deje de cum-
plir con los deberes inherentes a su 
empleo, cargo o comisión en perjuicio 
de los derechos de un tercero o en 
beneficio propio o ajeno.

A los servidores públicos que retarden 
u obstaculicen la prevención, investi-
gación, sanción y reparación de los 
delitos contra la familia y violencia de 
género, mediando discriminación o 
que incurran en acciones u omisiones 
que tengan como consecuencia la 
perpetuación de las condiciones que 
faciliten la comisión de estos delitos, 
se les impondrán de cinco a quince 
años de prisión e inhabilitación para 
el ejercicio de empleos, cargos o co-
misiones hasta por el mismo tiempo.

Lo constituye un funcionario jurisdiccional 
que de manera dolosa detenga delibe-
radamente y sin fundamento alguno, las 
diligencias para la sustanciación de un 
procedimiento judicial, en perjuicio de los 
derechos del justiciable.

Coalición Los servidores públicos que se unan 
para tomar medidas contrarias a 
una ley, reglamento o disposición 
de carácter general, para impedir 
su ejecución o para hacer dimisión 
de sus puestos con el fin de impedir 
o suspender la función pública, en 
cualquiera de sus niveles de gobierno.

En el supuesto de que la ejecución del 
delito se efectúe por la unión de dos o más 
servidores, se configura sin considerar el 
puesto jerárquico entre ellos; es decir, para 
que el delito se configure deben converger 
los elementos que lo conforman (conducta 
típica, antijurídica y culpable); por ejemplo, 
uno de los sujetos activos ordena al otro 
que deje de efectuar la labor propia de 
su encargo y en su lugar realice una tarea 
contraria a la ley. Aquel sujeto que recibe 
esa instrucción conoce la ilegitimidad de 
esa orden y deberá abstenerse de cumplirlo 
en acatamiento de la ley, que es de mayor 
jerarquía que el acto de voluntad de quien 
manda.

Fuente: Código Penal para el Estado de Veracruz. Dictamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones al Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave. 19 de diciembre de 2017.
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Delito Descripción Ejemplo

Cohecho El servidor público que solicite o 
reciba ilícitamente para sí o para 
otro, dinero o cualquier beneficio, 
o acepte una promesa, para hacer 
o dejar de realizar un acto propio 
de sus funciones inherentes a su 
empleo, cargo o comisión; prometa o 
entregue cualquier beneficio a alguna 
de las personas que se mencionan en 
el presente artículo, para que haga 
u omita un acto relacionado con 
sus funciones, a su empleo, cargo o 
comisión.
Los Legisladores locales, en el ejer-
cicio de sus funciones o atribuciones, 
y en el marco del proceso de apro-
bación del presupuesto de egresos 
respectivo, gestione o solicite la 
asignación de recursos en favor de un 
ente público, exigiendo u obteniendo, 
para sí o para un tercero, una comi-
sión, dádiva o contraprestación, en 
dinero o en especie, distinta a la que 
le corresponde por el ejercicio de su 
encargo; o el otorgamiento de con-
tratos de obra pública o de servicios 
a favor de determinadas personas 
físicas o morales.

El cohecho, en la práctica llega a cono-
cerse “coloquialmente” como soborno; 
por ejemplo, una empresa de alimentos 
procesados, no cumple con los estándares 
de calidad y de sanidad para su operación 
establecidos por la Secretaria de Salud, 
por lo tanto no obtiene sus permisos para 
operar; el gerente de esta organización 
ofrece dinero al encargado de otorgar esos 
permisos, y aquel servidor público recibe 
esa dádiva a cambio.

Peculado El servidor o servidora que, en 
provecho propio o ajeno, utilice o dis-
ponga de dinero, valores o cualquier 
otro bien que hubiere recibido en 
administración, depósito o por otra 
causa en razón de su cargo.

El tesorero del ayuntamiento “X”, utilizó re-
cursos de la partida de “gastos personales”, 
para pagar un viaje de ocio, lo que significa 
que se destinó para fines ajenos al servicio.

Tráfico de 
influen-
cias

Servidor(a) que sin estar autorizado 
para ello y aprovechando el empleo, 
cargo o comisión que desempeñe, 
promueva o gestione la emisión o eje-
cución de un acto o resolución oficial 
en beneficio propio o de alguien más.

Un servidor público del Poder Judicial 
ofrece su intervención para favorecer en 
un dictamen o en la sentencia misma del 
proceso, a una parte, a cambio de otro favor 
o un pago económico.

Enrique-
cimiento 
ilícito

Cuando el servidor público no 
justifique que es legítimo el 
desproporcionado aumento de su 
patrimonio o de aquellos bienes 
de los cuales se conduzca como 
dueño, en los términos de la ley en 
materia de responsabilidades de 
los servidores públicos del Estado.

El subsecretario de Finanzas, tiene en su 
patrimonio diversos bienes inmuebles, 
entre ellos, departamentos, casas y 
locales de uso comercial; al tiempo que 
sus ingresos mensuales comprobables y 
declarados son notoriamente inferiores, 
lo que no guarda proporción entre lo 
ingresado y los bienes adquiridos.

Fuente: Código Penal para el Estado de Veracruz. Dictamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones al Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave. 19 de diciembre de 2017.
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Como hemos visto con anterioridad, el incumplimiento de los deberes en 
el servicio público pueden dar lugar a diferentes tipos de responsabilidad; 
en el orden administrativo, la responsabilidad recae sobre los servidores 
públicos cuando en el desempeño de sus cargos y funciones su conducta con-
travenga alguna de sus obligaciones, dejando de salvaguardar los principios 
de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad que rigen el servicio público: 
(Ortiz Soltero, 2000: 112). El tratamiento de las conductas infractoras no 
debe circunscribirse a lo estipulado por leyes generales de la materia, sino a 
aplicar diferentes disposiciones reglamentarias, como las leyes orgánicas, los 
reglamentos institucionales y acuerdos que fijen las atribuciones y sanciones 
específicas para los servidores públicos de los tres poderes.

Así pues, el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, como 
cuerpo de vigilancia y disciplina, goza de atribuciones conferidas por la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado de Veracruz, para conocer, resolver y 
sancionar las faltas administrativas en las que hubieren incurrido las servi-
doras y servidores judiciales, por dilaciones o irregularidades en el despacho 
de los asuntos, y en caso de que en ejercicio de sus funciones se lleguen a 
advertir conductas que puedan constituir un delito, se dará vista a la Fiscalía 
correspondiente, en concordancia con el artículo 222 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales.

El Procedimiento Administrativo Sancionador tiene como propósito prevenir 
y sancionar actos contrarios a las normas que regulan la función que tienen 
encomendada todos los servidores del Poder Judicial, así mismo permite a 
la institución mejorar sus procesos y propicia además que los servidores(as)
sean cuidadosos con su labor y a su vez eviten que los justiciables opten por 
conductos distintos, como el soborno o dádiva a cambio de un servicio. Es 
importante mencionar que el procedimiento disciplinario sólo tiene lugar en 
hipótesis de responsabilidad administrativa, es decir, es procedente única-
mente contra aquellos actos u omisiones de los servidores que desvirtúen la 
impartición de justicia.

En efecto, dicha instancia constituye un medio legal para imponer exclusiva-
mente medidas disciplinarias, sin injerencia en actos de naturaleza jurisdic-
cional, atento a preservar la buena marcha de la impartición de justicia en 



 |  97

Innovación Institucional frente a la corrupción  |  Perspectivas y retos del Sistema Anticorrupción

el Estado, sin que salga del ámbito meramente administrativo ni intervenga 
en el juicio del cual emane, ya que hacerlo equivaldría a darle a este proce-
dimiento el carácter de un recurso jurisdiccional, y para ello existen diversos 
recursos y medios de impugnación ajenos a la materia administrativa.

Sin embargo, es menester subrayar que en ninguno de los ámbitos, penal y ad-
ministrativo, se debe rebasar el principio de presunción de inocencia, esto es, 
otorgar al servidor público la garantía de ser tenido y tratado como inocente, 
…al consignar que toda persona se presume inocente hasta en tanto no se 
demuestre su culpabilidad, impone la carga de la prueba al órgano acusador; 
y a la vez que asegura el control, tanto interno como externo, de la actividad 
jurisdiccional y de todos los intervinientes en el proceso: (Lozano Guerrero, 
2012:321). La garantía de este principio tiene como propósito evitar que las 
autoridades administrativas y penales instauren con facilidad procedimientos 
sancionadores, con elementos que carezcan de idoneidad para fundar un 
juicio sobre la participación en los hechos. En ese sentido se exige que se 
reciban pruebas suficientes, acatando todas las formalidades y exigencias del 
procedimiento en el que se cumplan las garantías procesales y los derechos 
humanos, de modo que mientras no se cuente con los medios que provean 
el grado de convicción o se ofrezcan pruebas contundentes sobre la autoría o 
participación, los servidores públicos denunciados se mantendrán protegidos 
por la presunción de inocencia.

Este derecho fundamental constituye un pilar en el Estado Constitucional de 
Derecho, exigiendo la absoluta necesidad de que toda sanción esté susten-
tada en una actividad indagatoria del órgano competente, desarrollada de 
manera extenuante conforme a criterios lógico-jurídicos; por lo tanto, deben 
efectuarse todas las diligencias para el conocimiento imparcial de los hechos.

Por último, es preciso que la valoración que efectúe la autoridad sanciona-
dora verifique que las pruebas que sustentarán la sanción sean legítimas y 
obtenidas en un debido proceso.

Como colofón de todo lo anterior, podemos decir que para la implemen-
tación del Sistema Estatal Anticorrupción se uniformó el marco normativo 
haciéndolo compatible con las disposiciones del SNA, a través de un proceso 
legislativo; y así se ha conformado una política pública integral para erradicar 
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el fenómeno de la corrupción y su costo altísimo que propicia la desigualdad 
social. No obstante, es de vital importancia que entre otras tareas, se garantice 
la seguridad y los derechos de aquellas personas que dispongan denunciar 
los actos no lícitos en el servicio público; además de informar al ciudadano 
acerca de qué es la corrupción, fomentar por qué se deben denunciar las 
conductas indebidas, en dónde y cómo efectuar la denuncia.
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Tribunal Estatal 
de Justicia Administrativa 
de Veracruz

 � Pedro José María García Montañez

Antecedentes y contexto de creación del Tribunal

Con motivo de los cambios que ha experimentado nuestro país, y por ende 
Veracruz, surge una reforma estructural en la justicia administrativa acorde 

con los mecanismos nacionales que se exigieron a través de la creación del 
Sistema Nacional Anticorrupción, mismo que se conformó a partir de la nece-
sidad de poner un alto a aquellos que degradan el servicio público en el país y, 
por consecuencia, en cada una de las entidades. El Tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa surge en esta coyuntura, dotado de plena autonomía y como 
integrante del Sistema Estatal Anticorrupción como se detallará más adelante.

Antes de hablar de la reforma estructural en el marco de la justicia adminis-
trativa, es menester establecer qué se entiende por ésta. Dentro de los textos 
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nacionales que abordan este concepto se retoma el vertido por Fix-Zamudio 
(2005: 156) que a la letra señala:

“…la justicia administrativa comprende un conjunto de instrumentos 
jurídicos y procesales para la tutela de los particulares frente a la 
administración pública, y entre estos mecanismos se encuentra la 
jurisdicción especializada en esta materia, que es uno de sus sectores 
más importantes. En esa virtud, la justicia administrativa debe consi-
derarse como el género en el cual queda comprendida la jurisdicción 
para la solución de los conflictos entre la administración pública y los 
administrados por conducto del proceso.”

La tutela a la que hace referencia el autor es entendible cuando se observa 
que las partes que inciden en las controversias son, por un lado, un gober-
nado y, por el otro, cualquier ente perteneciente a la administración pública. 
Esta pugna no se observa fácilmente por lo desproporcionado en la calidad 
de los sujetos conflictuados, empero, el mismo Estado crea mecanismos a 
través de una jurisdicción especializada para dar un equilibrio, parcialidad y 
certeza al justiciable.

Esta noción de ente con jurisdicción especializada coincide parcialmente 
con lo que realizaba el extinto Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
del Estado de Veracruz, mismo que en su momento respondió a reformas 
constitucionales de marzo de 1987, cuando creado un ente dotado de plena 
autonomía de forma inicial para resolver únicamente las controversias que se 
suscitaran entre la administración pública estatal y los particulares; y con su 
respectiva Ley de Justicia Administrativa promulgada en 1989, se abrogó la 
Ley Orgánica del Tribunal Fiscal del Estado.

Es entonces que emerge un Tribunal con una sala uniinstancial colegiada, 
integrada por tres magistrados que eran designados por el Gobernador del 
Estado, aunque supeditado a la aprobación del Poder Legislativo. Algunos 
años más tarde, concretamente en 1994, se instalan tres salas regionales y 
se incrementan las funciones; ahora, entre otras cosas, también conocían 
sobre la responsabilidad de los servidores públicos. Sin embargo, en marzo 
de 1997 se reforma nuevamente la Constitución del Estado y ese ente au-
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tónomo pasa a considerarse como un órgano jurisdiccional dependiente 
del Tribunal Superior de Justicia de Veracruz, además de incrementar sus 
atribuciones en agosto del mismo año, quedando con categoría de “mixto”, 
para que conociera como segunda instancia de asuntos en materias civil y 
mercantil por la elevada carga de trabajo. Tres años más tarde, el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo tiene una recuperación al dejar de ser conside-
rado como dependiente del Tribunal Superior para ser ahora dependiente del 
Poder Judicial, situación que favoreció el que le retiraran de su competencia 
el conocimiento de asuntos civiles y mercantiles, para así funcionar exclusiva-
mente en las materias de su nacimiento.

Dados los antecedentes señalados en los párrafos anteriores, se resalta que 
la intención original era cumplir las atribuciones de jurisdicción especiali-
zada, a través del soporte que le daba la autonomía plena otorgada por la 
Constitución del Estado, misma que sin embargo ya no existía. Tomando en 
cuenta lo anterior, y aunado a los casos de corrupción y la determinación 
de la responsabilidad de servidores públicos en el país y concretamente en 
Veracruz, se configuró una problemática real e inminente día a día.

El fenómeno de la corrupción fue abordado por las autoridades de distintos 
niveles y la sociedad civil, hasta que llegó a proponerse una red coordi-
nada de entes que se asegurarían desde distintos flancos para dar un tra-
tamiento a esta problemática, de allí que tras un camino andado y con la 
reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos del 27 
de mayo de 2015, se establecieron las bases para crear el Sistema Nacional 
Anticorrupción, mismo que se compone de órganos federales y sus similares 
en los 32 Sistemas Locales Anticorrupción.

El planteamiento central es que el Sistema Nacional Anticorrupción opere 
como un verdadero sistema nacional y no como un mecanismo que controle 
el fenómeno de la corrupción únicamente en el orden federal. En este orden 
de ideas, el artículo 36 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción 
crea las bases para diseñar los Sistemas Locales Anticorrupción.

Como resultado de lo anterior, a través de la reforma constitucional en 
Veracruz de junio de 2017, se creó el Sistema Estatal Anticorrupción como 
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una instancia coordinadora entre las autoridades estatales y locales en la 
materia, naciendo así el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación 
entre las autoridades estatales y municipales competentes en la 
prevención, detección y sanción de responsabilidades administra-
tivas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control 
de recursos públicos y mantendrá una adecuada coordinación con el 
Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción; asimismo, 
participará, colaborará y asistirá en sus funciones al Sistema Nacional 
Anticorrupción. (Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Veracruz-Llave, vigente. Artículo 67 Bis)

A partir de esta concepción constitucional, y con la Ley del Sistema Estatal 
Anticorrupción de Veracruz de Ignacio de la Llave, se enumeran a los inte-
grantes del Sistema Estatal Anticorrupción, que se conforma de manera 
tripartita por:

•	 Comité Coordinador,
•	 Comité de Participación Ciudadana, y
•	 Secretaría Ejecutiva.

Esta conformación cuenta con dos Comités y con una Secretaría Ejecutiva, 
misma que será un organismo descentralizado, no sectorizado, con auto-
nomía técnica y de gestión, que se encargará de proveer apoyo técnico y 
de insumos al Comité Coordinador. Éste y el de Participación Ciudadana se 
encuentran integrados de conformidad con los numerales 10 y 16 de la Ley 
del Sistema Anticorrupción de la siguiente manera:

a. Comité Coordinador:
 – El Presidente del Comité de Participación Ciudadana, quien 

presidirá el Comité durante un año (la Presidencia será rotativa 
entre los miembros de este Comité de Participación Ciudadana);

 – Titular del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de 
Veracruz (ORFIS);

 – Titular de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción;
 – Titular de la Contraloría General;



 |  107

Innovación Institucional frente a la corrupción  |  Perspectivas y retos del Sistema Anticorrupción

 – Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa;
 – Comisionado Presidente del Instituto Veracruzano de Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales (IVAI); y
 – Un representante del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial 

del Estado.

b. Comité de Participación Ciudadana:
 – Cinco ciudadanos nombrados por el Congreso del Estado a través 

de la Comisión de Selección.

En consecuencia, con la creación del Sistema Estatal Anticorrupción, el ORFIS, 
la Contraloría General del Estado, el IVAI y el Consejo de la Judicatura, cada 
uno en el marco de sus funciones, se fortalecen en el combate a la corrup-
ción con la creación de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, 
dependiente de la Fiscalía General del Estado y del Tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa. Éste último, es el tema de análisis por la relevancia que con-
lleva la determinación de las responsabilidades de servidores públicos.

Esta génesis tiene su fundamento en la reforma constitucional propuesta 
por el Titular del Ejecutivo del Estado y aprobada por el Legislativo el 13 
de julio de 2017; se determinó el día 19 de septiembre la declaratoria de 
su vigencia, contando con la aprobación de 120 municipios. La reforma se 
publicó en la Gaceta Oficial del Estado número Extraordinario 392, de fecha 
2 de octubre de 2017.

Con base en lo anterior, este ente autónomo se instaló formalmente el 2 de 
enero de 2018. Lo integran cuatro magistrados; está dotado de plena auto-
nomía para dictar sus resoluciones; tiene personalidad jurídica y patrimonios 
propios; es la máxima autoridad en la materia y actúa bajo los principios 
de  autonomía, legalidad, plena jurisdicción, honestidad, responsabilidad, 
austeridad, transparencia, independencia jurisdiccional, imparcialidad, obje-
tividad, profesionalismo, excelencia, motivación y fundamentación, vocación 
de servicio y responsabilidad en el uso de los elementos materiales.

Conforme al mandato constitucional estatal, el Tribunal funciona en Pleno y 
cuatro Salas Unitarias, dirigidas cada una por un Magistrado. Nombrados por 
el congreso del Estado a propuesta del Gobernador, y con un encargo que 
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dure diez años, de manera improrrogable, los Magistrados deberán cumplir 
cabalmente con los requisitos previstos por el artículo 67, fracción séptima 
del máximo ordenamiento local. Ahora bien, el Tribunal opera bajo los linea-
mientos determinados en su Ley Orgánica, publicada en diciembre de 2017, 
así como los de su Reglamento Interior, dado a conocer el pasado 10 de abril 
de 2018.

En ese tenor, la Ley Orgánica en sus artículos cinco y seis, determina que el 
Tribunal tiene diversas funciones, sin embargo, por la línea temática de la 
integración en el Sistema Estatal Anticorrupción que se sigue, sólo menciona-
remos dos elementales:

•	 Dirimir las controversias entre la administración pública estatal o muni-
cipal y los particulares, así como entre los Organismos Autónomos y los 
particulares; e

•	 Imponer las sanciones a los servidores públicos estatales o municipales 
por las responsabilidades administrativas que la Ley General determine 
como graves y a los particulares que incurran en actos vinculados con 
faltas administrativas graves.

Éste último, como ya se dijo, es el espíritu del Sistema Estatal Anticorrupción 
en el cual se establece una red de coordinación para la prevención, detección 
y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción co-
metidos por servidores públicos. De allí que el siguiente tema a analizar sea 
el propio concepto de Servidor Público.

Servidores Públicos en el Estado

El término de servidor público tiene su fundamento en el artículo 76 de la 
Constitución Estatal y en el artículo 108 de la Carta Magna. Realizando un 
estudio armónico de los preceptos contenidos en los artículos 108, 109, 127 y 
128, se afirma que el nombramiento como titular del desempeño de la función 
pública define las obligaciones, responsabilidades y cargas que una persona 
física desempeñará en un encargo otorgado por una elección popular, en el 
Poder Judicial, Administraciones Públicas Federales o Estatales, organismos 
descentralizados, entes autónomos en cualesquiera de sus niveles, y demás 
que señalen las leyes.
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En cuanto a la figura legal del servidor público, de conformidad con la frac-
ción XXVIII, del numeral 2 de la Ley de Responsabilidades Administrativas 
para el Estado de Veracruz, se entenderá como servidor público a aquellas 
personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los Poderes 
Legislativo y Judicial, organismos constitucionales autónomos, las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Estatal, los Ayuntamientos 
del Estado y sus dependencias y entidades, así como en cualquier otro ente 
sobre el que tenga control cualesquiera de los poderes y órganos públicos 
citados, así como en la Contraloría y los Órganos Internos de Control de los 
entes públicos.

Por lo tanto, un servidor público es una persona física con una función, 
empleo, cargo o comisión; que desde su nombramiento tomará protesta, re-
cibirá una contraprestación proporcional y adecuada a sus responsabilidades 
y su desempeño; estará sujeto a un régimen de responsabilidades adminis-
trativas por las acciones u omisiones que realice durante su desempeño en 
los entes enumerados en la Constitución.

Se subraya que el servidor público es nombrado bajo la ley que le da la auto-
ridad de desempeñarse en el cargo conferido, sumando a éste los empleados 
públicos quienes son designados por los servidores públicos bajo sus capaci-
dades y destrezas para trabajar sin que esto implique el representar al Estado.

Por otra parte se menciona también la separación de éste en el Derecho 
Laboral al Burocrático, en que se atribuyen la calidad de servidor público a 
toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en favor del 
Estado, y sujetándolo a un código de conducta, establecido en el artículo 47 de 
la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos que menciona:

ARTÍCULO 47.- Todo servidor público tendrá las siguientes obliga-
ciones, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcia-
lidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de 
su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará lugar al 
procedimiento y a las sanciones que correspondan, sin perjuicio de 
sus derechos laborales, así como de las normas específicas que al 
respecto rijan en el servicio de las fuerzas armadas…
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Este artículo delimita la forma en que debe comportarse y respetar el cargo 
por el que se le designó para desempeñarlo cabalmente con respeto y apego 
a la ley, de lo contrario se hará acreedor de las sanciones administrativas 
establecidas en la misma ley.

La aplicación de las normas disciplinarias por la Administración Pública no 
tiene como supuesto la relación laboral, sino la calidad o posición de sus 
trabajadores en cuanto a servidores públicos, de donde se deriva la sanción 
por el incumplimiento de las obligaciones para con la sociedad. Los órganos 
encargados de la imposición de sanciones disciplinarias actúan en función de 
autoridad, totalmente ajena a cualquier relación laboral.

Ente sancionador de Servidores Públicos y 
determinación de responsabilidades

Cuando el incumplimiento de una norma no tiene consecuencias jurídicas, 
no tendrá la fuerza para tutelar bienes jurídicos y no será eficaz. Por lo tanto, 
aquellas disposiciones que son obligatorias no tendrían mayor propósito que 
ser meramente enunciativas.

De allí que el propósito de tener servidores públicos en un “encargo”, en 
una “procuración”, en una “función” deviene en un cumplimiento de tutelar 
bienes jurídicos de la sociedad en general y como consecuencia su incumpli-
miento merece el fincamiento de responsabilidad. Ahora bien, el análisis se 
dirige al encargado de dicho quehacer.

La Constitución Federal y su símil local contienen un capítulo específico para 
las consecuencias por actos negativos de los servidores públicos, resultando 
entonces importante traer a este estudio el análisis de la máxima ley de la 
entidad al tratarse sobre el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

En el título quinto, capítulo I, denominado “De las Responsabilidades de 
los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con Faltas Administrativas 
Graves o Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado”, establece que 
para los efectos de las responsabilidades se reputará como servidor público 
a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial 
del Estado, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que 
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desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el 
Congreso del Estado o en la Administración Pública Estatal o Municipal, 
Organismos Descentralizados, Empresas de Participación Estatal, Fideicomisos 
Públicos, Sociedades y Asociaciones asimiladas a éstos, Fideicomisos, así 
como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 
otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en 
que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

Le establece como responsabilidad de los servidores públicos el manejo 
indebido de recursos públicos y de la deuda pública, así también los obliga a 
presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de inte-
reses ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley. 
El numeral 76 de la Constitución finaliza afirmando que todo servidor público 
será responsable por la comisión de delitos en el ejercicio de su encargo.

Aunado a lo anterior, se determina también que se aplicarán sanciones ad-
ministrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten 
la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar 
en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones 
consistirán en amonestaciones, suspensión, destitución e inhabilitación del 
servidor público, así como en sanciones económicas y deberán establecerse 
de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido 
el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los 
actos u omisiones.

La Ley sobre Responsabilidades de los Servidores Públicos establece los 
procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones. 
Ahora bien, las faltas administrativas graves serán investigadas y substan-
ciadas por el Órgano de Fiscalización Superior del Estado y los órganos in-
ternos de control, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal Estatal 
de Justicia Administrativa. De aquí se subraya la importantísima labor que se 
realiza como ente con plena autonomía que determina las responsabilidades 
y las consecuencias jurídico administrativas a los servidores públicos con 
independencia de las que haya a lugar en otras materias.

Las demás faltas y sanciones administrativas serán conocidas y resueltas 
por los órganos internos de control. Para la investigación, substanciación 
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y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del 
Poder Judicial del Estado, se observará lo previsto en la Constitución y en 
las leyes que correspondan, sin perjuicio de las atribuciones del Órgano de 
Fiscalización Superior del Estado en materia de fiscalización sobre el manejo, 
la custodia y aplicación de recursos públicos.

Como se observa, no toda responsabilidad de servidores públicos es materia 
del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dado que existen distintos 
niveles o clases de las mismas y las leyes especiales serán las que determinen 
los supuestos y procedimientos a seguir en cada situación, así como señalarán 
los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa, tomando en 
cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos u omisiones. Cuando éstos 
fuesen graves, los plazos de prescripción no serán inferiores a siete años. Los 
entes públicos estatales y municipales deben contar con órganos internos 
de control con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir 
e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades 
administrativas; para sancionar aquellas distintas a las que son competencia 
del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, 
manejo, custodia y aplicación de recursos públicos, así como presentar las 
denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito 
ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción en el Estado. Los 
procedimientos para la aplicación de las sanciones en materia de responsa-
bilidades se desarrollarán autónomamente. No se podrá sancionar dos veces 
por una sola conducta de la misma naturaleza. Cualquier ciudadano, bajo su 
más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de 
prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado respecto de las 
conductas señaladas.

Resulta medular que en el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos 
encargados de la investigación y sanción de responsabilidades administra-
tivas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas 
a proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con 
operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos mo-
netarios. Los procedimientos para que les sea entregada dicha información 
están establecidos en la ley especial.
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Como se observa, la labor del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa como 
ente que determina las consecuencias jurídicas de las faltas graves cometidas 
por un servidor público resulta de suma relevancia en la red coordinadora 
del Sistema Estatal Anticorrupción, aunque no es el único conocedor de las 
responsabilidades, ya que los demás sancionadores también lo son, en la 
medida del nivel que corresponda el tipo de responsabilidad en la que incurra 
un servidor público.

Retos y perspectivas presentes

Con la reciente creación del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa los 
retos se han presentado de manera diaria, algunos incluso iniciaron desde 
antes del momento de su instalación, con la herencia de expedientes en trá-
mite del hoy extinto Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Otros retos, 
en cambio, apuntan hacia la modernización, la implementación de sistemas 
de gestión de calidad e innovación tecnológica, para fortalecer día a día el 
quehacer jurisdiccional y administrativo.

Empero, ninguno de los anteriores resulta tan relevante como mantener 
y fortalecer la plena autonomía del Tribunal, a fin de cumplir de manera 
honesta y profesional con el deber de ser la máxima autoridad en materia 
administrativa y, en el caso que nos ocupa de este estudio, el ente de la 
determinación de las responsabilidades de los servidores públicos ya que, 
como se observó del antecedente jurisdiccional, la pérdida de ella implicó un 
retroceso en la impartición de justicia administrativa y acabó con la intención 
inicial que lo construyó.

¿Por qué resulta tan importante la autonomía? Existen, desde la perspec-
tiva de este autor, múltiples beneficios, de los cuales se enumeran los más 
relevantes:

•	 Fortalece el Estado de Derecho en Veracruz.
•	 Coadyuva al derecho humano de acceso a la justicia.
•	 Abona al desarrollo democrático de la entidad.
•	 Proporciona certeza jurídica a las partes, dado que la atención y actua-

ción se realizan con estricto apego a la ley y al Código de Ética.
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•	 Permite el establecimiento de mecanismos que permiten cumplir con 
eficacia, y por ende con prontitud en el acceso a la justicia, como ya lo 
ha demostrado ser, en otras materias la figura de la mediación.

Una de las aristas que se encuentran ya en ejercicio es el establecer las bases 
para que sea un Tribunal de vanguardia, innovador, que provea un servicio 
ágil y atienda con prontitud a los justiciables, pues se cuenta ya con la in-
negable ayuda de los recursos tecnológicos y humanos. Estos últimos son 
los que merecen mayor importancia de pronunciamiento, ya que ofrecen 
un servicio a la sociedad, y al Estado mismo, de tal manera que se llevó a 
cabo una cuidadosa selección de cada uno de los servidores públicos que lo 
conforman, preservando en todo momento un equilibrio en la perspectiva 
de género y una estricta calidad en su formación profesional, observando los 
mejores perfiles posibles para servir al Estado de Veracruz.

En el renglón de la innovación y aprovechamiento de los recursos tecnológicos, 
se encuentran en proceso dos proyectos a largo plazo: el primero es contar 
con un archivo totalmente digitalizado; y el segundo, implementar un sistema 
de Juicios en línea en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. Ambas pro-
puestas están siendo cuidadosamente analizadas, ya que, al tener la única sede 
en la ciudad de Xalapa, este esquema digital contaría con alta pertinencia.

Los medios tecnológicos a los que se tiene acceso hoy en día resultan siempre 
una herramienta idónea para el caso que nos ocupa. No menos importante es 
también, que existen dinámicas que han mostrado éxito ante otras autoridades, 
como el relativo a que las promociones del justiciable sean interpuestas ante la 
misma autoridad con la que se tiene el conflicto, para que ella inclusive turne 
ya un expediente “integrado” ejerciendo a su vez, su derecho de audiencia.

Por otra parte, otro elemento indispensable en proceso es la reforma de có-
digos y leyes que permitan fortalecer el marco jurídico con el que el Tribunal 
imparta cabalmente la justicia administrativa que merecen las partes, así 
como también cumplir y hacer cumplir lo mandatado por el artículo primero 
de la Constitución Federal, y los tratados internacionales de los que México 
es parte, a fin de que la promoción, protección, respeto y garantía a los 
Derechos Humanos sea patente en el quehacer diario, teniendo siempre 
presente el principio pro homine.
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Como parte de los retos anunciados en el título de este apartado, ha sido una 
constante dificultad el que se cumplan íntegramente las sentencias, sobre 
todo en aquellos casos en los que la autoridad no cuenta con los recursos 
para hacer el pago correspondiente al gobernado. Este tema merece un 
análisis por separado, pero resulta indispensable incorporarlo a la reflexión.

Con todos los elementos antes analizados es que actualmente la entidad 
cuenta con el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, una institución 
nueva, totalmente autónoma en sus decisiones, que busca imprimir una 
dinámica diferente, innovadora, más cercana a los justiciables y con altos 
niveles de eficacia en su actuar. Para los magistrados que integramos el 
Tribunal, la encomienda acaba de iniciar. El construir una institución desde 
sus cimientos no es cosa sencilla, pero vamos por el camino correcto, con 
pasos firmes, buscando hacer siempre del acceso efectivo a la justicia, una 
realidad tangible para la sociedad veracruzana.
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Combate a la Corrupción 
en el Estado de Veracruz

 � Ramón Tomás Alfonso Figuerola Piñera

Antecedentes

El 27 mayo de 2015, el Congreso de la Unión aprobó un conjunto de 
importantes reformas para mejorar la rendición de cuentas, la transpa-

rencia y la integridad del sector público. Estas medidas implicaron reformas 
a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de combate a la corrupción. Se creó el Sistema Nacional Anticorrupción 
(SNA) y el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (SNT). Como parte del SNA, la reforma abrió 
la oportunidad para establecer las bases legislativas del Sistema Nacional de 
Fiscalización (SNF).
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•	 El SNA tiene como objetivo impulsar la implementación de los Sistemas 
Estatales Anticorrupción, en la prevención, detección y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción.

•	 El SNT tiene como objetivo la organización de los esfuerzos de coope-
ración, colaboración, promoción, difusión y articulación permanente 
en materia de transparencia, acceso a la información y protección de 
datos personales, de conformidad con lo señalado en la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás normatividad 
aplicable.

•	 El SNF tiene como objetivo promover la aplicación de los temas del 
Sistema, relativos a las políticas de integridad, contabilidad guber-
namental y participación ciudadana, a fin de promover una mayor 
transparencia y rendición de cuentas en la gestión pública.

Con estas reformas constitucionales y la emisión de la legislación secundaria 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2016, México 
enfrentará los desafíos de generar los resultados de combate a la corrupción 
demandados por la ciudadanía.

Las nuevas reformas ubican a la Auditoría Superior de la Federación (ASF) y 
a la Secretaría de la Función Pública (SFP) a la cabeza de estas iniciativas, es-
pecialmente mediante su liderazgo tanto en el SNA y como en el SNF. Ambas 
instituciones se fortalecen en las funciones de gobernanza y de auditoría que 
realizan, y adquieren mayores responsabilidades para cumplir las expecta-
tivas en torno a los tres sistemas.

El éxito de la reforma y el SNF en su conjunto, requerirá de una implemen-
tación eficaz por parte de otros actores importantes del SNF, tales como los 
órganos auditores de las entidades federativas y municipios, órdenes de 
gobierno cuyas instituciones presentan marcos legales, habilidades, recursos 
y necesidades diversas. En consecuencia, el logro de resultados a nivel estatal 
es esencial para obtener buenos resultados a nivel nacional.

En abril de 2016, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) conjuntamente con la ASF, con la asesoría y el análisis 
de expertos representantes de instancias pares provenientes de: Alemania, 
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Brasil, Estados Unidos de América y Países Bajos, realizaron una investigación 
de normas y prácticas internacionales de vanguardia. El estudio permitió 
identificar las fortalezas y los retos del Sistema en su conjunto, y aplicar la 
experiencia de buenas prácticas internacionales para ayudar así al SNF y a sus 
miembros a lograr avances en la legislación secundaria para la implementa-
ción de las reformas.

Entre las recomendaciones formuladas, destacan:

a. Aprovechar las fortalezas del Sistema Nacional de Fiscalización 
para una mejor gobernanza pública.- La potencial formalización 
de jure del Sistema Nacional de Fiscalización (SNF) destaca una 
necesidad de formalización de facto posterior, particularmente en 
términos de estrategia del SNF y su papel frente a otros sistemas. La 
legislación secundaria, formaliza legalmente al SNF, representa una 
coyuntura crítica en su evolución. Una mayor reflexión con enfoque 
estratégico sobre las ventajas comparativas del SNF como un sis-
tema, así como entre los actores individuales, le ayudarán al SNF y a 
sus miembros a maximizar sus contribuciones para alcanzar nuevos 
acuerdos institucionales que incrementen la rendición de cuentas, 
la integridad y la transparencia en México. Esto implica la identifica-
ción tanto de las ventajas comparativas del plan estratégico del SNF 
respecto a otros sistemas, como de las consideraciones para lograr 
aportes concretos a la agenda anticorrupción y de transparencia.

b. Auditar para mejorar la integridad en México.- La integridad es 
la columna vertebral de las estructuras políticas, económicas y 
sociales, y las entidades auditoras desempeñan papeles críticos 
en la consecución de la estrategia de integridad de un gobierno. 
En México, los actores clave del SNF, particularmente la ASF y la 
Secretaría de Función Pública (SFP), tienen el deber de salvaguardar 
el dinero de los contribuyentes mediante actividades tales como 
la práctica de auditorías al control interno y de gestión de riesgo 
del Poder Ejecutivo. La legislación secundaria establece mayores 
atribuciones a la ASF para investigar y auditar, en coordinación con 
las entidades de auditoria interna, posibles actos de corrupción, 
faltas administrativas graves y patrimonio de funcionarios públicos. 
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El SNF considera medidas concretas para fortalecer eficazmente 
la integridad en México. Se incluye la armonización de normas 
internacionales de control, o asegurar que las auditorías forenses 
conduzcan a recomendaciones para atender vulnerabilidades de 
control más amplias que las identificadas en casos específicos de 
fraude o corrupción.

c. Mejorar la gobernanza de auditoría en los distintos órdenes de 
gobierno en México.- El SNF pretende fortalecer la integridad y la 
rendición de cuentas en todos los órdenes de gobierno, incluidas las 
entidades federativas y municipios, como lo evidencia la inclusión 
de Entidades Fiscalizadoras Superiores locales y órganos estatales 
de control en el sistema. Por ello se consideró  esencial garantizar 
que las reformas no vayan en detrimento de los beneficios de la 
descentralización, ya que las entidades federativas y los municipios 
de México pueden variar en términos de capacidad, conocimientos 
y recursos para implementar las reformas. El SNF cuenta con una ar-
quitectura institucional preexistente para fortalecer la colaboración 
y coordinación vertical y horizontal. Sin embargo, las reformas que 
atribuyen incluyen facultades para que la ASF audite las participa-
ciones federales que se transfieren a los estados, y cuestiones tales 
como la independencia limitada de las Entidades Fiscalizadoras 
Superiores locales, plantean retos únicos para una auditoría eficaz. 
Para ayudar a enfrentar estos desafíos, el SNF y el Congreso pueden 
tomar acciones adicionales para eliminar “lagunas” legales y de 
políticas públicas, tales como incorporar al SNF en la legislación 
nacional y así reforzar su mandato legal. El incrementar esfuerzos 
de apoyo a las entidades federativas de gobierno es fundamental 
para afrontar retos y lograr avances a nivel nacional.

d. Mejorar el impacto y el valor público de las instituciones de 
auditoría externa en México.- La ASF en su carácter de entidad 
fiscalizadora superior en México, desempeña un papel único en el 
gobierno dada su perspectiva global al ser responsable de acciones 
de vigilancia y evaluación en los diferentes organismos públicos. 
Las recientes reformas, tales como la mayor libertad para la ASF 
en la planeación de auditorías, la posibilidad de auditar en “tiempo 
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real” y los dos momentos adicionales para presentar informes al 
Congreso durante el año fiscal, tienen por objetivo incrementar 
el impacto y la relevancia del trabajo de la ASF para los usuarios, 
particularmente para el Congreso. Para que estas reformas sean 
eficaces, tanto la ASF como el Congreso deben superar los desafíos 
que limitan el aprovechamiento del trabajo de la ASF no sólo por 
parte del Congreso, sino también por las entidades auditadas. La 
ASF podría considerar una serie de acciones para ayudar a asegurar 
la eficacia de las recientes reformas, tales como el desarrollo de una 
estrategia que incorpore nuevas prácticas de auditoría en sus pro-
gramas. El Congreso también podría tomar medidas para mejorar 
su capacidad técnica y así incrementar el aprovechamiento de los 
informes de auditoría para la toma de decisiones.

Acciones a Nivel Federal

En materia de combate a la corrupción, la reforma a la Constitución de mayo 
de 2015, contiene los siguientes cambios substanciales:

•	 El Congreso de la Unión tiene la facultad de expedir las leyes gene-
rales que regulen el Sistema Nacional Anticorrupción, y establecer las 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particu-
lares vinculados con faltas graves.

•	 La Cámara de Diputados designará a los titulares de los órganos in-
ternos de control de los organismos autónomos federales.

•	 Se dividen las responsabilidades administrativas en graves y no graves.
•	 Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por 

los órganos internos de control, pero serán resueltas por un Tribunal 
Administrativo, es decir, se judicializan.

•	 Los particulares también son vinculados con faltas administrativas 
graves.

•	 Se crea un Sistema Nacional Anticorrupción, y sus homólogos en las 
Entidades Federativas.

•	 Se crea una Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, y sus 
homólogos en las Entidades Federativas.
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•	 Se crea un Tribunal Federal de Justicia Administrativa, y sus homólogos 
en las Entidades Federativas.

•	 Se crea el Comité de Participación Ciudadana.
•	 Se crea el Comité Coordinador del Sistema.
•	 Se eliminan los principios de anualidad y posterioridad.
•	 Se amplía el plazo de prescripción hasta 7 años (antes 3 años).
•	 Se amplía el plazo de inhabilitación hasta 20 años (antes 10 años).
•	 Todos los servidores públicos estarán obligados a presentar sus decla-

raciones patrimoniales, de intereses y fiscal.

Las leyes secundarias, publicadas en julio de 2016, son las siguientes:

a. Reforma al Código Penal Federal en materia de combate a la 
corrupción;

b. Reforma a la Ley orgánica de la Administración Pública Federal;
c. Expedición de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas;
d. Reforma a la Ley de Coordinación Fiscal;
a. Expedición del Decreto que crea la Ley General de Sistema Nacional 

Anticorrupción, Ley General de Responsabilidades Administrativas 
y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa;

b. Reforma a la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República.

De conformidad con la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, al 
Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) lo componen:

•	 Los integrantes del Comité Coordinador,
•	 El Comité de Participación Ciudadana,
•	 El Comité Rector del Sistema Nacional de Fiscalización, y
•	 Los Sistemas Locales.

El Comité Coordinador se integra de la siguiente manera:

•	 Representante del Comité de Participación Ciudadana (quien lo 
preside),

•	 El Titular de la Auditoría Superior de la Federación,
•	 El Titular de la Fiscalía Especializada de Combate a la Corrupción,
•	 El Titular de la Secretaría de la Función Pública,
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•	 Un representante del Consejo de la Judicatura Federal,
•	 El Presidente del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales, y
•	 El Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

El Comité de Participación Ciudadana estará integrado por cinco ciuda-
danos cuya función durará cinco años sin posibilidad de reelección; serán 
renovados de manera escalonada, y también estarán sujetos al régimen de 
responsabilidades.

La Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción será un orga-
nismo descentralizado, no sectorizado, con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, con autonomía técnica y de gestión, la cual fungirá como órgano de 
apoyo técnico del Comité Coordinador del Sistema Nacional; estará al frente 
un Secretario Técnico y contará con un Órgano Interno de Control.

El Órgano de Gobierno de la Secretaría Ejecutiva estará integrado por los 
miembros del Comité Coordinador (Presidente del Comité de Participación 
Ciudadana, Titular de la ASF, Titular de la SFP, Titular de la Fiscalía 
Especializada de Combate a la Corrupción, representante del Consejo de la 
Judicatura Federal, Presidente del IFAI y Presidente del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa).

La Secretaría Ejecutiva también estará conformada por la información que 
incorporen las autoridades integrantes del Sistema Nacional y contará con 
al menos los siguientes sistemas electrónicos que en conjunto se denomina 
Plataforma Digital Nacional:

•	 Sistema de evolución patrimonial de declaración de intereses y cons-
tancia de presentación de declaración fiscal,

•	 Sistema de los servidores públicos que intervengan en procedimientos 
de contrataciones públicas,

•	 Sistema nacional de servidores públicos y particulares sancionados,
•	 Sistema de información y comunicación del Sistema Nacional y del 

Sistema Nacional de Fiscalización,
•	 Sistema de denuncias públicas de faltas administrativas y hechos de 

corrupción,
•	 Sistema de Información Pública de Contrataciones.
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El Sistema Nacional de Fiscalización (SNF) se integra de la siguiente manera:

•	 La Auditoría Superior de la Federación,
•	 La Secretaría de la Función Pública,
•	 Las entidades de fiscalización superiores locales, y
•	 Las secretarías o instancias homólogas encargadas del Control interno 

en las entidades federativas.

Los integrantes deben homologar los procesos, procedimientos, técnicas, 
criterios, estrategias, programas y normas profesionales en materia de audi-
toría y fiscalización.

La corrupción y sus efectos 
en el Estado de Veracruz

A lo largo de las pasadas dos administraciones públicas en el Estado de 
Veracruz, la corrupción y la falta de planeación provocaron la mayor de las 
crisis financieras, la cual tuvo severas repercusiones en la calidad de vida de 
los veracruzanos.

La falta de instrumentos claros para mantener el control y la fiscalización 
del gasto; la falta de planeación, las prácticas indebidas, las omisiones, las 
complicidades y el desorden administrativo, hicieron que en Veracruz, como 
nunca antes, se desviaran y dispendiaran los recursos públicos, lo que pro-
vocó el desprestigio de la imagen del Estado y sus instituciones en el contexto 
nacional, junto con otros estados de la República.

Con mayor frecuencia y magnitud, en los sectores sociales, políticos, econó-
micos y financieros a nivel estatal, nacional e internacional, fueron dándose 
a conocer hechos y actos de corrupción en los ámbitos estatal y municipales 
del Estado de Veracruz, cometidos por servidores públicos de prácticamente 
todos los sectores y niveles.

Desde los más altos niveles la corrupción fue permeando las estructuras que 
provocaron la mayor indignación y el repudio de todos los veracruzanos y de la 
sociedad en general del país.
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El Instituto Mexicano para la Competitividad, A.C. (IMCO), en 2016, difundió 
los resultados del índice de Competitividad Estatal 2016 que elabora con rigu-
rosidad metodológica. Al respecto, el indicador 41 de los 102 que componen 
su índice, con información del INEGI1 reflejó la percepción de corrupción 
estatal, el resultado dado a conocer fue que prácticamente 8 de cada 10 ve-
racruzanos mayores de 18 años consideraba que sí fueron frecuentes y muy 
frecuentes las prácticas corruptas en el Gobierno en 2015.

Los resultados de la tercera Encuesta Nacional de Calidad e Impacto 
Gubernamental (ENCIG) 2015, arrojó que en Veracruz 6,952 habitantes por 
cada 100,000 tuvo contacto con un servidor público y tuvo alguna experiencia 
de corrupción.

Las organizaciones civiles no gubernamentales como Animal Político, 
Mexicanos contra la Corrupción e Impunidad (MCCI) y Organización Nacional 
Anticorrupción (ONEA), difundieron que durante la pasada administración, 
mediante la entrega de contratos a empresas que no existían o que no en-
tregaron los bienes o servicios contratados se desviaron millonarios recursos 
públicos del Estado, en perjuicio de los veracruzanos.

También se denunció como corrupción la simulación de reintegros a la fe-
deración y presuntos financiamientos a campañas políticas con recursos del 
erario público veracruzano.

El escritor Noé Zavaleta, escribió el libro “El infierno de Javier Duarte”, libro 
que el 30 de junio de 2016 fue calificado como el libro de la semana, el autor 
externó que el aún Gobernador estaba acusado de lo peor que se puede 
acusar a un político: opacidad, amiguismo, amenazas y corrupción desbocada.

El Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia (TSJ) y Consejero 
de la Judicatura Edel Humberto Álvarez Peña, manifestó que la corrupción 
puso en riesgo la gobernanza en el Estado.

“La corrupción permeó prácticamente todas las esferas del ámbito 
público, y con ello se han debilitado las instituciones públicas por la 
desconfianza que siente la ciudadanía.

1  http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2016/especiales/especiales2016_05_01.pdf
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Hablar de estas conductas no es sólo señalar situaciones que afectan 
la labor pública, sino que vulneran el ejercicio de los derechos hu-
manos más básico, como el de la salud, la educación y justicia.

Tengo la convicción de que trabajando juntos todas las instituciones y 
con un liderazgo firma, Veracruz no volverá a sufrir las conductas que 
en años pasados tanto agraviaron y laceraron nuestras vidas.

El Poder Judicial del Estado no es ajeno a la transformación y está 
preparado para esta con la creación del tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa.

El nuevo tribunal deberá cumplir con altas expectativas deman-
dadas, por lo que deberá trabajar en todo momento con ética y 
profesionalismo”.

En prácticamente todas las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Estatal de las pasadas administraciones en Veracruz, se conocieron en 
menor o mayor grado hechos y actos de corrupción por desvíos y dispendios 
de recursos públicos.

En Veracruz, las irregularidades y el desorden administrativo fueron carac-
terísticos; una de las prácticas comunes de la administración pública fue el 
pago de bienes y servicios sin suficiencia presupuestal, sin las formalidades 
contractuales para la entrega de los recursos. También hubo ausencia de con-
troles financieros internos y externos de las necesarias proyecciones del flujo 
de caja que consideraran la utilización de técnicas cuantitativas de análisis y 
la programación de la ejecución presupuestal, así como falta de vinculación 
de los sistemas informáticos, lo que provocó un grave problema de control y 
de calidad y seguridad en la información presupuestal, contable y financiera. 
Como consecuencia, no se permitió llevar un mejor control del gasto público 
y de la deuda flotante durante los ejercicios presupuestales corrientes.

Una situación idéntica se reportó al no existir proyecciones fiscales de me-
diano plazo que otorgaran un marco de gasto de mediano plazo en el que 
estuvieran contenidos los programas presupuestales, de tal forma que no se 
llevó a cabo una gestión de los recursos financieros corrientes que hubieran 
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permitido un mayor financiamiento vinculado con los objetivos del Plan 
Veracruzano de Desarrollo.

En materia de deuda pública, se realizó sin planear, el mayor endeudamiento 
de la historia del Estado de Veracruz, y se contrató deuda que se erogó exclu-
sivamente en gasto corriente, con lo cual no se generó valor de capital alguno 
que permitiera impulsar al menos un mínimo crecimiento del Estado en bene-
ficio de los veracruzanos. Tampoco generó fuente alguna de financiamiento 
para sufragar su costo anual; lo cual quiere decir que durante al menos los 
próximos 17 años el Gobierno del Estado, tendría que ir descontando impor-
tantes montos de recursos que debería destinar al crecimiento económico y 
bienestar social, lo cual significa que, de no hacerse las gestiones necesarias 
y oportunas para renegociar y reestructurar la deuda pública, se tendría que 
pagar lo que no le beneficiaría en modo alguno a Veracruz.

En Veracruz permitieron y aprobaron Cuentas Públicas con cifras presentadas 
“a modo”, toda vez que con cargo a nuevos y crecientes ingresos líquidos 
adicionales al Presupuesto, obtenidos a partir del 2011 mediante endeuda-
miento público en valores bursátiles y en empréstitos bancarios, se realizaron 
gastos corrientes y comprometieron pagos.

Los recursos públicos así erogados, permitieron a la administración revelar 
información contable y financiera favorable, que dio lugar a presentar su-
perávits de operación que respaldaron la gestión de nuevos empréstitos. 
Supuestos superávits primarios fueron apareciendo sólo en registro, sin 
existir o contarse con las verdaderas sumas de dinero que los respaldaran; 
conformados por supuestos ahorros obtenidos durante ejercicios fiscales co-
rrientes, que consecuentemente se acumularon anualmente para reflejarse 
en el Patrimonio de la Hacienda del Estado como Resultados Positivos de 
Ejercicios Fiscales Anteriores.

Considerando que los programas presupuestales son las intervenciones pú-
blicas que generan la producción de bienes y servicios que se entregan a la 
ciudadanía, con el propósito de lograr un resultado cuantificable en términos 
de mejora del bienestar, durante la pasada administración el gasto de los 
programas presupuestales disminuyó como proporción del gasto total, incre-
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mentándose en contrapartida el gasto de actividades institucionales carentes 
de planeación.

En la gestión pública hubo ausencia o insuficiencia en los procesos de iden-
tificación, planeación, seguimiento y evaluación, que hubiera retroalimen-
tado, en su caso, su recomposición; la consecuencia fue que los Programas 
derivados de los  Planes Estatales de Desarrollo no alcanzaran los resultados 
esperados, lo que significó la acumulación de los problemas estructurales, el 
agravamiento de las condiciones y la afectación de oportunidades de desa-
rrollo y, consecuentemente, del nivel de vida de la población.

Había una deficiente coordinación entre las diversas áreas de planeación 
de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, y no 
se contaba con información integrada, oportuna y confiable que permitiera 
tomar decisiones eficaces durante las distintas etapas de la gestión pública.

La falta de cabal cumplimiento a la Ley de Planeación, como ejemplo, pro-
vocó la pérdida de importantes recursos externos por no haber cumplido con 
los tiempos y formas establecidas por la normatividad y haber presentado 
las Carteras de Inversión debidamente autorizadas; por lo tanto hubo una 
limitada participación en la promoción del desarrollo del Estado a través de 
los fondos federales destinados a inversión pública, habida cuenta de que su 
gestión en inversión pública se limitó a la programación de la ejecución de 
los proyectos, dejando de lado la formulación, sin considerar que una de las 
debilidades en la búsqueda de financiamiento de los programas de inversión 
estatales o municipales es la falta de proyectos de inversión en infraestruc-
tura y servicios públicos debidamente documentados y evaluados, lo que 
dificultó acceder oportunamente a los recursos disponibles de los diversos 
fondos y fuentes de financiamiento públicas o privadas que generalmente 
no cumplían con los requerimientos de las Reglas de Operación establecidos 
por los programas y fondos federales o de la Cartera de Proyectos de la SHCP.

Además, existió insuficiente coordinación con las Delegaciones Federales en 
los Programas y Proyectos de Desarrollo.

Para evaluar la gestión pública, se utilizaron más de 2 mil  indicadores de des-
empeño, en donde los datos fuente de cálculo eran generados y controlados 
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por las propias dependencias, su diseño no estaba orientado a una medición 
adecuada de los resultados y solamente sirvieron para justificar la asignación 
de recursos. La opacidad fue característica, pues no existía un sistema de 
consulta de los resultados obtenidos. Más aún, durante las pasadas dos ad-
ministraciones no se elaboró un Programa Anual de Evaluación que incluyera 
la evaluación del gasto federalizado.

El abuso de autoridad, el incumplimiento de sus deberes legales y nepotismo, 
y el uso indebido de los recursos públicos denunciados ante los tribunales del 
Estado, dan cuenta de la forma de actuar del Gobierno y sus instituciones. 
Las repercusiones de la corrupción en Veracruz son visibles en el rezago 
estructural acumulado por la falta de atención en aspectos esenciales como 
el combate a la pobreza, la cobertura con calidad en la prestación de los ser-
vicios de salud y educativos, así como los evidentes rezagos en equipamiento 
e infraestructura carretera.

La corrupción heredó altísimos niveles de inseguridad y tuvo un impacto 
negativo en el bienestar de la sociedad. El Índice de Rezago Social 2015, dado 
a conocer en 2016, por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social (CONEVAL), señala que entre 2010 y 2015, 79 municipios del 
Estado de Veracruz, con una población de 2,825,196 veracruzanos, empeo-
raron su situación de Rezago Social y 5,287,309 veracruzanos no mejoraron.

El 30 de agosto de 2017, también el CONEVAL informó sobre la Evolución de 
la Pobreza 2015-2016.2 Reportó a Veracruz en el 6º lugar más pobre, nueve 
lugares por arriba de la media nacional y el crecimiento continuado en el 
porcentaje de la población veracruzana en situación de pobreza: 52.6% en 
2012; 58.0% en 2014 y 62.2% en 2016.

El 28 de agosto de 2017, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) publicó los resultados de una serie de la Encuesta Nacional de Ingresos 
y Gastos de los Hogares 2016 (ENIGH2016).3 Presentó a Veracruz en el 28º 
lugar con respecto a la ordenación decreciente de los ingresos corrientes 
promedio trimestrales por hogar, 13 lugares debajo de la media nacional con 
32,982 pesos por trimestre (362 pesos diarios, promedio por hogar).

2  www.coneval.org.mx/SalaPrensa/.../Comunicado-09-Medicion-pobreza-2016.pdf
3  http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2017/enigh/enigh_08.pdf
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Con respecto a la ordenación decreciente de los gastos corrientes promedio 
trimestrales por hogar, presentó también a Veracruz en el lugar 28; pero 14 
lugares debajo de la media nacional con 21,990 pesos por trimestre (213 
pesos diarios, promedio por hogar). Para 2016, el Índice de Rezago Social ela-
borado por el CONEVAL ubicó a Veracruz en el 28º lugar de carencias sociales 
(educación, salud, servicios básicos y espacios en la vivienda).

Acciones para combatir la corrupción  
en el Estado de Veracruz

La finalidad del actual Gobierno es construir instituciones que rompan con 
las inercias y exclusiones que han predominado en la historia veracruzana. La 
situación de quiebra estatal nos obligó a realizar la construcción de nuevas 
dinámicas sociales. Toda metamorfosis social surge de un punto de ruptura 
para inaugurar nuevos caminos. Ruptura y transformación por vías inéditas: 
viraje inmediato, indispensable e innovador.

La situación en que se recibió la administración pública estatal, y en particular 
las finanzas públicas, fue asumida por esta administración con la mayor res-
ponsabilidad, honestidad y transparencia para corregir lo necesario, buscar 
las soluciones de fondo y sentar las bases institucionales para Veracruz.

De esta forma, se han emprendido un conjunto de acciones para resolver no 
solamente lo urgente e inmediato, sino también para encontrar soluciones 
estructurales integrales en el mediano y largo plazos. En Veracruz ha sido 
premisa fundamental el diseño e implementación de políticas públicas con 
acciones concretas orientadas a hacer justicia y que nunca más vuelva a ocu-
rrir un episodio de crisis como el vivido durante los años pasados.

Como eje rector del viraje y la construcción de nuevas instituciones en Veracruz 
está la consolidación del Sistema Estatal Anticorrupción, que prevé la parti-
cipación de figuras de control social, mediante la instauración de un Comité 
Coordinador y un Comité Ciudadano, instituye la Fiscalía Anticorrupción y el 
Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con autonomía para resolver sobre 
las imputaciones procesales de responsabilidad administrativa y las faltas 
administrativas graves cometidas por servidores públicos y por particulares.
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En cumplimiento a las reformas constitucionales para combatir la corrupción, 
el primero de mayo de 2017, el Ejecutivo del Estado envió la iniciativa de 
reforma constitucional en materia de combate a la corrupción, misma que 
fue aprobada el 19 de septiembre de ese mismo año.

El 13 de junio de 2017, el Congreso del Estado de Veracruz aprobó un Proyecto 
de Decreto, presentado por el Gobernador del Estado, a través del cual se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

El 20 de junio de 2017, fue presentada por las y los Diputados integrantes de 
los diversos Grupos Legislativos de la LXIV Legislatura del Honorable Congreso 
del Estado de Veracruz, la iniciativa de Ley del Sistema Estatal Anticorrupción 
de Veracruz de Ignacio de la Llave. Poco después, el 19 de septiembre de 
2017 el Congreso del Estado, declaró aprobada la reforma constitucional en 
materia de  combate a la corrupción.

EL 2 de octubre de 2017, el Gobernador Miguel Ángel Yunes Linares promulgó 
la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción y presentó el conjunto de iniciativas 
de Ley que permitirán la consolidación del Sistema Estatal Anticorrupción en 
el Estado de Veracruz.

Con la creación del Sistema, Veracruz contará con mayores herramientas para 
combatir la corrupción y la impunidad. Además, se logra la participación de 
figuras de control social mediante la instalación de un Comité Coordinador 
y un Comité Ciudadano; se crea la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción y el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en forma similar 
al esquema nacional.

Asimismo, se consolidan las reformas y leyes secundarias propuestas por 
el Titular del Poder Ejecutivo al H. Congreso del Estado, el 2 de octubre de 
2017. El paquete consiste en ocho iniciativas con proyecto de decreto, en 
las que se crean, reforman y adicionan diversas disposiciones que formarán 
parte del andamiaje legal para fortalecer el combate frontal a la corrupción y 
a la impunidad, a partir de la creación de instituciones, órganos de control y 
acciones a las que deberán sujetarse los funcionarios públicos y particulares 
vinculados con actos de gobierno.
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A continuación, se enuncian los principales elementos que contienen estas 
iniciativas:

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa

•	 Se crea el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa que tendrá como 
sede la ciudad de Xalapa, y será un órgano autónomo e independiente 
de los poderes del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

•	 Funcionará, en primera instancia, en cuatro Salas Unitarias; en 
segunda instancia, en una Sala Superior que será integrada por tres 
magistrados, garantizando resoluciones justas e imparciales.

•	 La creación de este Tribunal, permitirá hacer más eficientes los re-
cursos humanos, materiales y económicos destinados a sus funciones.

•	 Será un Tribunal dinámico, único en su tipo, con características innova-
doras a nivel nacional.

•	 Estará facultado para imponer sanciones a servidores públicos esta-
tales y municipales, y a particulares que incurran en faltas administra-
tivas graves.

Ley de Responsabilidades Administrativas

•	 Ley de nueva creación que establece los principios y obligaciones que re-
girán a los servidores públicos, exservidores públicos y, por primera vez, 
a particulares que también participen en acciones de Gobierno como 
contratistas, concesionarios o como proveedores de bienes o servicios.

•	 Todos los titulares de los Órganos Internos de Control de los Organismos 
Autónomos serán nombrados por el Congreso del Estado.

•	 Será obligatorio para todos los servidores públicos presentar las 
declaraciones de situación patrimonial, de intereses, así como la 
declaración fiscal.

•	 Veracruz será el primer Estado en sancionar como falta grave la simu-
lación de reintegro de recursos, cuando el servidor público ordene o 
autorice reintegros a cuentas bancarias para solventar observaciones 
de entes fiscalizadores y posteriormente los asigne o desvíe de nuevo 
a un fin distinto al que estaban destinados (práctica común en las dos 
administraciones anteriores).
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•	 Veracruz será el primer Estado en incluir en su legislación los Comités 
Internos Anticorrupción y de Integridad para prevenir y dar segui-
miento a los procedimientos que inicien los Órganos Internos de 
Control de los entes públicos.

Código de Procedimientos Administrativos del Estado

•	 Se adecua el Código con la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y la Ley de Responsabilidades Administrativas del 
Estado, así como con la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa.

•	 Con esta reforma se garantiza el interés público de los contratos de obra 
pública y en caso de rescisión se precisan los términos del finiquito.

•	 Para asegurar el acceso a una justicia pronta y expedita, los interesados 
podrán presentar demandas ante la autoridad responsable, el tribunal 
o por correo registrado.

Código Penal para el Estado de Veracruz

•	 Busca garantizar la coordinación entre las instancias de Gobierno en 
favor de la acción de la justicia.

•	 Se establece un capítulo especial para la atención de delitos por 
hechos de corrupción, lo que robustece el esquema normativo estatal 
en contra de estas conductas.

•	 Se amplían los supuestos del delito de tráfico de influencia.
•	 Con el objeto de combatir el saqueo que vivió Veracruz, se tipifica el 

delito de simulación de reintegro de recursos, único en la legislación 
penal del país. Esta conducta se castigará con prisión de cinco hasta 
veinte años.

Ley Orgánica del Poder Ejecutivo

•	 Se establece una Contraloría que formará parte del Comité Coordinador 
del Sistema Estatal Anticorrupción. Tendrá mayor capacidad de ope-
ración, independiente en sus procesos de auditoría e imparcial en la 



136 |

toma de decisiones, lo que le permitirá sancionar, denunciar y perse-
guir los hechos de corrupción.

•	 El Contralor del Estado tendrá la atribución de investigar y substanciar 
las faltas administrativas graves y no graves.

•	 Con esta reforma, la Contraloría General del Estado contará con las 
facultades para presentar denuncias contra servidores públicos ante la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción.

Ley Orgánica de la Fiscalía General

•	 Esta iniciativa dispone la creación de una Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción, autónoma de acción y decisión para inves-
tigar y perseguir los delitos en materia de corrupción.

•	 Contará con un Fiscal Anticorrupción, el cual será nombrado y remo-
vido por el Congreso del Estado.

•	 La Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción podrá solicitar el 
aseguramiento de bienes propiedad del inculpado y promover aque-
llos casos en que aplique la extinción de dominio.

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos, Administración 

y Enajenación de Bienes Muebles

•	 Esta norma crea el registro de servidores públicos que participan en 
contrataciones públicas para la integración de la Plataforma Digital 
Nacional.

•	 Busca un mayor control hacia los proveedores que de forma reiterada 
infrinjan la ley, a quienes se cancelará su registro en el padrón de 
proveedores.

•	 No podrán participar los servidores públicos en contrataciones, cuando 
exista conflicto de interés. Se sancionarán acciones como diseñar 
especificaciones en favor de proveedores determinados, restringir la 
información a los interesados, invocar a la urgencia para adjudicar, 
violar la confidencialidad de las ofertas, entre otras.

•	 Se incorpora la figura de testigos sociales en las licitaciones públicas, 
con el fin de fortalecer la transparencia e imparcialidad.
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Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados

•	 Incluye la obligación de servidores públicos y particulares de atender y 
actualizar los sistemas de control establecidos para la adjudicación de 
obra pública.

•	 Establece criterios que atienden el derecho a la información y la trans-
parencia. Hace obligatorio el registro de los Servidores Públicos que 
intervienen en los procedimientos de contratación en la Plataforma 
Digital Nacional del Sistema Nacional Anticorrupción.

Por parte de los poderes legislativo y judicial del Estado de Veracruz se consi-
deran las iniciativas de ley siguientes:

•	 Ley del Sistema Estatal Anticorrupción
•	 Ley Orgánica del Poder Legislativo
•	 Ley Orgánica del Municipio Libre
•	 Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas
•	 Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos
•	 Ley de Transparencia y Acceso a la Información
•	 Ley de la Comisión Estatal para la Atención y Protección de los 

Periodistas

Como nuevas premisas rectoras, el marco normativo del Sistema Estatal 
Anticorrupción del Estado de Veracruz contempla entre otros elementos:

•	 Los particulares también son vinculados con faltas administrativas, 
hechos de corrupción y patrimoniales (conflictos de interés)

•	 Se clasifican las responsabilidades en graves, a investigar y substan-
ciar por los órganos internos de control pero resueltas por el Tribunal 
Administrativo; y las no graves, resueltas por los órganos internos de 
control.

•	 Se amplían los plazos de prescripción (7 años) e inhabilitación (hasta 
20 años).

La reforma de la Constitución Política para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave, así como las iniciativas presentadas por el Poder Ejecutivo Estatal, 
tienen por objeto armonizar la normatividad estatal en materia de combate a 
la corrupción, para contener los problemas y amenazas que dicho fenómeno 



138 |

plantea para la estabilidad y seguridad de la sociedad veracruzana y sus ins-
tituciones. También trae aparejado que se cuente con un marco normativo 
para prevenir, detectar y sancionar la corrupción, teniendo como conse-
cuencia que se genere un estado de certeza en donde a quien contravenga 
la normatividad aplicable, siempre tenga una misma consecuencia: sanción. 
Asimismo, al definirse las bases de coordinación entre todos los entes pú-
blicos, se estará inhibiendo a cualquier autoridad para que no incurra en 
arbitrariedades, fortaleciendo con ello, los valores, la justicia, el imperio de la 
ley, lo que conlleva a garantizar la seguridad jurídica prevista en el artículo 16 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El otro elemento esencial en la transformación es la participación ciudadana. 
A lo largo de la presente Administración, ha existido un acercamiento con la 
sociedad civil a través de las cámaras empresariales, foros de transparencia, 
rendición de cuentas y anticorrupción; la CONCAMIN a nivel nacional instaló 
la Contraloría Social Empresarial y el Consejo Estatal de Integridad.

Esencial es también la actuación transparente del Gobierno y de sus institu-
ciones, lo cual se materializa con las siguientes acciones específicas:

El Portal de acceso ciudadano al Sistema de Administración Financiera del 
Estado de Veracruz.  Disponible en la página de la Secretaría de Finanzas 
y Planeación (SEFIPLAN), que permite al ciudadano identificar en qué se 
invierte el presupuesto, para qué se invierte y quién lo invierte, señalando 
de manera clara el estado del presupuesto no sólo en términos globales, sino 
también por capítulo y dependencia; asimismo, muestra la obra pública de 
manera abierta y transparente, con el propósito de generar en la ciudadanía 
una certidumbre de la eficacia, eficiencia y el estricto apego a la legalidad en 
el uso de los recursos.

El Portal de Bienes Recuperados. En la página de la SEFIPLAN, también 
muestra de manera clara la cantidad en efectivo, bienes inmuebles y muebles 
recuperados en la presente administración, como resultado de los actos de 
corrupción de la administración pasada, mostrando a la ciudadanía el destino 
de dichos recursos en beneficio preferentemente de la infraestructura hos-
pitalaria y su equipamiento, así como en la dotación de mejores condiciones 
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y equipo en materia de seguridad pública, como actividades institucionales 
sustantivas.

El Procedimiento para la revisión y en su caso validación de los presuntos 
adeudos de la administración 2010-2016. La pasada administración heredó 
en las dependencias del presente gobierno un desorden administrativo res-
pecto al listado de proveedores y contratistas con los que celebró contratos 
y pedidos; un desorden que va desde la integración de expedientes hasta el 
manifiesto de montos adeudados, que ascienden a una enorme cantidad y 
sin justificar la legitimidad de los presuntos derechos de cobro y que de haber 
procedido sin ningún análisis al pago de los mismos se habría dañado aún más 
el patrimonio de los veracruzanos. Mediante los portales de transparencia de 
la SEFIPLAN, se muestran de manera clara los proveedores y contratistas que 
conforme a derecho tengan un adeudo de parte del Estado.

Buzón electrónico de quejas, denuncias y sugerencias. Para captar la opi-
nión y la participación de la ciudadanía y hacer más eficientes los procesos 
y procedimientos de atención, mejorando la relación de la sociedad con el 
gobierno, y en consecuencia su imagen, se innovaron los mecanismos de 
captación de quejas, denuncias y sugerencias, ampliando la instalación de 
los buzones tradicionales y poniendo en marcha el Buzón Electrónico, el cual 
permite que la ciudadanía participe de manera constante y permanente los 
365 días del año, desde cualquier punto del Estado.

Conclusiones

La corrupción tiene un impacto brutal en la sociedad porque atenta contra la 
seguridad y el bienestar, produce estancamiento e incremento de la pobreza. 
En las instituciones provoca debilitamiento, incapacidad, parálisis y falta de 
credibilidad. Círculo pernicioso de corrupción - retroceso económico – po-
breza – inseguridad - impunidad.

La implementación de los presupuestos debe conllevar la integración de los 
sistemas que forman parte de la administración financiera pública, bajo el en-
foque del Presupuesto basado en Resultado (PbR): Planeación, presupuesto, 
inversión pública, tesorería, contabilidad, deuda pública, adquisiciones y 
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contrataciones y recursos humanos. Los clasificadores presupuestales deben 
estar armonizados y vinculados, tal es el caso de los procesos de compras y 
contrataciones con el presupuesto.

Deben existir metodologías formales de análisis, seguimiento y evaluación de 
los programas presupuestales, tales como los basados en la metodología de 
evaluación del desempeño propuesta por el Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política Social (CONEVAL) para reportar con claridad y transparencia el 
manejo realizado de los fondos federales.

Los sistemas informáticos deben ser centralizados y estar debidamente 
vinculados, operar en tiempo real, ser transparentes y estar orientados a la 
transparencia y rendición de cuentas.

Los fondos de aportaciones federales, que tienen específicamente determi-
nado un destino, deben contar con los controles informáticos necesarios que 
permitan, durante los ejercicios corrientes, comprobar o corregir su contri-
bución para mejorar la calidad de vida de la población más vulnerable, y así 
fortalecer los procedimientos de la gestión pública.

Debe asegurarse el cumplimiento de los principios de transparencia y hacer 
pública toda la información a través de medios electrónicos, como las páginas 
web de las ejecutoras de gasto, con la información y  materiales básicos que 
sean de interés de la población.

El orden y la legalidad son absolutamente necesarios durante el análisis y 
la evaluación de las acciones tomadas con la rectitud que exige la Ley, o 
determinar las omisiones o desvíos del curso legal dispuesto por los ordena-
mientos federales y estatales.

No ser cómplice ni mantener el silencio es la actitud moral que debemos 
seguir todos los servidores públicos. La sociedad y los servidores públicos de-
bemos estar comprometidos con el combate a la corrupción y la impunidad.

Los titulares de los Órganos de Fiscalización y los Fiscales debemos actuar sin 
influencia o presión alguna, con independencia, apegados al marco legal que 
rige el actuar.
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Debe evitarse a toda costa la transexenalidad de las acciones para encubrir 
o proteger.

Que los salarios y las prestaciones de los servidores públicos estén en corre-
lación con el cumplimiento de los objetivos de sus encargos.

Debe evitarse la construcción artificial de maquinarias para simular fines. 
Ninguna acción debe estar en favor de la impunidad. Nadie debe estar por 
encima de la Ley.

Para combatir la corrupción se requiere estar a la altura de los desafíos y 
responder con firmeza, sin distingo económico ni de clases sociales. La coor-
dinación y la colaboración son necesarias para lograr el éxito en las entidades 
federativas y contribuir al éxito nacional.

La aplicación de la Ley Anticorrupción debe ser expedita y con castigos 
ejemplares, nunca una herramienta de represión y de poder político contra 
adversarios.

Se requiere el esfuerzo de todos por Veracruz; cada uno desde nuestra trin-
chera debemos aportar lo que nos corresponde para devolver al Estado su 
grandeza y la ruta del desarrollo, así como promover una cultura de ética, 
honestidad, responsabilidad y justicia en todos los ámbitos, con el ejemplo y 
empezando desde la educación de nuestros hijos.
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La lid contra la corrupción 
en México y en el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la 
Llave: una aproximación

 � Juan José Sierra Álvarez

I.- Introducción

El combate a la corrupción se ha convertido en uno de los grandes temas del 
cambio de época y una de las asignaturas pendientes de resolver para los 
Estados democráticos del orbe. De acuerdo con el Instituto para la Economía 
y la Paz, existe una relación entre el buen funcionamiento del gobierno, una 
distribución equitativa de los recursos; un entorno empresarial sólido; altos 
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niveles de capital humano y bajos niveles de corrupción en un país, entre 
otros indicadores1, para determinar la existencia y gradación de paz positiva 
(Institute for Economics and Peace, 2018: 45).

En ese sentido, los cambios adoptados por nuestro país, a partir de la 
histórica reforma constitucional del 27 de mayo de 2015, ha tenido un 
efecto detonador, tanto en el desarrollo académico como en el diseño de 
políticas públicas, así como en la puesta en marcha de acciones tendientes 
a un fin común: prevenir, detectar, perseguir, procesar, castigar y erradicar la 
corrupción.

En esta coyuntura, el presente artículo comparte, de manera sintética, el 
transitar del Estado Mexicano hacia el actual Sistema Nacional Anticorrupción 
(SNA) y las principales características del mismo, así como las particularidades 
del Estado de Veracruz y su camino para contar con un Sistema Local robusto, 
legalmente bien diseñado; institucionalmente estructurado y socialmente 
útil.

II.- Antecedentes Relevantes del Combate a la 
Corrupción en México

En el ámbito internacional encontramos diversos instrumentos firmados y 
ratificados por nuestro país que reflejan, de manera contundente, la voluntad 
del Estado Mexicano en la lid contra la corrupción:

•	 Convención Interamericana contra la Corrupción (1996).
•	 Convención para Combatir el Cohecho de los Servidores Públicos 

Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales (1997).
•	 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2003).

Los compromisos adquiridos por México en estos instrumentos sentaron las 
bases para el desarrollo y adaptación del sistema jurídico doméstico en materia 
del combate a la corrupción, insertándolo en la dinámica de emular y seguir las 
mejores prácticas alrededor del mundo para las reformas que vendrían.

1 La aceptación de los Derechos de los demás; libre flujo de información y buenas relaciones con los 
vecinos son los pilares restantes que se reconocen como básicos de la paz positiva.
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En este orden de ideas, ante la necesidad de optimizar el marco institucional 
y legal para hacer frente a la corrupción, se inició la gestación del actual 
sistema, del cual reconocemos, como sus antecedentes más puntuales, los 
siguientes:

•	 2 de diciembre de 2012: El Presidente Enrique Peña Nieto suscribe el 
denominado Pacto por México, dentro del cual se distingue el acuerdo 
número cuatro, intitulado “Transparencia, Rendición de Cuentas y 
Combate a la Corrupción. (Presidencia 2012: 16)

•	 14 de diciembre de 2014: Es aprobada, por el Senado, la propuesta del 
Presidente de la República para crear lo que entonces se preveía como 
una Comisión Nacional Anticorrupción. (EXPANSIÓN 2016)

•	 20 de octubre de 2014: Ricardo Anaya Cortés, en su carácter de 
Presidente del Partido Acción Nacional presenta, en rueda de prensa, 
una propuesta de combate a la corrupción, en la que resaltan la crea-
ción del Sistema Nacional Anticorrupción, un Consejo Nacional y un 
Comité Ciudadano para la Ética, entre otros aspectos. (EXPANSIÓN. 
Ibid)

•	 27 de mayo de 2015: Se publica en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. (Diario Oficial de 
la Federación 2015)

•	 2 de febrero de 2016: Organizaciones de la Sociedad Civil presen-
taron ante la sociedad la Iniciativa Ciudadana de Ley General de 
Responsabilidades Administrativas (Ley 3 de 3 2016), mediáticamente 
conocida como  Ley 3 de 3.

•	 18 de julio de 2016: Se publican en el Diario Oficial de la Federación, 
los decretos que dan sustento al Sistema Nacional Anticorrupción, a 
saber (Diario Oficial de la Federación 2016):
a. Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-

posiciones del Código Penal Federal en Materia de Combate a la 
Corrupción;
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b. Decreto por el que se reforma y derogan diversas disposiciones de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en Materia de 
Control Interno del Ejecutivo Federal;

c. Decreto por el que se expide la Ley de Fiscalización y Rendición 
de Cuentas de la Federación; y se reforman el artículo 49 de la 
Ley de Coordinación Fiscal, y el artículo 70 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental;

d. Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema 
Nacional Anticorrupción; la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, y a la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa y,

e. Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Lo anterior se tradujo en la expedición de tres leyes nuevas y la reforma a 
cuatro preexistentes más, a saber:

 – Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción;
 – Ley General de Responsabilidades Administrativas;
 – Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación;
 – Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa;
 – Reforma a la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República;
 – Reforma al Código Penal Federal y,
 – Reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

•	 13 de octubre de 2016: El Senado ratifica a los 9 integrantes de la 
Comisión de Selección del SNA.

•	 30 de enero de 2017: Queda integrado el Comité de Participación 
Ciudadana del SNA.

•	 04 de abril de 2017: Sesiona por primera vez el Comité Coordinador 
del SNA.
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III.- Antecedentes Relevantes en torno a la Corrupción 
en Veracruz

Mucho se ha hablado en la prensa nacional sobre el manejo de los recursos 
en Veracruz. El presente artículo no va a abonar al ruido informativo; en 
cambio, pretende aportar elementos sólidos para un análisis sereno para una 
mejor prospección y toma de decisiones.

De acuerdo con la Cuenta Pública 2015, mientras a nivel nacional se mar-
caba un hito con la Reforma Constitucional en materia de Combate a la 
Corrupción, en Veracruz se hacía todo lo posible para ser la tercera entidad 
con el porcentaje más alto de gasto observado, con el 15.1% y el primer lugar, 
entre todas las entidades federativas, con el mayor impacto económico por 
monto observado respecto del importe asignado a los entes fiscalizados, con 
más de siete mil millones de pesos, como se desprende del siguiente cuadro:

Monto observado respecto del importe asignado a los entes 

fiscalizados.

Monto observado (Millones de pesos)

Entidad Federativa Importe 
asignado

Total % Subejercicio Con impacto 
económico

Michoacán 30,440.3 5,020.2 16.5 546.3 4,474.0

Ciudad de México 15,143.6 2,349.4 15.5 2,208.5 140.9

Veracruz 50,989.0 7,706.6 15.1 630.7 7,075.9

Morelos 12,560.2 1,754.8 14.0 930.7 824.1

Guerrero 31,106.2 4,301.4 13.8 918.1 3,383.3

Baja California Sur 7,566.9 902.4 11.9 781.5 121.0

Nuevo León 27,862.6 3,169.0 11.4 351.0 2,818.0

Estado de México 71,216.8 8,098.4 11.4 5,699.2 2,399.2

Chiapas 40,529.6 4,147.0 10.2 1,212.4 2,934.6

Sinaloa 21,713.9 2,201.8 10.1 536.0 1,665.8

Durango 14,210.0 1,324.2 9.3 1,182.8 141.4
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Monto observado (Millones de pesos)

Entidad Federativa
Importe 
asignado Total % Subejercicio

Con impacto 
económico

Baja California 21,236.7 1,960.7 9.2 1,664.6 296.3

Tlaxcala 9,709.0 839.4 8.6 743.2 96.2

Aguascalientes 10,118.2 863.7 8.5 812.1 51.4

Nayarit 9,625.7 810.8 8.4 684.8 126.0

San Luis Potosí 19,761.5 1,630.8 8.3 1,197.4 433.5

Coahuila de 
Zaragoza

16,313.6 1,205.2 7.4 399.3 805.9

Guanajuato 30,684.3 2,238.9 7.3 1,932.2 306.6

Puebla 35,092.5 2,541.7 7.2 1,757.0 784.7

Querétaro 12,238.0 876.5 7.2 825.9 50.6

Yucatán 13,820.8 918.6 6.6 707.9 210.7

Hidalgo 22,119.9 1,420.6 6.4 1,231.8 188.8

Chihuahua 21,537.1 1,382.3 6.4 916.0 466.4

Jalisco 37,012.4 2,290.1 6.2 2,064.5 225.6

Tabasco 16,866.2 930.7 5.5 698.4 232.3

Zacatecas 12,813.1 638.2 5.0 499.1 139.1

Sonora 15,791.1 709.4 4.5 119.0 590.3

Quintana Roo 10,432.3 464.5 4.5 399.4 65.1

Oaxaca 33,498.7 1,235.9 3.7 1,051.1 184.9

Tamaulipas 21,393.4 700.7 3.3 549.4 151.4

Colima 6,595.5 205.6 3.1 93.7 111.9

Campeche 7,780.7 227.3 2.9 105.2 122.0

Total 743,233.63 65,193.8 8.8 33,449.1 31,744.7

Fuente: (Auditoría Superior de la Federación 2016: 89)
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Del mismo modo, como se desprende del siguiente gráfico que se reproduce 
del mismo informe de auditoría, el estado ocupó el último lugar en el índice 
de desempeño de la gestión del gasto federalizado (Auditoría Superior de la 
Federación 2016: 107)2:
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Gráfica 7. Índice de Desempeño de la Gestión del Gasto Federalizado

Por su parte, para 2016, mientras a nivel nacional se publicaban las Leyes 
Secundarias y se hacían las reformas al Sistema Jurídico Mexicano para com-
batir la Corrupción, en Veracruz se abonaba a generar las condiciones para 
que, en más de mil unidades económicas por cada diez mil, se percibiera y pa-
deciera el flagelo de la corrupción (INEGI 2016: 51); esto es el diez por ciento.

Para ese año, se avanzaba en el desempeño del gasto federalizado y se ocu-
paba ya no el último sino el penúltimo lugar, como se desprende del gráfico 
que aquí se reproduce, tomado ahora del informe ejecutivo de auditoría de la 
Cuenta Pública 2016 (Auditoría Superior de la Federación 2017: 120)3:

2 Señala, en el mismo lugar, el documento que las condiciones prevalecientes en materia de pesos y 
contrapesos en el entorno político, en la relación sociedad-gobierno y en la estructura de los marcos legales 
determinan la existencia de factores que influyen en la gestión del gasto federalizad
3 Obsérvese que los estados con mejor desempeño en dicha cuenta fueron Puebla y Tlaxcala.
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Para 2017, cuando ya se habían integrado los Comités de Participación 
Ciudadana y Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, Veracruz 
daba un salto cualitativo y cuantitativo en su desempeño de gasto fede-
ralizado ubicándose en el undécimo lugar (en cuanto al monto observado 
en las auditorías), como se aprecia de la reproducción del siguiente cuadro 
reproducido del Informe de Auditoría de la Cuenta Pública 2016 (Auditoría 
Superior de la Federación 2018: 24):
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IV.- El avance normativo e institucional de Veracruz

Es incontrovertible que la presión de la Sociedad Civil y la coyuntura política 
obligaron a los poderes del gobierno de Veracruz a poner manos a la obra y 
comenzar su camino de adecuación y armonización con los nuevos procesos 
nacionales en materia de prevención y combate a la corrupción.

En este orden de ideas, los artículos transitorios de la reforma Constitucional 
de 2015 impusieron a los Estados, el cumplimiento de obligaciones, tanto 
del ámbito legislativo, ejecutivo y judicial, indispensables para la instalación 
y funcionamiento del SNA así como de sus equivalentes en las entidades 
federativas, a saber:

Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, deberán, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, expedir las leyes y realizar las adecua-
ciones normativas correspondientes, dentro de los ciento ochenta 
días siguientes a la entrada en vigor de las leyes generales4 a que se 
refiere el Segundo Transitorio del presente Decreto.

(…)

Séptimo. Los sistemas anticorrupción de las entidades federativas 
deberán conformarse de acuerdo con las Leyes Generales que 
resulten aplicables5, las constituciones y leyes locales. (CPEUM, 
artículos transitorios Cuarto y Séptimo, reforma constitucional pu-
blicada el 27 de mayo de 2015)

En atención a tales obligaciones se tiene registro del siguiente desarrollo 
cronológico:

•	 10 de Junio de 2016: se publica en la Gaceta Oficial del Órgano del 
Gobierno del Estado de Veracruz Ignacio de la Llave, los Decretos 
número 880 y 881 por los que se reforma la Constitución Política del 
Estado en materia de Combate a la Corrupción.

4  El énfasis es propio.
5  El énfasis es propio.
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•	 21 de noviembre de 2017: se publica en el mismo medio, la Ley número 
348 del Sistema Estatal Anticorrupción de Veracruz de Ignacio de Llave.

•	 18 de diciembre de 2017: se publica en el mismo medio, la Ley de 
Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave.

•	 19 de diciembre de 2017: se publica en el mismo medio, la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave así como la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 
Administrativa.

•	 21 de diciembre de 2017: se publica en el mismo medio, la reforma a la 
Ley Orgánica de la Fiscalía General para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave, reforma al Código Penal así como la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos, Administración y Enajenación de Bienes Muebles del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

Asimismo, por lo que hace a los nombramientos de la Estructura Operativa 
del SLA, Veracruz cuenta con una Comisión de Selección así como un Comité 
de Participación Ciudadana.

V.- Desafíos para consolidar la lid contra 
la Corrupción en Veracruz

En materia de desarrollo institucional está pendiente la existencia y desig-
nación del Titular de la Secretaría Ejecutiva, del Fiscal Anticorrupción, de los 
Magistrados del nuevo Tribunal de Justicia Administrativa, y, por ende,  la 
integración de su Comité Coordinador Local.

En este contexto se percibe un grave déficit en materia de integración de la 
estructura institucional que impide dar inicio a los procesos sustantivos para 
la prevención y combate a la corrupción.

Como un reto adicional, es indispensable tomar en cuenta que Veracruz es 
uno de los 16 estados que no recibieron recursos para la implementación 
de su Sistema Local Anticorrupción en su presupuesto de egresos para el 
ejercicio en curso.

file:///Volumes/ADATA%20HV620/libro%20Corrupcio%cc%81n/rvartculocoparmex/javascript:PDF('leyes/LeyesPDF/LFSRC070218.pdf');
file:///Volumes/ADATA%20HV620/libro%20Corrupcio%cc%81n/rvartculocoparmex/javascript:PDF('leyes/LeyesPDF/LFSRC070218.pdf');
file:///Volumes/ADATA%20HV620/libro%20Corrupcio%cc%81n/rvartculocoparmex/javascript:PDF('leyes/LeyesPDF/LFSRC070218.pdf');
file:///Volumes/ADATA%20HV620/libro%20Corrupcio%cc%81n/rvartculocoparmex/javascript:PDF('leyes/LeyesPDF/LADQUI261217.pdf');
file:///Volumes/ADATA%20HV620/libro%20Corrupcio%cc%81n/rvartculocoparmex/javascript:PDF('leyes/LeyesPDF/LADQUI261217.pdf');
file:///Volumes/ADATA%20HV620/libro%20Corrupcio%cc%81n/rvartculocoparmex/javascript:PDF('leyes/LeyesPDF/LADQUI261217.pdf');
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En materia de rendición de cuentas y transparencia, no obstante que el 
Comité de Participación Ciudadana cuenta, como la Comisión de Selección6, 
con sitio web, es indispensable y urgente que se le nutra de contenido, toda 
vez que, para los primeros días de julio de 2018, tan sólo tenía las plantillas 
mínimas7. Se reconoce deseable que tuviera, cuando menos, un plan de 
trabajo, las declaraciones 3 de 3 de sus integrantes, los lineamientos de su 
operación y funcionamiento y la razón de las recomendaciones emitidas8.

VI.- A manera de conclusión: los retos a futuro

De acuerdo con lo expuesto, la historia de la lucha contra la corrupción en 
Veracruz ha representado un caminar a contracorriente de las dinámicas de 
la política estatal y, como puede colegirse incluso por exclusión y analogía a la 
causa nacional, impulsada y acompañada por la Sociedad Civil y por el Sector 
Privado.

Al concluir 2018, la entidad habrá tenido, durante la presente década, tres 
diferentes administraciones de igual número de orígenes partidistas. Si bien 
los vaivenes institucionales y de perspectivas respecto a la buena gober-
nanza, seguramente habrán de generar modificaciones en la configuración 
de la cosa pública de Veracruz, se hace indispensable que las asignaturas pen-
dientes recién expresadas sean cubiertas con altura de miras y defendiendo 
la autonomía del Sistema Local Anticorrupción.

Si bien es cierto que las dinámicas del poder tienen peculiaridades y ca-
racterísticas que son ajenas a las de la empresa y a las de la Sociedad Civil 
Organizada, también lo es que, para tales efectos, estos sectores han arran-
cado al Estado importantísimas conquistas en los grandes temas de cambio 
de época como los Derechos Humanos, la transparencia, la protección de 
datos personales, el acceso a la información pública gubernamental y, por 
supuesto, la lucha contra la corrupción.

6 https://www.comisiondeseleccionseaver.com/
7 https://seaveracruz.org/
8 A mediano plazo, se esperaría que el CPC local pronto se integrare a plenitud a los eventos de CPC 
Federal; que procure su intervención en el Comité Coordinador Nacional (como parte del Sistema Nacional) 
y coadyuvar con el nombramiento del Secretario Técnico, así como establecer procesos y actividades 
acordes a sus facultades y atribuciones.

https://www.comisiondeseleccionseaver.com/
https://seaveracruz.org/
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Cualquiera que fuera la visión del Gobierno con respecto al valor de la 
Sociedad Civil; la autonomía de las autoridades fiscalizadoras o la cantidad 
y calidad de los esfuerzos terrenales para acabar con la corrupción, la tarea 
de darle cohesión, sentido y fortaleza al Sistema Local Anticorrupción es 
demasiado importante como para dejársela únicamente al Gobierno. Existe, 
al menos, un sector que arriesga capital; genera empleos y quiere legar un 
mejor México y un mejor Veracruz a las generaciones venideras, a pesar de 
las adversidades. Que así siga siendo.
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La participación ciudadana 
en las políticas públicas del 
combate a la corrupción: 
Respondiendo a la lógica 
de gobernanza

 � Raymundo Vera Santos y Marcia Baruch Menéndez

Resumen

En México ha crecido la preocupación por la corrupción y, de manera es-
pecial, por encontrar fórmulas institucionales que permitan combatirla. La 
corrupción ha sido considerada como un importante obstáculo al desarrollo 
económico, un impedimento para la erradicación de la pobreza y el principal 
motivo de pérdida de legitimidad gubernamental, por tanto, una amenaza 
para la democracia. Dentro de las políticas públicas que se han planteado 
para el control de la corrupción, la participación de los ciudadanos se ha 
convertido en un elemento indispensable, el cual, en términos generales, 



162 |

se encuentra inserto dentro de una lógica de acción pública que en años 
recientes asumió la denominación de gobernanza, esto es, la necesidad de 
comprender el gobierno como un proceso y no como un sujeto directivo, lo 
cual implica una multiplicidad de actores y de centros de decisión difusos. 
En este sentido, en el texto se plantean las formas en que los ciudadanos 
pueden participar en las políticas públicas que buscan luchar contra la 
corrupción bajo la perspectiva de la nueva gestión pública y la nueva gober-
nanza democrática.

Palabras clave

Participación ciudadana; políticas públicas; gobernabilidad; gobernanza; 
corrupción.

En la vida hay algo peor que el fracaso: el no haber intentado nada
Franklin D. Roosvelt

Introducción

A nivel mundial, las diversas sociedades se están enfrentando al surgi-
miento de paradigmas y enfoques que propugnan el involucramiento de la 
ciudadanía en los asuntos públicos. Ya no basta con que el Estado se haga 
cargo por sí sólo de la conducción -en distintas áreas- de la sociedad, sino 
que se vuelve trascendental que la sociedad civil tome parte de las acciones 
gubernamentales con el fin de que se responda de manera efectiva a las 
demandas y necesidades reales de las personas. De esta forma, se requiere 
de una interrelación entre el Estado y la sociedad civil que dé cuenta de un 
trabajo coordinado en la resolución de los problemas públicos. No obstante, 
aún existen Estados que no promueven medidas de inclusión ciudadana o, lo 
que causa mayor asombro, la propia ciudadanía no se interesa por participar 
en los asuntos públicos.

En sintonía con lo anterior, la participación ciudadana resulta un fenómeno 
crucial que ha sido ampliamente estudiado con el objetivo de conocer su 
naturaleza, sus componentes, los tipos existentes, las formas de implemen-
tación, los niveles y las diversas dinámicas vinculadas a su existencia. Un tipo 
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destacable de participación ciudadana es la aplicada en la gestión pública de 
los gobiernos, debido a que en este ámbito logra reflejarse el involucramiento 
de la ciudadanía en los procesos de formulación de políticas, programas y 
proyectos públicos.

En el México actual se habla mucho acerca de la participación de los ciuda-
danos en los asuntos públicos. Para ello se deben de implementar mecanismos 
que respondan a fomentar la participación ciudadana, traducida ésta en una 
práctica transformadora como producto de un sistema de vida, fundada en 
una continua mejoría económica, social y cultural del pueblo mexicano.

El gobierno y las instituciones deben estar encaminados a promover al 
máximo el desarrollo del individuo. Se debe asegurar por todos los medios 
posibles hacer efectiva la participación y que cada individuo goce de sus 
derechos fundamentales que son superiores al Estado, protegidos por ins-
trumentos jurídicos.

Sólo por medio de la participación ciudadana, se podrá establecer, la con-
fianza en las instituciones y de esta manera balancear el poder entre autori-
dades y ciudadanos (democratizar el poder).

Actualmente la participación ciudadana en la consolidación del Estado es de 
vital importancia, ya que se trata de una necesidad histórica, pues refleja que 
el hombre es actor y artesano de su vida social, pero sobre todo expresa el 
ejercicio de un derecho fundamental.

Por lo anterior, se considera importante fomentar la participación como parte 
de una política pública de Estado para regular los alcances de la misma, a 
fin de resguardar los derechos fundamentales del ciudadano mediante la 
preservación de un Estado de Derecho, así como incrementar la legitimidad 
del ejercicio de planeación del Estado y de fortalecer la participación en la 
vigilancia y el control de las actividades gubernamentales.

Marco teórico

Estudiar el fenómeno de la participación ciudadana se vuelve necesario en la 
actualidad, debido a la existencia –a nivel internacional– de diversos Estados 
que de forma constante buscan mejorar la calidad de sus democracias. Sin 
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embargo, en diversos casos, lo anterior se acompaña de una respuesta nega-
tiva por parte de la ciudadanía, que no participa, afectando el fortalecimiento 
de la democracia que buscan los Estados. Considerando estas premisas es 
que resulta fundamental analizar el concepto y los elementos esenciales de 
la participación ciudadana.

Participación ciudadana: aproximaciones al concepto

Una primera definición del concepto proviene de Nuria Cunill (1991), es-
tableciendo que “la participación ciudadana se refiere a la intervención de 
particulares en actividades públicas en tanto portadores de determinados 
intereses sociales” (Cunill, 1991:56). Esta es una aproximación general, 
donde se determinan al menos dos elementos cruciales. Por un lado, el rol 
esencial de la sociedad civil en los asuntos públicos y, por otro, la importancia 
de los intereses sociales, que serían la motivación de los particulares hacia 
la participación ciudadana. Así, al considerar esta propuesta, un bajo nivel 
de participación ciudadana no permitiría que los intereses sociales se vean 
reflejados en las líneas de acción gubernamentales, influyendo en la calidad 
de la democracia.

En sintonía con lo anterior, otra definición de participación ciudadana asevera 
que ésta consiste en “la relación intrínseca de la sociedad civil con el Estado, 
pues éste es quien le dota de derechos y obligaciones; se puede definir la 
participación ciudadana como aquella en la que los individuos toman parte 
de los asuntos públicos del Estado” (García, 2006:87). De esta forma, se com-
plementa la definición de Cunill, destacándose el vínculo de la sociedad civil 
con el Estado, quien sería el encargado de fomentar la participación y permitir 
el involucramiento de la ciudadanía en los asuntos públicos. Por otra parte, 
este planteamiento deja en evidencia la necesidad de que la ciudadanía se 
haga parte de las acciones del Estado, condición sin la cual, la participación 
ciudadana no sería efectiva.

Otro aporte es realizado por Constantino (2000), señalando que “por parti-
cipación ciudadana se entiende aquel proceso por el cual los sujetos, a título 
individual o colectivo, desarrollan una acción tendiente a vincular una expec-
tativa o una opinión con los ámbitos público o político. En el caso de que la 
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acción se oriente al espacio público, la participación adquiere modalidades 
de movimiento social o de organización de interés; mientras que si la orienta-
ción se refiere al espacio político, puede adquirir el carácter de militancia en 
un partido o de participación en los procesos electorales a través del ejercicio 
del derecho a votar y ser votados” (Constantino, 2000:509). Esta definición 
es bastante completa, integrando los ámbitos en que se expresa la partici-
pación, ya sea el político o público, donde la base de ambos es el manejo 
de la información pública y la injerencia ciudadana en la toma de decisiones 
gubernamentales, elementos que corren el riesgo de estar concentrados 
en un grupo minoritario de personas, bajo el marco de un escaso nivel de 
participación ciudadana.

Considerando el ámbito político de la participación, la participación ciuda-
dana puede entenderse como “una actividad orientada a la elección de los 
gobernantes, pero no sólo se concreta en ello, sino que también contribuye a 
influir en las decisiones que éstos toman en nombre de la sociedad, al mismo 
tiempo que ayuda para aportar ideas que contribuyan para llevar a cabo de 
una manera satisfactoria sus demandas. La noción de participación ciuda-
dana se reserva a la relación que existe entre los individuos y el Estado, rela-
ción que pone en juego el carácter público de la actividad estatal” (Cerroni, 
1992 citado en Mellado, 2001:20). En este sentido, se amplía el concepto de 
participación ciudadana, incluyendo la elección popular de las autoridades 
públicas, y especialmente sus efectos, como un factor crucial en cuanto a la 
toma de decisiones, donde la inclusión o no de las orientaciones ciudadanas 
será determinante. A su vez, se plantea una nueva perspectiva de lo público, 
puesto que ya no radicaría sólo en el Estado, sino que también se extendería 
a los diversos particulares, que tienen el deber de participar en los asuntos 
públicos con el fin de potenciar la democracia.

Una visión ligada –en cierta forma– al ámbito público de la participación, 
es propuesta por Guillen, Sáenz, Badii, & Castillo (2009), afirmándose que 
“el término de participación es utilizado para explicar la incidencia de los 
individuos y grupos sociales en las diferentes etapas en las que se resuelven 
asuntos de interés público, es decir, en la consulta, discusiones, planteo de 
propuestas, y todo tipo de actividades que en las cuales interrelacionan el 
Estado y los ciudadanos para el progreso de la comunidad” (Guillen, Sáenz, 
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Badii, & Castillo, 2009:179). Esta definición particulariza las diversas formas 
en que la ciudadanía puede participar en los asuntos públicos. Pero también, 
agrega un objetivo elemental de la participación: el progreso social. Por 
tanto, con este nuevo elemento se observa que de no existir un alto nivel de 
participación ciudadana, no sólo se afectaría la calidad de la democracia, sino 
que esto también repercutiría en el progreso general de la comunidad.

Por último, en relación con la perspectiva de la forma en que se puede llevar a 
cabo la participación ciudadana, Lahera (2002), plantea que “la participación 
se refiere a la posibilidad que personas o grupos tienen para influir, hacerse 
presentes, en la determinación de la agenda pública y también en la formula-
ción, ejecución y evaluación de las políticas públicas” (Lahera, 2002:61). Así, 
la participación ciudadana se podría enfatizar en el proceso de las políticas 
públicas, donde la integración de los ciudadanos favorecería la resolución de 
aquellas problemáticas que realmente les afectan. En este sentido, la defi-
nición del autor es la que permite reflejar de mejor forma los efectos de un 
bajo nivel de participación ciudadana, ya que si en la agenda pública o en el 
proceso de elaboración de políticas públicas no se ven reflejados los intereses 
de la mayoría de ciudadanos, no se resolverán los problemas, necesidades y 
demandas sustantivas.

Para efectos del presente artículo, se tomarán las definiciones precedentes 
para construir lo que se entenderá por participación ciudadana. De esta 
manera, la participación ciudadana es un proceso mediante el cual se rela-
ciona la sociedad civil con el Estado, con el fin de que los ciudadanos puedan 
expresar intereses, expectativas y demandas, haciéndose parte de los 
asuntos públicos. Este proceso se desarrolla en el ámbito público o político, 
donde el primero se enfoca en la gestión pública a través de mecanismos 
como consultas, discusiones y propuestas que influyan en la agenda pública 
y en la formulación de políticas públicas, mientras que el segundo radica en 
actividades de militancia en partidos políticos y procesos electorales. Con 
todo, el propósito de la participación ciudadana es el fortalecimiento de la 
democracia, tendiente al progreso de la sociedad.
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Condiciones de la participación

La participación como un evento ciudadano, como un proceso social, requiere 
del cumplimiento de una serie de condiciones para su ejercicio pleno.

a. Una primera condición institucional es la indispensable existencia 
de un marco legal democrático que sustente, promueva y apoye 
el ejercicio de la participación de los ciudadanos en forma directa 
o semidirecta (a través de sus asociaciones), en un ambiente de 
igualdad, de transparencia, de procedimientos sencillos y de res-
puestas oportunas.

b. Una segunda condición es que la práctica de la participación 
ciudadana se desarrolle dentro de principios éticos basados en la 
honestidad, solidaridad, tolerancia, crítica libre y responsabilidad.

c. En tercer lugar, la participación ciudadana requiere del desarrollo 
de programas educativos dirigidos a elevar las capacidades cívicas 
y participativas de los ciudadanos y de los sectores sociales orga-
nizados, en un marco democrático, plural y libre. Pero también y 
vinculado al punto anterior, el proceso participativo exige la puesta 
en marcha de un proceso de capacitación y adiestramiento de los 
miembros de las burocracias públicas, como contraparte directa 
de los procesos y eventos técnicos que se derivaran de la nueva 
condición participativa de la administración.

d. En cuarto lugar, el Estado y sus instituciones deberán facilitar los 
recursos organizativos, técnicos y tecnológicos, informativos e in-
formáticos y los espacios físicos para el cumplimiento eficaz de los 
procesos de participación ciudadana.

e. Una quinta condición es la dotación en forma oportuna y suficiente, 
por parte del Estado, de los recursos presupuestarios para garan-
tizar el funcionamiento de las distintas instancias de participación 
ciudadana.

f. Por último, para la concreción de los procesos de participación 
ciudadana se necesita un fuerte apoyo y compromiso político de 
las fuerzas gubernamentales en alianza con la sociedad civil orga-
nizada. Sin una convicción política firme, la participación ciudadana 
será sólo una declaración de principios bien intencionados; y que 



168 |

la participación permita la adecuación de las respuestas desde lo 
público a las necesidades y demandas de los ciudadanos. La par-
ticipación y la consulta permiten anticiparse a ciertas demandas 
ciudadanas antes de que éstas cristalicen en reivindicaciones que 
pueden producir respuestas apresuradas, escasamente planificadas 
y probablemente más costosas económicamente.

Ventajas de la participación ciudadana

Considerando la conceptualización de la participación ciudadana, desde 
una mirada holística, se vuelve necesario identificar los beneficios que ésta 
reporta para la sociedad en su conjunto.

Así, un primer grupo de ventajas corresponde a (Perero, 2002):

a. Cambio de actitudes cotidianas (mentalidad): la participación ciu-
dadana podría encauzar el involucramiento de la ciudadanía en los 
asuntos públicos, aumentando la conciencia y compromiso social 
referente a los problemas públicos del país.

b. Comprensión de lo global mediante la implicación local: el in-
volucramiento en el plano local, donde los individuos tienen una 
relación más directa con el municipio, es una experiencia valiosa en 
términos de fomentar una aproximación a las diversas dinámicas 
públicas de carácter global.

c. Obtención de información precisa: la participación también per-
mite la existencia de información de calidad en un doble sentido. 
Por un lado, la ciudadanía manejará información clara sobre los 
asuntos públicos. Por otro, las autoridades contarán con informa-
ción particularizada con respecto a las necesidades y problemáticas 
de la población.

d. Mantenimiento y vigilancia: el control social es uno de los grandes 
beneficios de la participación ciudadana, reflejándose a través de un 
sistema eficaz de mantenimiento y vigilancia de la actuación de las 
instituciones públicas en distintas materias de interés general.
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Por otra parte, un segundo grupo de ventajas podría ser (Sanhueza, 2004):

a. Integralidad de iniciativas públicas: las personas o grupos que 
participan aportan ideas que sirven para mejorar o complementar 
las iniciativas de los organismos públicos. Como resultado de esto, 
se contribuye a responder a las demandas ciudadanas de forma 
integral y efectiva.

b. Mayor transparencia: en la medida que más personas están involu-
cradas y tienen acceso a la información pública, el proceso de toma 
de decisiones se vuelve más transparente.

c. Mayor responsabilidad: el involucramiento de la ciudadanía en 
los asuntos públicos, potencia que los propios individuos se hagan 
cargo de sus derechos, obligaciones y acciones.

d. Mayor legitimidad: el trabajo en conjunto entre la ciudadanía y el 
sector público, permite que exista un apoyo, respaldo y aceptación 
mutua de las líneas de acción que se adopten. Así, se incrementa 
tanto el nivel de identificación como el sentido de pertenencia de 
los actores involucrados.

De esta forma, se observan diversas ventajas o beneficios que la participación 
ciudadana otorga a la ciudadanía, por un lado, y al conjunto de organismos 
de la administración del Estado, por otro. Todas apuntan al mejoramiento del 
sistema sociopolítico, pudiendo evidenciarse ya sea a nivel nacional o local, 
especialmente en el ámbito de la gestión pública. 

Ahora bien, la generación de tales ventajas o beneficios se inserta en un con-
texto de una efectiva participación ciudadana; pero en un escenario contrario, 
de un bajo nivel de participación, probablemente las ventajas o beneficios 
serían reducidos o nulos.

Participación ciudadana en la gestión pública

En relación con el ámbito público de participación, es de particular interés 
considerar la participación ciudadana en la gestión pública. Dicha temática es 
abordada, por ejemplo, en la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana 
en la Gestión Pública del Centro Latinoamericano de Administración para el 
Desarrollo (CLAD), donde se establecen principios y orientaciones para que 
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los ciudadanos de los Estados iberoamericanos participen en la construcción 
social de políticas públicas, potenciándose así la democracia, la inclusión 
social y el bien común (CLAD, 2009). Para el CLAD, la participación ciudadana 
en la gestión pública se entiende como “el proceso de construcción social de 
las políticas públicas que, conforme al interés general de la sociedad demo-
crática, canaliza, da respuesta o amplía los derechos económicos, sociales, 
culturales, políticos y civiles de las personas, y los derechos de las organi-
zaciones o grupos en que se integran, así como los de las comunidades y 
pueblos indígenas” (CLAD, 2009:3-4). En esta definición se destaca el carácter 
de corresponsabilidad social y de inclusión universal de la participación.

Por otra parte, uno de los aportes de la Carta del CLAD es el establecimiento 
de principios en que se basa la participación ciudadana en la gestión pública. 
A saber: constitucionalización, igualdad, autonomía, gratuidad, institucionali-
zación, corresponsabilidad social, respeto a la diversidad y no discriminación, 
adecuación tecnológica. (CLAD, 2009)

Finalmente, otro de los grandes aportes de la Carta es la concepción de la 
participación ciudadana como un derecho fundamental, que “es apreciado 
como un derecho de todo habitante iberoamericano con respecto a la 
gestión pública del país en que reside en el ejercicio de los derechos que 
le conciernen o, en su caso, a la gestión pública vinculada a los procesos de 
integración regional o subregional”. (CLAD, 2009:2)

Participación ciudadana y gobernanza

La corrupción ha sido diagnosticada como el problema público causante del 
estancamiento económico y la pérdida de legitimidad gubernamental. Por 
lo anterior, se han intensificado los esfuerzos para contenerla, de manera 
que sea posible implementar un sistema económico basado en el libre mer-
cado y en reglas de competencia claras, así como mantener las instituciones 
democráticas dentro de un marco de legitimidad y de legalidad que garan-
ticen niveles aceptables de gobernabilidad. Una de las vías de contención 
de este flagelo, que comienza a ser cada vez más recurrente en los últimos 
años, es la participación de los ciudadanos en las estrategias anticorrupción 
de los gobiernos.
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La idea de involucrar a la sociedad civil en la lucha contra la corrupción hace 
parte de una lógica de acción pública que, en años recientes, asumió la de-
nominación de governance, traducido al español como gobernanza, y que 
alude a la posibilidad de vincular al Estado y a la sociedad en la conducción de 
los destinos públicos, la cual ha propuesto una reorientación al debate sobre 
sus roles. Así, la gobernanza emerge como una estrategia política para que 
los Estados redefinan sus funciones; como una nueva forma de intercambio 
Estado-sociedad, que busca asegurar el control político y el apoyo social y 
como alternativa a la coerción, para procurar la gobernabilidad democrática.

Por gobernanza se entiende el proceso mediante el cual una sociedad 
define sus objetivos estructurales y coyunturales de convivencia, así como 
la forma de organizarse para realizarlos, de modo que los propósitos so-
ciales se vuelvan hechos sociales. En otras palabras, la gobernanza es una 
acción colectiva que, por un lado, define los fines o propósitos de la acción 
(componente intencional) y, por otro lado, define los medios idóneos para 
lograr los resultados propuestos (componente teleológico causal) (Aguilar, 
2007). Pasamos entonces de una preocupación por las instituciones a una 
preocupación por los procesos y las prácticas gubernativas; del énfasis en 
la capacidad directiva al énfasis en la eficacia directiva y de un enfoque de 
gobernabilidad a un enfoque de gobernanza.

Una buena gobernanza no es sólo resultado de un buen gobierno, sino de 
una interacción entre los organismos gubernamentales, el sector privado y la 
sociedad civil, que permita estructurar y operar reglas sociales para una con-
vivencia justa. Forzosamente, esta idea involucra una participación abierta de 
la sociedad en la toma de decisiones de los asuntos que le interesan.

En este sentido, el recurso a la participación ciudadana como una estrategia 
de lucha contra la corrupción por parte de los gobiernos, puede verse justifi-
cado en un amplio rango de argumentos y materializado en los más diversos 
mecanismos de participación, con lo cual se hace evidente que no existe una 
única vía para involucrar a la ciudadanía, ni una única vía para enfrentar la 
corrupción en general. No obstante, es innegable la importancia de la partici-
pación ciudadana en las actividades gubernamentales, y particularmente en 
las campañas de lucha anticorrupción.



172 |

Participación ciudadana y combate a la corrupción

La lucha anticorrupción demanda que el ciudadano esté informado acerca 
de las dimensiones de la corrupción en el país y de los instrumentos dis-
ponibles para controlarla y que, adicionalmente, participe en el combate 
anticorrupción.

La corrupción es un inhibidor de la eficacia y eficiencia del gobierno en la 
provisión de bienes públicos. En el pasado se establecieron una serie de can-
dados para evitar la corrupción, pero lamentablemente los resultados han 
sido escasos.

Por ello, para proveer con eficacia y eficiencia los bienes públicos que de-
manda la sociedad es necesario mejorar el desempeño y los resultados de la 
función pública, así como combatir frontalmente la corrupción con acciones 
innovadoras que castiguen los conflictos de interés, el tráfico de influencias, 
la desviación de recursos públicos y el clientelismo, entre otras prácticas. Una 
administración pública eficaz, eficiente, transparente y honesta ayudará a 
consolidar la confianza ciudadana en las instituciones gubernamentales.

Para promover la participación ciudadana y crear las condiciones para su 
pleno desarrollo, es indispensable que las autoridades gubernamentales 
estén en comunicación con los grupos de la sociedad, que exista un inter-
cambio de ideas y experiencias, ya que los círculos participativos representan 
una importante fuente, innovadora y creativa, en la estructura social; que 
aportan soluciones a los asuntos que atañen a su localidad, debido a que el 
espacio de lo público ha dejado de ser un espacio del gobierno para ser un 
espacio de todos.

Existen ciertos mecanismos de interacción social que permiten establecer un 
diálogo permanente entre autoridades y sociedad, en donde se manifiestan 
las inquietudes y necesidades de la comunidad y permiten obtener mayores 
resultados para la participación social. Estos mecanismos son:

a. Respetar las formas y canales de comunicación propios de la 
comunidad.
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b. Mantener un ambiente de confianza, respetando tradiciones, 
valores y costumbres.

c. Establecer contacto con los líderes formales e informarles.

d. Elaborar los mensajes con un lenguaje sencillo y comprensible.

e. Realizar campañas, consultas públicas y asambleas informativas.

f. Crear un área administrativa exclusiva de promoción social.

g. Establecer módulos de información a la ciudadanía.

h. Mantener informada a la sociedad de las acciones realizadas 
conjuntamente con las autoridades.

Los múltiples problemas que enfrenta la sociedad no se pueden solucionar 
totalmente con esfuerzos individuales o aislados, es recomendable la 
participación organizada y consciente de la sociedad. Para ello, las autoridades 
tienen que darse a la tarea de promover la formación y organización de 
grupos y asociaciones de ciudadanos, para que participen en acciones 
específicas y así avanzar en el logro de los objetivos del desarrollo. Estas 
tareas de acción se pueden realizar a través de diversos medios, como son: 
los promotores voluntarios, las autoridades y organismos auxiliares y los 
medios de comunicación.

CONCLUSIONES

Primera. La participación ciudadana se ha vuelto un factor determinante para 
la administración pública en el país, donde el éxito de las diversas políticas 
públicas depende -en cierta medida- de la inclusión de la ciudadanía en la 
gestión gubernamental.

Segunda. Se deben dar a conocer los distintos mecanismos de participación 
disponibles, donde se conozcan las características de cada uno, la periodi-
cidad, los requisitos para participar, etc. Lo anterior, orientado a incentivar 
la participación ciudadana, principalmente de los jóvenes, exponiendo los 
beneficios que la participación provee en su conjunto.

Tercera. Ignorar completamente a la sociedad civil en las estrategias antico-
rrupción significaría olvidar a una de las principales herramientas disponibles 
para el logro de sus propósitos.



174 |

Cuarta. No olvidar que la participación requiere que los ciudadanos sepan 
expresar sus necesidades para establecer las prioridades en la planeación, 
que exijan total transparencia y que requieren entrenarse para la compleja 
labor participativa.

Quinta. Entre los beneficios de la participación está el hecho de desarrollar 
la capacidad de participación responsable y amplia de la sociedad civil y 
permitir que los ciudadanos hagan aportes en los procesos de planificación 
y ejecución sobre la base del conocimiento detallado de las condiciones y 
necesidades locales o nacionales.

Sexta. Es imperativo reconocer que la participación ciudadana representa 
una necesidad de los sistemas políticos democráticos actuales, pues en la 
medida en que se vayan implementando, el propio gobierno garantizará 
la gobernabilidad del sistema representativo y dará pauta a una mejora 
continua en la relación gobernantes-ciudadanos.

Séptima. La gobernanza es el proceso mediante el cual se determinan las 
reglas de convivencia de una sociedad, por ello es indispensable darle mayor 
injerencia en las políticas públicas a la sociedad civil.

Octava. La corrupción es un fenómeno que afecta la gobernabilidad, la con-
fianza en las instituciones y los derechos de las personas. Pero la corrupción 
no es un fenómeno unitario ni unidireccional, no se concentra en un solo 
sector económico, en una sola institución, y no se explica por un solo factor. 
Por el contrario, la corrupción tiene diferentes formas y aparece de manera 
diversa en el escenario social, político y económico de nuestro país.

Novena. La corrupción trae como consecuencia la afectación en el acceso a 
los servicios, que las diversas prácticas de pequeña corrupción generan en 
la vida cotidiana en las instituciones y hasta los grandes desvíos de fondos 
públicos que la gran corrupción ha producido en los últimos años.

Décima. Es claro que la corrupción afecta a la economía del país y a la eco-
nomía de los ciudadanos, pero también afecta derechos, acceso a servicios, 
afecta la gobernabilidad y la confianza en el Estado y en sus funcionarios.
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n este libro el lector encuentra las razones que justifican las políticas de 
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No sólo se trata del frontal combate a la corrupción, sino de transformar 

nuestro tiempo y nuestro espacio en un ámbito propicio para el desarrollo 

humano que merecemos las mujeres y los hombres del siglo ���.

E El Sistema Estatal Anticorrupción es la 

instancia de coordinación entre las 

autoridades de todos los órdenes de 

gobierno competentes en la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades 
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todos los órdenes de gobierno en la 
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